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PROLOGO 

El Estado entendido como Fisco Federal y su órgano desean­
centrado el SA T, las autoridades fiscales de las entidades federati­
vas coordinadas con el SAT, y los Organismos Fiscales Autónomos, 
tienen el derecho de percibir recursos provenientes de contribucio­
nes, cuando no cumplimos con esa obligación, nos podemos ubi­
car en los supuestos del Procedimiento Administrativo de Ejecución 
por parte de las citadas autoridades fiscales al ejercer esa facultad. 

Consideramos que uno de los problemas que originan el incum­
plimiento de las obligaciones fiscales por parte de los contribuyen­
tes es el desconocimiento de la materia fiscal. 

Esta obra tiene como fin que el usuario cuente con una guía de 
fácil comprensión de los temas tratados en los nueve Capítulos que 
la integran. 

Al respecto, cabe mencionar que las autoridades fiscales tienen 
atribuciones legales para ejercer sus amplias facultades para re­
caudar de manera coactiva, debiendo apegarse a las disposicio­
nes que las regulan, de no ser así, los contribuyentes cuentan con 
medios de defensa ante aquellos actos que violen sus derechos 
constitucionales. 

En la actualidad, muchos son los contribuyentes que pueden 
estar situados en lo que se conoce como el Procedimiento Admi­
nistrativo de Ejecución, Embargo Precautorio, Embargo de cuentas 
bancarias, embargo de la negociación, embargo de bienes, etc. sin 
conocer las consecuencias y responsabilidades en las que se pue­
den ver envueltos, las causas principales pueden ser: 

Desinformación al respecto, desconocimiento de su situación fis­
cal por no contar con asesores profesionales en esta especialidad, 
desconocimiento de sus obligaciones y de las consecuencias del 
P.A.E., falta de liquidez o falta de garantía para cubrir los créditos 
fiscales y, por tanto, incurren en incumplimiento. 

Al respecto, cabe recordar que las autoridades fiscales tienen 
"amplias facultades de cobro coactivo, con el fin de incrementar la 
recaudación tributaria y ejemplificar con sanciones económicas y 
en algunos casos con penas de privación de la libertad a los DEPO­
SITARIOS INFIELES que se ubiquen en los supuestos contenidos 



en el Código Fiscal de la Federación, ya sea directa o indirectamen­
te. 

A partir del año 2019, además del SAT, la Secretaría de Hacienda 
y Credito Público se apoya para los fines de fiscalización, recauda­
ción de impuestos y querella por delitos fiscales, de la Unidad de 
Inteligencia Financiera (UIF) dependiente de la Secretaría de Ha­
cienda y Crédito Público, de la Procuraduría Fiscal de la Federación 
y de la Fiscalía General de la República. La Unidad de Inteligencia 
Financiera podrá realizar, entre otras funciones, el congelamiento y 
embargo de cuentas bancarias. Por su parte, la Procuraduría Fiscal 
de la Federación podrá, entre otras funciones, citar a los contribu­
yentes a sus instalaciones para aclarar operaciones que en su opi­
nión son tendientes a la evasión o defraudación fiscal. La Fiscalía 
General de la República atenderá las querellas que presenten las 
autoridades fiscales para investigar los delitos fiscales, delincuencia 
organizada y lavado de dinero. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público a través del órga­
no desconcentrado denominado SAT (Servicio de Administración 
Tributaria) se encarga de orientar, aplicar medidas recaudatorias, 
ampliar la base tributaria (de contribuyentes cautivos), fiscalizar a 
los contribuyentes y presentar querellas por la presunción de la co­
misión de delitos fiscales. Este organismo se crea por iniciativa del 
Poder Ejecutivo e inicia sus actividades a partir del primero de julio 
de mil novecientos noventa y siete. 

Es importante señalar la intensa publicidad que las autoridades 
hacendarias han hecho con el firme propósito de evitar la evasión 
de impuestos y promover su cumplimiento en forma correcta y 
oportuna. 
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1. ANTECEDENTES 

1.1. Antecedentes en Otras Culturas1 

@ CAPITULO 1 

ANTECEDENTES 

Desde que se organizaron políticamente los hombres, quienes 
ostentaban el poder han obligado a sus gobernados al pago de 
tributos, estos últimos han buscado la forma de evadirlos o pagar 
cantidades menores a las establecidas por los primeros (gobernan­
tes), así, encontramos que en las culturas antiguas como la Griega, 
la Egipcia y la Romana, castigaban con la pena de muerte a todos 
los ciudadanos que, estando obligados al pago de ciertos tributos, 
lo omitieran total o parcialmente. 

Los gobernados se quejaban de una carga tributaria excesiva, 
a su vez, los gobernantes notaban una disminución en la recauda­
ción de tributos, para evitar esta situación, crean nuevas sancio­
nes, tales como el decomiso de propiedades, azotes y multas, entre 
otras, aplicadas de acuerdo con la gravedad de la falta, monto de 
los tributos omitidos y a la cultura a la cual pertenecía el evasor. 

1.2. Antecedentes en México2 

Desde tiempos remotos, los gobernados han pagado tributos a 
quienes ostentan el poder o dominaban a la población de determi­
nados territorios. 

1.2.1. Epoca prehispánica (la cultura más conocida por su 
trascendencia es la Azteca) 

En la época de los Aztecas se obtenían tributos voluntarios y 
pacíficos de su población, también, en forma obligatoria, de los 
pobladores de los territorios sometidos a ellos. Dichos tributos los 
pagaban con productos agrícolas, artesanías, piedras preciosas, 

1 Sánchez Vega, Javier Alejandro. La defraudación fiscal y sus equipara­
bles como delitos graves. 1 a. Ed. Editorial Sista. México. 1991. Pp. 99 y 
100. 

2 ldem. P. 100. 
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oro, plata y hasta con hombres y mujeres de los pueblos sometidos 
(esclavos). 

1.2.2. Epoca colonial 

En la época colonial aparece la pena de prisión a quienes omi­
tían el pago de tributos en forma total o parcial. 

1.2.3. Epoca independiente 

En el México independiente, se promulgaron leyes fiscales por 
parte de los legisladores, como fuente de las Finanzas Públicas en 
las que se apoyaba el Estado Mexicano para poder cumplir con sus 
funciones, cubrir el gasto público, aplicar y distribuir la riqueza a 
nivel nacional. 

1.2.4. Antecedentes de la obligación constitucional de contri­
buir al gasto público 

La obligación constitucional de contribuir para cubrir los gastos 
públicos tiene los siguientes antecedentes: 

En la Constitución de Apatzingán, promulgada el 22 de octubre 
de 1814, en su artículo 41 se dispone: 

"Las obligaciones de los ciudadanos para con la patria son: 

... una pronta disposición a contribuir a los gastos públi-
cos ... ,, 

La Constitución de 1857, en su artículo 31, establece la obliga­
ción de contribuir de manera proporcional y equitativa. 

La Constitución de 1917, que ha sufrido reformas, en la actuali-
dad, en su artículo 31 dispone: 

"Son obligaciones de los mexicanos: 

( ... ) 

IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federa­
ción, como del Distrito Federal o del Estado y Municipio 
en que residan, de la manera proporcional y equitativa que 
dispongan las leyes. " 

Las cargas en materia tributaria y administrativa deberán ser 
cumplidas por los contribuyentes, por lo que es necesario que és­
tos conozcan sus derechos y obligaciones, así como la forma en 
que deberán hacerlas valer y cumplirlas, respectivamente, asimis­
mo, deben conocer cuáles son los efectos y consecuencias en ca-
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so de ubicarse en las hipótesis de incumplimiento o ser sujeto de 
una revisión por parte de las autoridades fiscales. 

Los contribuyentes deben conocer sus derechos y obligaciones 
para que estén en posibilidad de cumplir de manera espontánea, 
correcta y oportuna, conforme a las disposiciones fiscales que les 
sean aplicables, evitando así problemas con el Fisco Federal; al 
cumplir, el contribuyente evita también el pago de actualización, re­
cargos, multas y gastos de ejecución. 
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@ CAPITULO 11 

CONCEPTOS JURIDICOS FUNDAMENTALES 

1. INTRODUCCION 

Consideramos que entre los principales problemas que originan 
el incumplimiento de las obligaciones por parte de los contribuyen­
tes se encuentran: 

a) El desconocimiento de las disposiciones fiscales. 

b) La compleja terminología utilizada en la materia fiscal. 

e) Desconocimiento de las obligaciones que tenemos como 
contribuyentes y la forma de cumplirlas. 

d) Insolvencia de los contribuyentes. 

e) Excesiva carga fiscal. 

f) Excesiva determinación de créditos fiscales por parte de las 
autoridades fiscales. 

g) Excesiva carga administrativa para los contribuyentes. 

h) Falta de asesoría fiscal adecuada. 

i) Falta de cultura fiscal de los contribuyentes. 

j) Exceso o errores en la aplicación de las facultades de las 
autoridades fiscales. 

k) Vicios en los procedimientos y actos de las autoridades fis­
cales. 

Para tratar de solucionar esos problemas, debemos conocer las 
disposiciones fiscales relativas a la obligación de los contribuyen­
tes a contribuir para cubrir los gastos públicos y las facultades que 
tienen las autoridades fiscales para recaudar contribuciones; en es­
pecífico, las correspondientes al Procedimiento Administrativo de 
Ejecución. En este Capítulo hacemos referencia a los conceptos 
jurídicos fundamentales, para conocer la definición de los principa-
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les términos fiscales utilizados, por qué son jurídicos y por qué son 
fundamentales. 

Lo anterior tiene como fin que los diversos interesados en el Pro­
cedimiento Administrativo de Ejecución (PAE), cuenten con una 
guía de fácil comprensión para conocer si su aplicación por parte 
de las autoridades fiscales se apega a las disposiciones normati­
vas, en caso contrario, conocer los medios de defensa que resulten 
procedentes. 

En este capítulo, por su importancia, se definen diversos con­
ceptos jurídicos relacionados con el tema y sus generalidades, para 
una mejor comprensión y análisis. 

2. CONCEPTOS JURIDICOS FUNDAMENTALES 

2.1 . Conceptos 

Los conceptos, también conocidos como ideas o nociones, han 
sido objeto de estudio y análisis de los filósofos y por la doctrina de 
diversas materias, con la finalidad de identificar esas ideas y darlas 
a conocer a los interesados en el tema y estén en posibilidad de 
entender las diversas acepciones, el significado, la interpretación, 
el sentido y alcance de los términos utilizados. 

2.2. Jurídicos 

Los filósofos, juristas y doctrinarios han estudiado estos concep­
tos porque los necesita para describir y entender el derecho, con­
virtiéndose en un lenguaje técnico que los doctrinarios han utilizado 
desde tiempos remotos para transmitir sus conocimientos. 

2.3. Fundamentales 

En la actualidad, existen muchos conceptos que son considera­
dos comunes en diversas ramas del derecho positivo mexicano, por 
tal motivo, resultan indispensables para describir el tema a estudiar. 

3. DEFINICIONES Y GENERALIDADES 

Con el fin de comprender mejor el tema, debemos tomar en con­
sideración el significado de algunos conceptos utilizados y sus ge­
neralidades, como sigue: 

3.1. Acto Jurídico 

El Diccionario Jurídico Mexicano3 define al acto jurídico como: 

3 Instituto de Investigaciones Jurídicas. UNAM. Diccionario Jurídico 
Mexicano. Tomo l. 7a. Ed. Editorial Porrúa. México. 1994. Pp. 85 a 87. 
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"ACTO JURIDICO. l. Es la manifestación de voluntad de 
una o más personas, encaminada a producir consecuen­
cias de derecho (que pueden consistir en la creación, mo­
dificación, transmisión o extinción de derechos subjetivos y 
obligaciones) y que se apoya para conseguir esa finalidad 
en la autorización que en tal sentido le concede el ordena­
miento jurídico. ,, 

De la definición anterior, tenemos que el acto jurídico es la mani­
festación de la voluntad de una o más personas y se producen efec­
tos jurídicos, mismos que crean, modifican, transmiten o extinguen 
derechos subjetivos y obligaciones, apegados a las disposiciones 
previstas por un ordenamiento jurídico. 

Gabino Fraga, en su obra "Derecho Administrativo" define al Ac­
to Jurídico como un acto de voluntad cuyo objeto es producir un 
efecto de derecho, es decir, crear o modificar el orden jurídico. 

El Estado al expedir leyes, dictar sentencias, dar órdenes admi­
nistrativas, afecta el orden jurídico existente. 

El acto jurídico lo entendemos como una manifestación de la 
voluntad que se realiza con el propósito de producir ciertas conse­
cuencias de derecho, es decir, crea derechos y obligaciones lega­
les. 

3.2. Acto de Autoridad 

El citado Diccionario Jurídico Mexicano4 nos dice lo que significa 
el acto de autoridad: 

"ACTO DE AUTORIDAD. l. Son los que ejecutan las auto­
ridades actuando en forma individualizada, por medio de 
facultades decisorias y el uso de la fuerza pública y que 
con base en disposiciones legales o de facto pretenden 
imponer obligaciones, modificar las existentes o limitar los 
derechos de los particulares.,, 

De la definición anterior, podemos decir que en materia del Pro­
cedimiento Administrativo de Ejecución, el acto de autoridad es 
ejecutado por las autoridades fiscales federales o las autoridades 
coordinadas en materia fiscal, con la finalidad de realizar los actos 
que las leyes fiscales les otorgan mediante facultades exactoras, 
para recaudar contribuciones a fin de cubrir el gasto público, obte­
ner la garantía del crédito fiscal determinado a un contribuyente o 
embargarles bienes suficientes con el auxilio de la fuerza pública, 
utilizando para este fin el documento denominado MANDAMIENTO 
DE EJECUCION, mismo que se utiliza para obligar a los contribu­
yentes al pago, garantía del interés fiscal o faculta a las autoridades 
a embargar bienes suficientes con el auxilio de la fuerza pública. 

4 ldem. Tomo l. Pp. 77 y 78. 
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3.3. Acto Discrecional 

El citado Diccionario Jurídico Mexicanos define al acto discrecio-
nal como: 

'~CTO DISCRECIONAL. l. El acto discrecional se presen­
ta en el derecho administrativo derivado del ejercicio de 
una atribución expresa. Es el acto administrativo que tiene 
su fundamento en una ley o reglamento que deja al órga­
no ejecutor un poder libre de apreciación para decidir si 
debe obrar o de abstenerse, cuándo debe de obrar, cómo 
debe de obrar y cuál va a ser el contenido de su actuación, 
como dice Bonnard: "el poder discrecional consiste, en la 
apreciación dejada a la administración para decidir lo que 
es oportuno hacer". 

De la definición anterior, podemos decir que en materia del Pro­
cedimiento Administrativo de Ejecución, el acto de autoridad discre­
cional consiste en que la autoridad administrativa decide si ejecuta 
o no determinada acción o procedimiento, en caso de ejecutarlo, 
debe hacerlo siguiendo un procedimiento previamente establecido 
por la ley o un reglamento, es decir, no es una facultad arbitraria, 
es una facultad reglada, si no se apega a las disposiciones relativas 
al acto discrecional, pueden interponerse medios de defensa en 
contra de esos actos. 

3.4. Obligación 

El Diccionario Jurídico Mexicanos define a la obligación como: 

"OBLIGACION. l. (Del latín obligatio onis) 

La obligación dicen las lnstitutas, es un vínculo jurídico por 
el que somos constreñidos por la necesidad de pagar algu­
na cosa según las leyes de nuestra ciudad". 

Por su parte, Manuel Borja Soriano en su obra "Teoría General de 
las Obligaciones", expone: 

"Obligación es la relación jurídica entre dos personas en 
virtud de la cual una de ellas, llamada deudor, queda sujeta 
para con la otra, llamada acreedor, a una prestación, o a 
una abstención de carácter patrimonial que el acreedor le 
puede exigir al deudor". 7 

5 ldem. Tomo l. Pp. 83 a 85. 
6 ldem.Tomo 111. Pp. 2246 y 2247. 
7 Borja Soriano, Manuel. Teoría general de las obligaciones. Editorial Po­

rrúa. México. Pp. 69 a 71. 
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De las definiciones anteriores, podemos decir que entendemos 
por obligación, la relación jurídica entre dos personas, en la cual 
una de ellas, llamada deudor, queda sujeta por disposición expresa 
de la ley para con la otra, llamada acreedor, a pagar una prestación 
o a una abstención de carácter patrimonial. 

3.5. Contribución 

El Diccionario Jurídico Mexicano define a la contribución como: 

"l. La contribución es un ingreso fiscal ordinario del Estado 
que tiene por objeto cubrir sus gastos públicos ... "8 

''A decir de Luis Carbal/o Balvanera (Diccionario de Segu­
ridad Social, página 137), la palabra contribución tiene su 
origen etimológico en la expresión latina contributio, onis. 
Es el sustantivo femenino que quiere decir acción y efecto 
de contribuir( ... ) el verbo contribuir, en su acepción más 
general, significa la acción de concurrir con otros aportan­
do bienes para el logro de un fin determinado; en tanto 
que, en un sentido netamente fiscal, implica dar o pagar la 
cuota que a cada quien le corresponde a fin de sufragar los 
gastos públicos ( ... ). Esta expresión, además de implicar 
una acción más democrática y participativa que la impera­
tiva tributo en lo que atañe a la conducta que corresponde 
individualmente a cada contribuyente, de manera adicional 
denota que la acción del particular es compartida y concu­
rrente con otros en la realización del fin público al que se 
destina. 

Contribuciones, por tanto, son las prestaciones a cargo del 
contribuyente por: 

La realización de los supuestos previstos en la ley cuando 
se: 

1. Impongan por el Estado, o 

2. Por recibir seNicios públicos o usar o aprovechar bienes 
del dominio público o, 

3. Por recibir un beneficio específico diferencial, o 

4. Por ser sustituidas por el Estado en el cumplimiento de 
obligaciones fiscales en materia de seguridad social, o 

8 Diccionario Jurídico Mexicano. Op cit. Pp. 727 a 729. 
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5. Por beneficiarse en forma especial por servicios de se­
guridad social. "9 

Por su parte, el autor Adolfo Arrioja Vizcaíno cita la definición del 
maestro Emilio Margaín Manautou, en los siguientes términos: 

"El tributo, contribución o ingreso tributario es el vínculo 
jurídico en virtud del cual el Estado, actuando como sujeto 
activo, exige a un particular, denominado sujeto pasivo, el 
cumplimiento de una prestación pecuniaria, excepcional­
mente en especie. "1 o 

COMENTARIO: 

Basándonos en lo dispuesto por el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en las defi­
niciones anteriores, podemos decir que la contribución es un ingre­
so fiscal ordinario del Estado, considerado éste en sus 3 niveles de 
gobierno y en su calidad de sujeto activo, tiene por objeto cubrir el 
gasto público, es obligatorio para los contribuyentes en su carácter 
de sujetos pasivos, deben cumplir con esta obligación de la mane­
ra proporcional y equitativa que dispongan las leyes fiscales; en el 
punto siguiente se analiza y comenta esta obligación constitucional. 

4. OBLIGACION DE CONTRIBUIR AL GASTO PUBLICO 

4.1. Fundamento Constitucional 

La obligación de contribuir al gasto público se encuentra funda­
mentada en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM). 

4.2. Análisis del Fundamento Constitucional 

Analizando el precepto legal que antecede, podemos deducir: 

a) El primer párrafo del citado artículo 31 constitucional expresa 
cuáles son las obligaciones de los mexicanos, en el caso de 
la fracción IV, debemos entender que, tanto los mexicanos 
como los extranjeros, tenemos la obligación de contribuir al 
gasto público, cuando nos ubiquemos en alguno de los su­
puestos de causación que señalen las leyes respectivas. 

b) Que dicha contribución deberá ser de manera proporcional 
y equitativa, significa que deberá gravarse en proporción a la 
riqueza y capacidad económica de la persona sobre la que 

9 Reyes Altamirano, Rigoberto. Diccionario de Términos Fiscales. Tomo l. 
Taxxx Editores Unidos, S.A. de C.V. 3a. Ed. México. Pp. 271 y 272. 

1 O Arrioja Vizcaíno, Adolfo. Derecho Fiscal. 20a. Ed. Editora! Themis. Mé­
xico. 2007. Pp. 125 y 126. 
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recae la obligación. En cuanto a la equidad, se refiere a que 
tanto la aplicación de la ley y el trato hacia los contribuyentes 
deben ser iguales cuando se encuentren en igualdad de cir­
cunstancias, asimismo, deberán aplicarse en forma general 
a todos los que se ubiquen en los supuestos de causación 
de alguna contribución o quienes tengan la obligación de 
cumplir con las disposiciones fiscales previstas por las leyes 
de esta materia. 

e) Que dispongan las leyes: El precepto constitucional de refe­
rencia, dispone que sólo se tendrá la obligación de contribuir 
al gasto público conforme lo dispongan las leyes, es decir, la 
obligacion deriva de la existencia previa de una ley, lo ante­
rior constituye el "principio de legalidad". 

Podemos concluir que, tanto los mexicanos como los extran­
jeros, tenemos la obligación de contribuir al gasto público de la 
manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes de la ma­
teria, siempre y cuando se realicen las situaciones jurídicas o de he­
cho previstas en dichas leyes fiscales vigentes durante el lapso en 
que ocurran y el Estado o sus organismos descentralizados tienen 
el derecho de percibir recursos provenientes de contribuciones. A 
contrario sensu, cuando tenemos y no cumplimos con esta obliga­
ción, nos ubicamos en los supuestos de un ilícito fiscal. 

5. CLASIFICACION DE LAS CONTRIBUCIONES 

De conformidad con el artículo 2o. del Código Fiscal de la Fede­
ración (CFF) las contribuciones se clasifican en impuestos, aporta­
ciones de seguridad social, contribuciones de mejoras y derechos. 

Este precepto legal nos da las definiciones de las distintas con­
tribuciones: 

IMPUESTOS: 

"Son las contribuciones establecidas en ley que deben pa­
gar las personas físicas y morales que se encuentran en la 
situacion jurídica o de hecho prevista por la misma y que 
sean distintas de las señaladas en las fracciones//, /JI y IV 
de este artículo." 

APORTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL: 

"Son las contribuciones establecidas en Ley a cargo de 
personas que son sustituidas por el Estado en el cumpli­
miento de obligaciones fijadas por la ley en materia de se­
guridad social o a las personas que se beneficien en forma 
especial por seNicios de seguridad social proporcionados 
por el mismo Estado. " 
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CONTRIBUCIONES DE MEJORAS: 

"Son las establecidas en Ley a cargo de las personas fí­
sicas y morales que se beneficien de manera directa por 
obras públicas." 

DERECHOS: 

"Son las contribuciones establecidas en Ley por el uso o 
aprovechamiento de los bienes del dominio público de la 
Nación, así como por recibir servicios que presta el Esta­
do en sus funciones de derecho público, excepto cuan­
do se presten por organismos descentralizados u órganos 
desconcentrados cuando, en este último caso, se trate de 
contraprestaciones que no se encuentren previstas en la 
Ley Federal de Derechos. También son derechos las con­
tribuciones a cargo de los organismos públicos descentra­
lizados por prestar servicios exclusivos del Estado. " 

ACCESORIOS: 

"Los recargos, las sanciones, los gastos de ejecución y 
la indemnización a que se refiere el séptimo párrafo del 
artículo 21 de este Código son accesorios de las contri­
buciones y participan de la naturaleza de éstas. Siempre 
que en este Código se haga referencia únicamente a con­
tribuciones no se entenderán incluidos los accesorios, con 
excepción de lo dispuesto en el artículo 1. " 

COMENTARIO: 

Es muy importante que los contribuyentes tomen en considera­
ción los ACCESORIOS de las contribuciones, ya que "elevan" de 
manera significativa el crédito fiscal, en ocasiones, "duplican" el 
monto de los impuestos que originalmente debía pagar el contri­
buyente, resultando excesivo el TOTAL DEL CREDITO FISCAL, en 
estas circunstancias, el contribuyente tiene derecho a interponer 
medios de defensa. 

6. CREDITO FISCAL 

De conformidad con el artículo 4o. del Código Fiscal de la Fe­
deración, son créditos fiscales los recursos provenientes de contri­
buciones, aprovechamientos o sus accesorios que tiene derecho 
a recibir el Estado o sus organismos descentralizados, así como 
aquéllos a los que las leyes les den ese carácter. 

7. HECHO GENERADOR DEL IMPUESTO 

Las contribuciones se causan conforme se realizan las situacio­
nes jurídicas o de hecho, previstas en las leyes fiscales vigentes 
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durante el lapso en que ocurran, con fundamento en el artículo 60., 
primer párrafo, del Código Fiscal de la Federación. 

8. DETERMINACION DE LAS CONTRIBUCIONES 

Las contribuciones se determinarán conforme a las disposiciones 
vigentes en el momento de su causación, pero les serán aplicables 
las normas sobre procedimiento que se expidan con posterioridad, 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 60., segundo párra­
fo, del Código Fiscal de la Federación. 

8.1. Autodeterminación de las Contribuciones 

Con fundamento en el artículo 60., tercer párrafo, del Código Fis­
cal de la Federación, corresponde a los contribuyentes la determi­
nación de las contribuciones a su cargo, salvo disposición expresa 
en contrario. 

Lo dispuesto por este precepto legal es de suma importancia, en 
razón de que, en la mayoría de los casos, son los propios contri­
buyentes los que autodeterminan los créditos fiscales al presentar 
sus declaraciones, pedimentos, manifestaciones o avisos, en sus 
distintas modalidades, entre éstas: 

a) Pagos provisionales del Impuesto Sobre la Renta. 

b) Pagos definitivos del Impuesto al Valor Agregado. 

c) Declaración Informativa de Operaciones con Terceros (DIOT). 

d) Pedimentos de importación. 

e) Declaración Anual del Impuesto Sobre la Renta. 

f) Contabilidad Electrónica Fiscal. 

En las declaraciones, manifestaciones, avisos, pedimentos, 
contabilidad y en diversa información que el propio contribuyente 
presenta o envía a las autoridades fiscales, es donde estas últimas 
obtienen la evidencia suficiente para evaluar si el contribuyente 
cumple con sus obligaciones fiscales, por lo que es recomendable 
analizar siempre lo que se va a presentar o enviar, a fin de evitar: 
errores, diferencias, omisiones y sanciones por incumplimiento. 

8.2. Determinación de las Contribuciones por las Autorida­
des Fiscales 

Si las autoridades fiscales deben hacer la determinación, los 
contribuyentes les proporcionarán la información necesaria dentro 
de los 15 días siguientes a la fecha de su causación, de conformi­
dad con lo dispuesto por el artículo 60., tercer párrafo, del Código 
Fiscal de la Federación. 
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1. INTRODUCCION 

@ CAPITULO 111 

PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES 
EN MATERIA FISCAL 

Tanto los contribuyentes como las autoridades fiscales deben 
conocer los principios constitucionales que regulan la materia fis­
cal. En el caso de los contribuyentes, servirán para la adecuada 
defensa de sus intereses cuando se vean afectados por las autori­
dades fiscales; para las autoridades, para hacer lo que las leyes les 
permiten. 

En este capítulo se definen, se analizan y comentan dichos prin­
cipios, a fin de conocer los derechos que tienen los contribuyentes 
cuando las autoridades fiscales se excedan en el ejercicio de sus 
facultades, o cuando sus actos o procedimientos no se apeguen a 
las disposiciones legales aplicables. 

2. PRINCIPIOS 

2.1. Concepto 

Una definición de Principio la encontramos en Kohler Diccionario 
para Contadores: 

"Principio (principie) Proposición de la cual se afirma que 
controla un sistema o actividad determinados y que goza 
de aceptación entre los miembros de un grupo profesio­
nal considerado competente en una sociedad; producto 
de la obseNación, razonamiento o experimentación, un 
principio representa la mejor guía posible en la selección 
de alternativas que conducen a las cualidades deseadas 
en un producto final. Algunos principios son descriptivos 
o clasificadores y tienen la forma, bien sea de "todas, algu­
nas o ninguna" A son B (una proposición general), o la de 
"Y es una función de X" (una función que tiene el carácter 
de proposición). Otros principios son normativos y no se 
relacionan con la existencia de cosa alguna, sino más bien 
expresan lo que se refiere o se prescribe. Entre los princi­
pios normativos hay definiciones -los significados que se 
asignan a las palabras- y normas o estándares profesiona-
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les, legales y morales. Los principios no son evidentes por 
sí mismos en igual grado para todas las personas. La aser­
ción de un principio descriptivo no establece ni la verdad 
ni el acierto de un principio normativo. Si un principio se 
acepta sin evidencia o prueba, puede llamársele axioma, 
supuesto o postulado. "11 

Etimológicamente, Principio deriva del latín principium, basándo­
nos en la definición anterior, entendemos por "principio": el inicio, 
comienzo o la base de algo, la parte principal, lo primero, guía, lo 
que rige, lo que se acepta o reconoce de manera generalizada, son 
aceptados como norma en los ámbitos personal, moral, profesio­
nal, jurídico y social. 

2.2. Características12 

Los principios buscan reunir la característica de universales y ge­
nerales, es decir, ser conocidos y aceptados por la sociedad, no 
sólo por un grupo profesional como lo refiere el primer concepto 
citado, no obstante, si existen principios aplicables a ciertas ramas 
o materias, tales como la ética, la bioética, el derecho, la contaduría, 
la filosofía y muchas otras. 

2.3. Similitudes y Diferencias con las Normas13 

Los principios se asemejan a las normas por su carácter impe­
rativo. 

Los principios se distinguen de las normas porque los principios 
reúnen las características de universalidad y necesidad (son nece­
sarios), en cambio, las normas son abstractas y concretas. 

2.4. Principios Eticos 

Augusto Hortal en su obra "Etica de las profesiones"14 aporta 
interesantes conceptos y nos describe lo que debemos entender 

• • • 
por pr1nc1p1os: 

El principio es un imperativo universal que prescribe determina­
das acciones "en razón de determinadas características descrip­
tivas que siempre que se den y en igualdad de circunstancias ... 
obligan a actuar obedeciendo a ese principio universal" (p. 92). 

11 Kohler, Erick L. Diccionario para Contadores. Editorial Uteha. México. 
1979. 

12 Sánchez Vega, Javier Alejandro. Principios de Derecho Fiscal. 1a. Ed. 
Ediciones Fiscales ISEF. México. 2015. 

13 ldem. 
14 Hortal, Augusto. Etica de las profesiones. Editorial Descleé. Bilbao. 

2001. Pp. 92 a 174. 
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" ... Ningún principio es más importante que otro, depende del 
contexto social y la meta individual. Los principios supremos del 
obrar humano no son otra cosa que la traduccion normativa de las 
metas últimas del vivir humano" (p. 99). 

En opinión de este autor, los principios quedan justificados des­
de las siguientes perspectivas filosóficas: 

La empirista: Los principios nos sirven porque son generalizacio­
nes de prudencia adquirida a lo largo de muchas generaciones. La 
experiencia moral. 

El racionalismo Trascendental: (Apel). "Los principios son aque­
llas proposiciones a priori que necesariamente hay que dar por su­
puestas para que sea posible y tenga sentido cualquier experiencia 
y cualquier planteamiento ético" (p. 101). 

2.5. Tipos 

Principio de Autonomía: 

De acuerdo con la opinión de este autor, la autonomía se refiere 
al deber de un profesional para promover la libertad y la dignidad 
humana. 

Principio de Justicia: 

Al respecto, tenemos la clásica cita de Ulpiano sobre la justicia: 
"Dar a cada quien lo suyo". 

Principio de Independencia: 

El profesional, jurista u operador del derecho debe aplicar el de­
recho o impartir justicia con independencia, es decir, no dejarse 
influenciar por creencias o criterios personales. 

Principio de ética: 

Ser un profesional ético implica serlo de manera íntegra, es decir 
tomando en cuenta todos los principios y tratar de articularlos de 
manera jerárquica de acuerdo a las circunstancias. 

Es necesario cumplir con todos los principios en la medida en 
que las situaciones lo permitan (p. 174). 

2.6. Pragmática Jurídica1s 

La pragmática jurídica se refiere a la aplicación práctica de todos 
los principios, de varias formas, a través de: 

15 Sánchez Vega, Javier Alejandro. Principios de Derecho Fiscal. 1 a. Ed. 
Ediciones Fiscales ISEF. México. 2015. 
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• La investigación 

• La experimentación 

• El conocimiento 

• La experiencia 

• Phrónesis. La entendemos como "comprender algún tema o 
asunto". 

• Legislación, creación de las normas 

• lmpartición de justicia 

Los principios son pragmáticos, es decir, son aplicables en la 
vida cotidiana y jurídica, atendiendo a las siguientes reflexiones: 

Aristóteles, en la Etica Nicomaquea, afirma que los principios se 
adquieren por alguna de las siguientes formas: 

1. Intuición (aisthesis) 

2. Abstracción (aphairesis) 

3. Inducción. Experiencia contrastada, de casos particulares y 
llegar a conclusiones generales (epagagé). 

4. Hábito y costumbre. 

5. Investigación científica. También podemos crear o adquirir 
principios, a través del conocimiento, mediante la investiga­
ción científica, es decir, por hechos comprobados. 

3. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES16 

Por principios podemos entender a todos aquellos que se en­
cuentran tutelados por la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos. 

3.1. Principios Constitucionales en Materia Fiscal 

Narciso Sánchez Gómez en su obra "Derecho Fiscal Mexica­
no"17, trata los principios constitucionales en materia tributaria y 
expresa: 

" ... los principios que en materia tributaria aparecen consig­
nados en la Constitución representan la guía suprema de 

16 Op. cit. Pp. 24 y 25. 
17 Sánchez Gómez, Narciso. Derecho Fiscal Mexicano. 4a. Ed. Editorial 

Porrúa. México. 2004. Pp 141 y 142. 
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todo el orden jurídico-fiscal, debido a que las normas que 
integran dicha compilación deben reflejarlo y respetarse en 
todo momento, ya que de lo contrario se puede caer en la 
inconstitucionalidad de los actos de autoridad, y por lo tan­
to carecerían de validez jurídica, y ante ello los afectados 
están en su derecho de hacer valer los medios de defensa 
previstos en la legislación conducente, como son, los re­
cursos administrativos, el juicio contencioso administrativo 
y el juicio de amparo, para evitar de esta manera la apli­
cación indebida de normas o actos que contravengan los 
principios rectores de la potestad tributaria y la vigencia de 
las garantías individuales". 

Al respecto, se hace el siguiente análisis: 1 a 

• Coincidimos con el citado autor en lo relativo a la supremacía 
de los principios tutelados por la constitución, ya que ésta es 
la base de todo orden jurídico. 

• Que estos principios son de observancia obligatoria para el 
Estado, en los tres órdenes de gobierno, en materia fiscal. 

• Que en caso de violaciones a las disposiciones constitucio­
nales, los gobernados tienen derecho a interponer medios de 
defensa. 

• Los medios de defensa que se pueden hacer valer son: el re­
curso administrativo, el juicio contencioso administrativo y el 
juicio de amparo. 

• Anteriormente a los bienes jurídicos protegidos por la constitu­
ción se les denominaba "garantías individuales", actualmente, 
son los derechos humanos, de conformidad con lo previsto 
por el artículo 1 o. constitucional. 

• Actualmente se protegen los derechos humanos por la Supre­
ma Corte de Justicia de la Nación a nivel nacional. 

• Internacionalmente los derechos humanos están protegidos a 
través del Control de convencionalidad. 

• El control de convencionalidad tiene por objeto confrontar 
normas de cualquier jerarquía contra tratados internacionales 
en materia de derechos humanos (pacto de San José, Con­
vención y Tratados Internacionales). 

18 Sánchez Vega, Javier Alejandro. Principios de Derecho Fiscal. Op cit. P 
25. 
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3.2. Derechos Fundamentales y Principios Constitucionales19 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos otorga 
los siguientes derechos fundamentales: 

Artículo 1 o. Igualdad. A todo individuo se le protegerán sus de­
rechos humanos, también tienen este derecho las personas jurídi­
cas o colectivas, conocidas también como personas morales. 

Artículo 1 o. Principio pro persona. Todas las autoridades, en 
el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de los go­
bernados. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 
términos que establezca la ley. 

Artículo 1 o. Principio de universalidad. Las normas relativas 
a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia favo­
reciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

Artículo So. Libertad. Para dedicarse a la profesión, industria, 
comercio, trabajo, oficio o actividad que elija el gobernado, siempre 
que sea lícita. 

Artículo So. Derecho de petición. El Derecho de petición es de 
suma importancia en el tema que nos ocupa, representa la forma de 
solicitar a las autoridades fiscales que acepten diversas solicitudes, 
entre ellas, la garantía del interés fiscal, así como la suspensión del 
procedimiento administrativo de ejecución, por tal motivo, se anali­
za y se detalla en el Capítulo 111. 

Artículo 130. Igualdad. Prohibición de leyes privativas o tribuna­
les especiales. 

Artículo 140. Seguridad Jurídica. lrretroactividad de las leyes. 

Artículo 140. Audiencia. Nadie podrá ser privado de la libertad 
o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio 
seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se 
cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme 
a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho. La constitución 
otorga el derecho a ser oído y vencido en juicio previo. 

Artículo 160. Seguridad Jurídica. Contra actos de molestia. 

La seguridad jurídica es muy importante en el tema sujeto a es­
tudio, ya que las autoridades al ejercer sus facultades se exceden 
o violan este derecho constitucional, en tales casos, procede que 

19 ldem. Pp. 25 a 40. 
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el contribuyente interponga medios de defensa contra los actos de 
molestia que resulten violatorios de las disposiciones constituciona­
les y las de las leyes secundarias aplicables al caso concreto. 

Artículo 160. Seguridad Jurídica. Proceden los actos de moles­
tia mediante mandamiento escrito de la autoridad competente, que 
funde y motive la causa legal del procedimiento. 

• 
Artículo 220. Seguridad Jurídica. Prohibición de la multa exce-

s1va. 

Artículo 220. Seguridad Jurídica. Prohibición de confiscar bie­
nes a los gobernados. Por la importancia de este derecho funda­
mental, se realiza un análisis y se detalla en el capítulo 111. 

Artículo 31 o., Fracción IV. Proporcionalidad y Equidad. Los 
contribuyentes estamos obligados a pagar de la manera proporcio­
nal y equitativa que dispongan las leyes. 
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1. INTRODUCCION 

@ CAPITULO IV 

EL DERECHO DE PETICION 

En este capítulo conoceremos la definición del derecho de peti­
ción, sus antecedentes, el objeto, el alcance, los obstáculos que se 
presentan, los artículos constitucionales correlacionados, el análisis 
parlamentario para reformar el artículo 80. de nuestra Constitución 
Federal, las Tesis de Jurisprudencia aplicables al tema y los térmi­
nos legales del que disponen las autoridades para dar respuesta 
al derecho de petición que ejerzan los gobernados al solicitar al­
gún asunto o realicen una consulta a las autoridades administra­
tivas competentes para admitirlas y resolver la consulta o el caso 
concreto planteado por el interesado para conocer el criterio de la 
autoridad. 

Al respecto, es importante conocer la reforma al artículo 80. de la 
Constitucional Federal, en la exposición de motivos publicada en la 
Gaceta Parlamentaria, número 3462-IV, del 1 o. de marzo de 2012, 
la cual nos da la definición de este derecho, los antecedentes, el 
objeto, el alcance, artículos constitucionales correlacionados, aná­
lisis parlamentario, Tesis de Jurisprudencia relativas a este derecho 
fundamental, los obstáculos y, adicionalmente, nos proporciona los 
términos legales en los cuales las autoridades administrativas de­
ben responder las consultas o peticiones realizadas por los contri­
buyentes o los gobernados en general. 

Tomando como base lo expresado en la exposición de motivos 
que reforma el artículo 80. de nuestra Constitución Federa120, con­
sideramos los aspectos más importantes y hacemos un resumen 
con una presentación sencilla y clara de este derecho fundamental: 

20 Diputado Edgardo Chaire Chavero. Reforma al artículo 80. Constitucio­
nal. Exposición de Motivos. Gaceta Parlamentaria 3462-IV. 1 o. Marzo 
2012. 
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2. GENERALIDADES 

2.1. Definición del Derecho de Petición 

La voz petición denota una solicitud (del latín petere, dirigirse 
hacia un lugar, solicitar). 

2.2. Objeto 

El derecho de petición es considerado un verdadero derecho 
democrático, implica el ejercicio de otros derechos públicos sub­
jetivos consagrados en la Constitución a favor de los habitantes de 
la República Mexicana, como una consecuencia inmediata de la 
exigencia jurídica y social en el Estado de Derecho. 

2.3. Antecedentes 

Dentro del marco de los antecedentes históricos, se destaca 
principalmente lo siguiente: 

• En el año de 1814, por primera ocasión se estableció en el 
artículo 37 del Decreto Constitucional para la Libertad de la 
América Mexicana de José María Morelos y Pavón, lo siguien­
te: a ningún ciudadano debe coartarse la libertad de reclamar 
sus derechos ante los funcionarios de la autoridad pública. 

• La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 
1857, por su parte estableció lo siguiente: "Es inviolable el de­
recho de petición ejercido por escrito, de manera pacífica y 
respetuosa: pero en materia política sólo pueden ejercerlo los 
ciudadanos de la República, a toda petición debe recaer un 
acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, y ésta 
tiene obligación de hacer conocer el resultado al peticionario". 

• El artículo 1006 del Código Penal para el Distrito Federal del 
20 de diciembre de 1871, determinaba las penas y sanciones 
para los funcionarios públicos al no contestar una solicitud o 
de comunicar el resultado al peticionario. 

• Venustiano Carranza presentó el 6 de diciembre de 1916 su 
proyecto de Constitución al Congreso Constituyente referente 
al artículo 80., se aprobó por 168 votos. La Comisión de Co­
rrección y Estilo presentó modificaciones que fueron aproba­
das el 25 de enero de 1917, finalmente el artículo establece 
desde entonces que: los funcionarios y empleados públicos 
respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que 
éste se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa, 
pero en materia política, sólo podrán hacer uso de este dere­
cho los ciudadanos de la República. 
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• A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la au­
toridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de 
hacerlo conocer en breve término al peticionario. (Publicación 
5 de febrero de 1917). 

En cuanto al breve término, el Constituyente de 1916 no incor­
poró un plazo específico en el artículo 80. para que la autoridad dé 
respuesta por la amplia naturaleza de las peticiones y por ende lo 
difícil que sería para una autoridad tener un tiempo específico para 
contestar una solicitud que pudiera llevar más del tiempo estableci­
do en la Constitución. 

El Constituyente del 5 de febrero de 1917, estableció el derecho 
de petición en el artículo 80. 

2.4. Fundamento Legal del Derecho de Petición 

El derecho de petición se encuentra establecido en nuestra 
Constitución Política vigente en los artículos 80., 9o., párrafo segun­
do, y 35, fracción V. 

Los funcionarios y empleados públicos respetarán el derecho de 
petición, siempre que los particulares lo formulen por escrito, de 
manera pacífica y respetuosa, de conformidad con lo ordenado por 
el artículo 80. de nuestra Constitución Federal. 

Por su parte, en el segundo párrafo del artículo 9o. de nuestra 
Constitución Federal, no se considera ilegal y no podrá ser disuelta 
una asamblea o reunión que tenga por objeto hacer una petición 
a una autoridad, siempre que no se utilice la violencia o amenazas 
para intimidarla u obligarla a resolver en el sentido que se desee. 

La fracción V del artículo 35 de nuestra Carta Magna dispone 
que es derecho del ciudadano: ejercer en toda clase de negocios 
el derecho de petición. 

2.5. Ar~umentación e Interpretación Legislativa del Concepto 
"Breve Termino" 

Indudablemente que la Comisión, al proponer esta condición, 
en "Breve Término", tuvo el propósito loable de que en el menor 
tiempo posible recaiga acuerdo sobre cualquier petición, y que el 
funcionario que la reciba, deba comunicarla sin pérdida de tiempo 
al interesado. 

Este artículo constitucional no ha sido reformado desde 1917 y 
también carece de Ley reglamentaria. Las circunstancias en com­
paración al constituyente de 1916 son distintas tomando en cuenta 
el cambio tecnológico que permite un mayor dinamismo en la Ad­
ministración Pública por lo que es prudente retomar el concepto de 
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"Breve Término" por el cual la Corte ya se pronunció al respecto y 
dice que no puede ser mayor el tiempo de contestación al peticio­
nario mayor a cuatro meses. 

La Ley Federal de Procedimiento Administrativo, en su artículo 
17, establece que el plazo para que la dependencia u organismo 
descentralizado resuelva lo que corresponda, no podrá exceder de 
tres meses. 

2.6. Elementos del Derecho de Petición 

Conforme a los criterios de jurisprudencia del Poder Judicial de 
la Federación los elementos del derecho de petición son los si­
guientes: 

1. La petición: Debe formularse de manera pacífica y respetuo­
sa; ser dirigida a una autoridad, y recabarse la constancia 
de que fue entregada; además de que el peticionario ha de 
proporcionar el domicilio para recibir la respuesta. 

2. La respuesta: La autoridad debe emitir un acuerdo en breve 
término, entendiéndose por éste el que racionalmente se re­
quiera para estudiar la petición; la autoridad debe notificar el 
acuerdo recaído a la petición en forma personal al gobernado 
en el domicilio que señaló para tales efectos; no existe obli­
gación de resolver en determinado sentido, esto es, el ejerci­
cio del derecho de petición no constriñe a la autoridad ante 
quien se formuló, a que provea necesariamente de conformi­
dad lo solicitado por el promovente, sino que está en libertad 
de resolver de conformidad con los ordenamientos legales 
que resulten aplicables al caso; y la respuesta o trámite que 
se dé a la petición debe ser comunicado precisamente por la 
autoridad ante quien se ejercitó el derecho, y no por autori­
dad diversa, sin que sea jurídicamente válido considerar que 
la notificación de la respuesta a que se refiere el segundo 
párrafo del artículo 80. constitucional se tenga por hecha a 
partir de las notificaciones o de la vista que se practiquen 
con motivo del juicio de amparo. El derecho de petición es 
fundamental pues es inherente a la persona humana, pero 
ésta tiene que formular dicha petición de manera respetuosa. 
Este derecho faculta a las personas a dirigirse a los Poderes 
Públicos. 

El ámbito de aplicación del referido derecho, se da principal­
mente en el sector de la Administración Pública, por lo que se le 
considera como un derecho administrativo por cuanto aparece en 
torno de la relación que se da entre el ciudadano y los órganos de 
la administración. 
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2. 7. El Derecho de Respuesta 

El derecho de respuesta se debe considerar como un segundo 
acto dentro del derecho petitorio el cual se contempla en el segun­
do párrafo del artículo 80. constitucional. 

Consiste en una serie de elementos con la actuación del órgano 
o servidor público al conocer y decidir sobre la petición que se les 
formule y consiste en: 

1. La obligación de los órganos o servidores públicos de acor­
dar la petición. 

2. Que este acuerdo sea por escrito. 

3. Que se haga conocer al peticionario en breve término del 
acuerdo recaído. 

El derecho de respuesta, opera como una garantía al peticiona­
rio de que el órgano o servidor público ha conocido de la petición y 
ha dictado un acuerdo sobre tal conocimiento de la misma. 

Este acuerdo ofrece los más variados contenidos dependiendo 
del tipo de petición: proporcionar información, expedir documenta­
ción, realizar una inscripción, eliminar un registro, otorgar una pres­
tación, conceder un permiso o una licencia, restringir una actividad 
pública o privada, otorgar un beneficio, conocer de una queja, que 
se adopte de una posición respecto a un ámbito de interés público. 
El derecho de respuesta, la cual debe entenderse como la facultad 
que tienen los ciudadanos de, una vez ejercido el derecho de peti­
ción, recibir una respuesta en los plazos legalmente establecidos, 
es necesario aclarar que "el derecho de petición no se satisface si 
no se da una respuesta oportuna y congruente con lo solicitado, 
independientemente del sentido de la contestación". 

La respuesta debe ser congruente, en muchas ocasiones las 
respuestas de las autoridades constituyen evasivas o ambiguas, o 
bien, son carentes de congruencia con lo solicitado, por lo que no 
se satisface el derecho del gobernado. Cabe señalar que con ello 
no se obliga a contestar en sentido favorable, sino a que la actua­
ción sea acorde con lo pedido o solicitado. 

Este elemento normativo potencializa y maximiza el derecho de 
petición, además que es acorde con diversas tesis de jurispruden­
cia, que a continuación se citan: 
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2.8. Tesis de Jurisprudencia Aplicables 

2.8.1. Derecho de petición. Sus elementos 

Quinta Epoca, Registro No. 309322, Instancia: Primera Sa­
la, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, LXIV, Tesis 
Aislada, Materia(s): Penal, Página: 1280. 

El denominado "derecho de petición", acorde con los cri­
terios de los tribunales del Poder Judicial de la Federación, 
es la garantía individual consagrada en el artículo Bo. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en función de la cual cualquier gobernado que presente 
una petición ante una autoridad, tiene derecho a recibir una 
respuesta. Así, su ejercicio por el particular y la correlativa 
obligación de la autoridad de producir una respuesta, se 
caracterizan por los elementos siguientes: A. La petición: 
debe formularse de manera pacífica y respetuosa, dirigir­
se a una autoridad y recabarse la constancia de que fue 
entregada; además de que el peticionario ha de propor­
cionar el domicilio para recibir la respuesta. B. La respues­
ta: la autoridad debe emitir un acuerdo en breve término, 
entendiéndose por éste el que racionalmente se requiera 
para estudiar la petición y acordarla, que tendrá que ser 
congruente con la petición y la autoridad debe notificar el 
acuerdo recaído a la petición en forma personal al gober­
nado en el domicilio que señaló para tales efectos, sin que 
exista obligación de resolver en determinado sentido, esto 
es, el ejercicio del derecho de petición no constriñe a la 
autoridad ante quien se formuló, a que provea de confor­
midad lo solicitado por el promovente, sino que está en 
libertad de resolver de conformidad con los ordenamientos 
que resulten aplicables al caso, y la respuesta o trámite que 
se dé a la petición debe ser comunicada precisamente por 
la autoridad ante quien se ejercitó el derecho, y no por otra 
diversa. 

Séptima Epoca, Registro No. 252257, Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación, 115-120, Sexta Parte, Página: 123, Tesis Aisla­
da, Materia(s): Administrativa. 

2.8.2. Congruencia entre lo pedido y lo acordado 

Derecho de petición 

No puede estimarse cumplido lo dispuesto por el artículo 
Bo. constitucional, si no hay congruencia entre lo pedido 
y lo acordado, concediéndose o negándose lo que se so­
licita. Ahora bien, si uno de los indiciados en una averigua-
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ción penal, solicita del juzgado que sobresea, por no haber 
delito que perseguir, o que la continúe por sus trámites le­
gales, para que en definitiva resuelva lo procedente y se 
determine la situación jurídica del propio indiciado, previa 
vista que se dé con la promoción, al Ministerio Público; y 
habiéndose dado la vista, el representante de aquella insti­
tución no formuló pedimento alguno; el indiciado hizo nue­
va promoción para que se acordara lo anterior; y el Juez, 
en vez de decidir sobre aquélla, ordenó se diera conoci­
miento del escrito al Ministerio Público, como es indudable 
que en materia penal la secuela de los procesos no puede 
quedar a merced del representante de la sociedad, cuando 
no cumple con su misión, porque eso daría lugar a que se 
conculcara en perjuicio de los acusados la garant,a que 
consigna la fraccion VIII del artículo 20 constitucional, si el 
Ministerio Público no contesta oportunamente la vista que 
se le mandó dar para que promueva lo que a los intereses 
de su representación convenga, o no la conteste dentro del 
término legal, el tribunal respectivo está obligado a resolver 
aquéllas, ya que de no ser así, se dejaría en manos de la 
parte acusadora la administración de justicia. Sin que sea 
de aceptarse el argumento de que sólo compete al Ministe­
rio Público la persecución de los delitos y que, por tanto, el 
Juez no está capacitado para continuar los procedimientos, 
sin que el acusador lo solicite, porque aunque al Ministerio 
Público compete al ejercicio la acción penal, la petición 
del quejoso para que se continúen las averiguaciones, no 
invade la esfera de actividades del representante social, ya 
que el indiciado no hizo más que pedir se activara la causa 
o se diera por concluida, en atención a que, en su con­
cepto, no existía delito que perseguir, y debe concederse 
el amparo contra la resolución que mandó dar la segunda 
vista al Ministerio Público, concesión que tiene por efecto, 
que la autoridad responsable, teniendo en cuenta el estado 
de la consignación y las constancias que obran en autos, 
resuelva sobre lo pedido, accediendo a ello o negando lo 
que se le pidió. 

Novena Epoca, Registro No. 173716, Instancia: Segunda 
Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta XXIV, Diciembre de 2006, Tesis: 2a./J. 183/2006, 
Jurisprudencia, Materia(s): Constitucional, Administrativa, 
Página: 207. 
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2.8.3. Competencia para resolver el asunto solicitado 

PETICION. PARA RESOLVER EN FORMA CONGRUEN­
TE SOBRE LO SOLICITADO POR UN GOBERNADO LA 
AUTORIDAD RESPECTIVA DEBE CONSIDERAR, EN 
PRINCIPIO, SI TIENE COMPETENCIA. 

Conforme a la interpretación jurisprudencia/ del artículo 
Bo. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, a toda petición de los gobernados presentada por 
escrito ante cualquier servidor público, de manera respe­
tuosa y pacífica, éste deberá responderla por escrito y 
en forma congruente, haciéndolo del conocimiento de 
aquéllos en breve plazo, sin que el servidor esté vinculado 
a responder favorablemente a los intereses del solicitante. 
Ahora bien, en virtud de que las autoridades únicamente 
pueden resolver respecto de las cuestiones que sean de 
su competencia, en términos que fundada y motivadamen­
te lo estimen conducente, la autoridad ante la que se ha­
ya instado deberá considerar, en principio, si dentro del 
cúmulo de facultades que le confiere el orden jurídico se 
encuentra la de resolver lo planteado y, de no ser así, para 
cumplir con el derecho de petición mediante una resolu­
ción congruente, deberá dictar y notificar un acuerdo don­
de precise que carece de competencia para pronunciarse 
sobre lo pedido. 

Novena Epoca, Registro No. 162603, Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta XXXIII, Marzo de 2011, Página: 
2167, Tesis: XXl.1o.P.A. J/27, Jurisprudencia, Materia(s): 
Constitucional. 

2.8.4. Respuestas ambiguas al derecho de petición 

Petición, derecho de. Respuestas ambiguas. 

El artículo 80. constitucional garantiza, como derecho consti­
tucional de los gobernados, que a toda petición debe recaer un 
acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual 
tiene obligación de hacer conocer ese acuerdo en breve término 
al peticionario. Ahora bien, si ese derecho constitucional debe te­
ner algún sentido y no ser una mera norma hueca e inoperante, 
es claro que cuando la petición elevada a la autoridad contiene la 
solicitud de una conducta de dar o de hacer a la que el peticiona­
rio estima tener derecho, y si esa petición se funda y motivó, /a 
respuesta de la autoridad no debe ser evasiva, o sibilina, o limi­
tarse a dar largas al asunto, ni a embrollar/o, sino que en forma 
clara y directa debe resolver sobre la pretensión deducida. Si 
las autoridades consideran que la pretensión es infundada, así de­
ben decirlo claramente, expresando también claramente, por qué 
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estiman improcedente o infundada la petición, a fin de dar al peti­
cionario una respuesta congruente con su petición, en un sentido 
o en otro, pero en un sentido que ese peticionario pueda acatar 
o impugnar con pleno y cabal conocimiento de causa. Resultaría 
contrario al espíritu de la norma constitucional que si la petición no 
cuenta con el beneplácito de la autoridad, dicha petición se ten­
ga por contestada, incongruentemente, con respuestas evasivas, o 
ambiguas, imprecisas: eso no es satisfacer el derecho de petición, 
sino disfrazar la negativa a satisfacerlo, y deja al peticionario en si­
tuación de indefensión, violándose de paso el debido proceso legal 
que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales. Es decir, para 
que no se respire un clima de opresión y de decisiones no sujetas 
a derecho, sino un clima de paz y precisamente el correspondiente 
a un estado de derecho, es menester que las autoridades resuel­
van las peticiones en forma franca clara, dando razón completa 
del por qué no se otorga lo solicitado, y dando al gobernado los 
elementos para aceptar o impugnar su negativa, de manera que 
dichas autoridades tengan por mayor interés que sus conflictos con 
los gobernados sean compuestos (aun judicialmente) en cuanto al 
mérito de sus pretensiones, que negar lo que no quieren conceder 
mediante el camino de las imprecisiones y los laberintos, lo que 
más bien da impresión de que se pretende obstaculizar la petición 
del quejoso y el que pueda llegar a plantearla sólidamente ante los 
tribunales, o sea, el prevalecer de la potestad sobre el derecho. Y es 
fundada la argumentación del quejoso de que la respuesta recaída 
a su petición no es congruente con ella, si esa respuesta no resuel­
ve sobre si procede o no, conceder la pretensión que deduce, sino 
que en forma ambigua, imprecisa, se limita a decir que una vez que 
se cumpla con los requisitos de ciertos preceptos "y demás relati­
vos" se procederá en los términos que ordenan los mismos. Para 
que la respuesta hubiera sido congruente, debió decirse con toda 
claridad y precisión cuáles eran todos los preceptos aplicables, qué 
requisitos concretos debió satisfacer el peticionario en opinión de 
la autoridad, y cuáles serían las consecuencias de satisfacerlos o 
no, a fin de que con esa respuesta el gobernado supiese ya a qué 
atenerse respecto a su pretensión, o del acatamiento o de la impug­
nación de la respuesta recibida. 

Hoy en día este precepto constitucional enfrenta varios proble­
mas, al establecer que a toda petición deberá recaer un acuerdo 
escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene la obli­
gación de hacerlo conocer en breve término al peticionario. Ya que 
es común de las autoridades dilatar la contestación a las peticiones 
o solicitudes de los particulares, lo que genera un estado de incerti­
dumbre jurídica ante la inexistencia de la respuesta de la autoridad, 
y es motivo por el cual la autoridad en general debe tener como 
obligación un plazo máximo en específico, como deber para dar la 
solicitada respuesta al peticionario. 

La respuesta de la autoridad no debe ser evasiva, o sibilina, o 
limitarse a dar largas al asunto, ni a embrollarlo, sino que en forma 
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clara y directa debe resolver sobre la pretensión deducida. Cabe 
señalar que en varias materias las autoridades, de acuerdo con las 
lexes secundarias, establecen en algunos casos 60, 45, 30, 15 días 
habiles como plazos para dar respuesta al solicitante o peticiona­
rio, pero la medida que debemos tomar es que se tiene que es­
tablecer un plazo general máximo, y no así permitir que las leyes 
secundarias puedan establecer un plazo mayor que haga nugatorio 
el derecho de petición de los gobernados, con ello se establece 
un control constitucional al poder legislador ordinario, para que la 
autoridad conteste a dicha petición y no sea omisa, pues se da el 
caso que las autoridades no contestan en sus plazos señalados por 
su reglamentación, aun cuando el peticionario cumplió con los re­
quisitos del artículo en mención, en lo que se refiere al hacer llegar 
por escrito de manera pacífica y respetuosa la petición. La solicitud 
pedida indispensablemente requiere de una respuesta oportuna y 
congruente con lo solicitado, independientemente del sentido de la 
contestación. Es decir, la autoridad tendrá un plazo necesario para 
revisar y analizar la solicitud para efectos de dar respuesta cohe­
rente o razonable con lo que se le solicita, sin estar obligada a con­
testar en sentido afirmativo. Lo anterior constriñe a que la autoridad 
motive y fundamente dicha respuesta conforme a la ley. 

Ahora bien, el tiempo que la autoridad utilice para hacer la con­
testación a un particular que ejerció su derecho de petición, debe 
ser aquel que racionalmente se requiera para estudiar la petición y 
acordarla, lo que dependerá de cada caso en particular. 

En consecuencia, habrá peticiones sencillas y rápidas de acor­
dar; y otras que resulten mas complejas o voluminosas por lo que 
se requerirá de un plazo mayor, por lo que ante tales contingencias 
el Constituyente debe mediar entre un plazo suficiente tanto para 
los particulares como para los gobernados, considerando que este 
plazo debe ser de cuatro meses, como tiempo suficiente y necesa­
rio para que se analice y resuelva la petición. 

Por lo anterior es viable e indispensable una reforma constitucio­
nal al artículo en mención, determinando con precisión dicho pla­
zo, y conste la obligación de dar respuesta, en el plazo de cuatro 
meses, el cual se debe considerar como breve termino, pues la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya se ha pronunciado al 
respecto por lo que tenemos lo siguiente: 

2.8.5. Resolución o respuesta en breve término 

PETICION. DERECHO DE. CONCEPTO DE BREVE TER­
MINO. 

La expresión "breve término", a que se refiere el artículo 
Bo. constitucional, que ordena que a cada petición debe 
recaer un acuerdo correspondiente, es aquel que indivi­
dualizado al caso concreto, sea necesario para que la au-
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toridad estudie y acuerde la petición respectiva sin que, 
desde luego, en ningún caso exceda de cuatro meses. 

Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa de Pri­
mer Circuito. 

Amparo en revisión 1244/93. Isidro Landa Mendoza. 4 de 
agosto de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime C. 
Ramos Carreón. Secretaria: Mayra Villafuerte Coello. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el 
derecho de respuesta se cumple cuando el órgano o servidor públi­
co dicta un acuerdo escrito sobre la petición hecha, y que el texto 
constitucional no condiciona en ningún momento que la solución 
sea favorable o no a lo solicitado por el peticionario, pero además 
indicando en los supuestos que lo exijan, los requisitos o trámites 
que deben seguirse para que la petición sea favorable. 

2.8.6. Obligación de las autoridades jurisdiccionales de cum­
plir con el derecho de petición al solicitante 

Esta Jurisprudencia se adicionó para confirmar que las autorida­
des jurisdiccionales están obligadas a cumplir con el derecho de 
petición del solicitante. 

DERECHO DE PETICION. LAS AUTORIDADES JURIS­
DICCIONALES SE ENCUENTRAN VINCULADAS A SU 
CUMPLIMIENTO. 

El derecho de petición tutelado en el artículo 80. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
implica la obligación de la autoridad de dictar el acuerdo 
correspondiente a la solicitud elevada y darlo a conocer en 
breve término al solicitante, es decir, lo que se pretende 
constitucionalmente es garantizar el derecho de los par­
ticulares a obtener respuesta a sus peticiones en breve 
término; lo que se refiere no sólo al resultado final de las 
peticiones formuladas sino, además, a los trámites que se 
vayan cumpliendo en los casos en que la ley requiera la 
sustanciación de un procedimiento. El mencionado impe­
rativo constitucional, no distingue la clase de autoridades, 
por lo que no puede establecerse legalmente la exclusión 
de las de índole jurisdiccional, pues si el legislador no lo hi­
zo fue porque estimó que éstas también pueden incurrir en 
violación a ese derecho fundamental; consecuentemente, 
se encuentran vinculadas a dar cumplimiento al derecho 
de petición tutelado en el citado artículo 80. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
SEXTO CIRCUITO. Registro: 2008125. Tesis: VI. 1o. C. 1 CS 
(1 Oa.). Página: 812. Materia: Constitucional. Fecha de pu­
blicación en el Semanario Judicial de la Federación: 5 de 
diciembre de 2014. 
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2.9. El Derecho de Petición en el Ambito Internacional 

En lo que respecta al entorno Internacional, en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos de 1948, el derecho de peti­
ción está implícitamente recogido en los artículos 18 al 21, relacio­
nados con el derecho a participar en los asuntos públicos, dichos 
artículos establecen: 

Artículo 18: Toda persona tiene derecho a la libertad de pensa­
miento, de conciencia y de religión. 

Artículo 19: Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión 
y de expresión. 

Artículo 20: Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión 
y de asociación pacificas. 

Artículo 21: Toda persona tiene derecho a participar en el gobier­
no de su país. 

2.1 O. Obstáculos en el Derecho de Petición 

En el ejercicio del derecho en comento, es consuetudinario en­
contrar diversos obstáculos que le circundan, como lo son: 

El silencio administrativo, aparece por la inactividad de las auto­
ridades administrativas, frente a las solicitudes o peticiones de los 
gobernados, en donde la ley por el solo transcurso del tiempo, le 
atribuye un solo efecto jurídico de no conceder la citada petición. 
En consecuencia se puede interponer Juicio de Amparo por vio­
laciones a los siguientes preceptos constitucionales: 80., 14, 16, 
17, por lo que se acudirá ante el Juez de Distrito, en términos de lo 
dispuesto por el artículo 114 de la Ley de Amparo. La Falta de Noti­
ficación o comunicación del resultado al peticionario solicitante, es 
violatorio también del artículo 80. Constitucional y por consiguiente 
de los artículos anteriormente mencionados que contemplan la se­
guridad jurídica de todos los habitantes de la República Mexicana. 

Estos problemas se dan constantemente por falta de reglamen­
tación a este precepto constitucional. 

2.11. Diferencia entre Término y Plazo 

Tenemos básicamente la necesidad de señalar y aclarar la dife­
rencia que existe entre término y plazo, la diferencia es: 

El término existe, cuando se señala un momento temporal 
concreto, por ejemplo el día primero de febrero, y el plazo existe, 
cuando se señala un conjunto de momentos temporales sucesivos 
treinta días, tres meses, cuatro meses, etcétera. 
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En consecuencia, y de acuerdo con la diferencia que existe entre 
término y plazo, resulta necesario y procedente reformar el artículo 
80. constitucional, en su segundo párrafo, a efecto de eliminar la 
ambigüedad que ocasiona el "breve término". 

La violación a este artículo constitucional por consecuencia daría 
lugar al Juicio de Amparo como medida protectora de los Dere­
chos Humanos y sus Garantías que tienen todos los mexicanos, se 
tendrá certeza jurídica, puesto que quedará establecido un plazo 
específico para saber cuándo la autoridad viola este precepto, y a 
partir de tal fecha se podrá promover tal medio de defensa. 

El acuerdo debe ser congruente con la solicitud pedida, la au­
toridad tiene la obligación de hacerlo conocer en los plazos que 
dispongan las leyes de cada materia que en ningún caso excederá 
de cuatro meses como lo determina la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación. 

2.12. Formalidades del Escrito 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su 
artículo 80., garantiza y regula el derecho de petición que tienen los 
gobernados y los contribuyentes, obligando a las autoridades a dar 
una respuesta o resolución en un plazo breve. A continuación se 
menciona el citado numeral para su análisis y comentarios: 

Los funcionarios y empleados públicos deben respetar el ejerci­
cio del derecho de petición, siempre que los gobernados lo formu­
len por escrito, de manera pacífica y respetuosa. 

El segundo párrafo del artículo 15 de la Ley Federal de Proce­
dimiento Administrativo nos proporciona los requisitos que deben 
cumplirse al elaborar el escrito que se dirige a las autoridades ad­
ministrativas, en los términos siguientes: 

• Las promociones deberán hacerse por escrito. 

• En el escrito de referencia se debe precisar el nombre, deno­
minación o razón social de quién o quiénes promuevan, o en 
su caso, de su representante legal. 

• Deberá señalarse el domicilio para recibir notificaciones, así 
como nombre de la persona o personas autorizadas para re­
cibirlas. 

• Definir con claridad, cuál es la petición que se formula, el ob­
jeto que se persigue, así como los hechos o razones que dan 
motivo a la petición. 

• Señalar el órgano administrativo a que se dirigen y lugar y 
fecha de su emisión. 
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• El escrito deberá estar firmado por el interesado o su repre­
sentante legal, a menos que no sepa o no pueda firmar, caso 
en el cual, se imprimirá su huella digital. 

• El promovente deberá adjuntar a su escrito los documentos 
que acrediten su personalidad, así como las pruebas o cons­
tancias de los hechos que se señalan y del asunto que solicita, 
o los documentos o pruebas que en cada caso sean requeri­
dos por la autoridad competente o en los ordenamientos res­
pectivos. 

Por su parte, los artículos 18 y 18-A del Código Fiscal de la Fede­
ración, nos indican los requisitos que deberá cumplir el solicitante 
en la promoción que dirija a las autoridades fiscales y son los si­
guientes: 

• Toda promoción dirigida a las autoridades fiscales, deberá 
presentarse mediante documento digital que contenga firma 
electrónica avanzada. 

• El Servicio de Administración Tributaria, mediante reglas de 
carácter general, podrá determinar las promociones que se 
presentarán mediante documento impreso. 

Requisitos de la promoción y el envío electrónico 

Las promociones deberán enviarse a través del Buzón Tributario 
y deberán tener por lo menos los siguientes requisitos: 

• El nombre, la denominación o razón social del contribuyente. 

• El domicilio fiscal manifestado al Registro Federal de Contribu-
yentes, para el efecto de fijar la competencia de la autoridad. 

• La clave del Registro Federal de Contribuyentes (RFC). 

• Señalar la autoridad a la que se dirige. 

• Manifestar el propósito de la promoción. 

• Proporcionar la dirección de correo electrónico para recibir 
notificaciones. 

En el caso de no cumplir con los requisitos citados, las autorida­
des fiscales requerirán al promovente a fin de que en un plazo de 1 O 
días cumpla con el requisito omitido. En caso de no subsanarse la 
omisión en dicho plazo, la promoción se tendrá por no presentada, 
así como cuando se omita señalar la dirección de correo electróni­
co. 



EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCION 57 

Requisitos y forma de presentación del escrito impreso 

• Las promociones deberán presentarse en documento impreso 
y estar firmadas por el interesado o por quien esté legalmente 
autorizado para ello, a menos que el promovente no sepa o no 
pueda firmar, caso en el que imprimirá su huella dactilar. 

• Las promociones deberán presentarse en las formas que al 
efecto apruebe el Servicio de Administración Tributaria. Cuan­
do no existan formas aprobadas, la promoción deberá reunir 
los requisitos que establece el artículo 18 del Código Fiscal de 
la Federación. 

• Señalar el domicilio para oír y recibir notificaciones y, en su 
caso, el nombre de la persona autorizada para recibirlas. 

• Cuando el promovente que cuente con un certificado de firma 
electrónica avanzada, acompañe documentos distintos a es­
crituras o poderes notariales, y éstos no sean digitalizados, la 
promoción deberá presentarla en forma impresa, cumpliendo 
los requisitos a que se refiere el párrafo anterior, debiendo in­
cluir su dirección de correo electrónico. 

2.13. Consulta Sobre Casos Reales y Concretos 

El artículo 18-A del Código Fiscal de la Federación establece los 
requisitos que deberán cumplirse para los casos de consulta a las 
autoridades fiscales, en los términos siguientes: 

Las promociones que se presenten ante las autoridades fiscales 
en las que se formulen consultas o solicitudes de autorización o 
régimen en los términos de los artículos 34, 34-A y 36 Bis de este 
Códi~o, para las que no haya forma oficial, deberán cumplir, en 
adicion a los requisitos establecidos en el artículo 18 del Código, 
con lo siguiente: 

• Señalar los números telefónicos, en su caso, del contribuyen­
te y el de los autorizados en los términos del artículo 19 de 
este Código. 

• Señalar los nombres, direcciones y el Registro Federal de 
Contribuyentes o número de identificación fiscal tratándose 
de residentes en el extranjero, de todas las personas involu­
cradas en la solicitud o consulta planteada. 

• Describir las actividades a las que se dedica el interesado. 

• Indicar el monto de la operación u operaciones objeto de la . , 
promoc1on. 
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• Señalar todos los hechos y circunstancias relacionados con la 
promoción, así como acompañar los documentos e informa­
ción que soporten tales hechos o circunstancias. 

• Describir las razones de negocio que motivan la operación 
planteada. 

• Indicar si los hechos o circunstancias sobre los que versa la 
promoción han sido previamente planteados ante la misma 
autoridad u otra distinta, o han sido materia de medios de de­
fensa ante autoridades administrativas o jurisdiccionales y, en 
su caso, el sentido de la resolución. 

• Indicar si el contribuyente se encuentra sujeto al ejercicio de 
las facultades de comprobación por parte de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público o por las Entidades Federativas 
coordinadas en ingresos federales, señalando los períodos 
y las contribuciones, objeto de la revisión. Asimismo, deberá 
mencionar si se encuentra dentro del plazo para que las auto­
ridades fiscales emitan la resolución a que se refiere el artículo 
50 de este Código. 

• Manifestar "expresamente" que NO SE UBICA EN LOS SI­
GUIENTES SUPUESTOS: 

Haber planteado la misma consulta con anterioridad a alguna 
autoridad fiscal. 

Haber interpuesto algún medio de defensa. 

Encontrarse sujeto al ejercicio de facultades de compraba-. , 
c1on. 

2.14. Alcance y Limitaciones del Derecho de Petición 

Los particulares pueden solicitar y tener acceso a la información 
y documentación que se encuentren en poder de las diferentes au­
toridades administrativas, siempre y cuando no se trate de infor­
mación que por ley, no tenga el carácter de privada, reservada o 
confidencial, en tal caso, no procederá el derecho de petición. 

2.15. Tipo de Peticiones 

Al ejercer el derecho de petición, el interesado puede realizar lo 
siguiente: 

• Solicitar información de algún asunto del cual conozcan las 
autoridades administrativas. 
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• Solicitar copia simple o certificada de algún documento que 
se encuentre en poder de las autoridades administrativas y 
que sea necesario para el interesado. 

• Solicitar aclaraciones sobre el asunto que sea de interés del 
particular. 

• Solicitar la condonación de impuestos y sus accesorios. 

• Solicitar que se acepte la garantía del interés fiscal ofrecida 
por el particular. 

• Solicitar la sustitución de garantías. 

• Solicitar la Suspensión del Procedimiento Administrativo de 
Ejecución (PAE) por haber garantizado o pagado el crédito 
fiscal. 

• Quejarse, cuando se reclaman las irregularidades cometidas 
al ejercer el PAE y otros actos administrativos. 

• Solicitar la liberación de bienes embargados propiedad de ter­
ceros, en este caso, el tercero interesado deberá acreditar la 
propiedad de los bienes reclamados. 

• Solicitar la liberación de bienes embargados propiedad del 
contribuyente cuando se ha pagado o garantizado el crédito 
fiscal, o bien, por haber obtenido resolución favorable en cual­
quier medio de defensa fiscal. 

• Consultar en materia fiscal sobre algún caso real y concreto. 

• Solicitar el pago en PARCIALIDADES del impuesto sobre la 
renta a cargo del contribuyente. 

• Solicitar a las autoridades fiscales que se respete el derecho a 
corregir su situación fiscal, con fundamento en el artículo 2o. , 
fracción XIII de la Ley Federal de los Derechos del Contribu­
yente. 
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@ CAPITULO V 

PROHIBICION CONSTITUCIONAL A LA 
CONFISCACION DE BIENES 

1. INTRODUCCION 

Este derecho constitucional constituye una parte muy importante 
en el presente tema, ya que es frecuente que las autoridades al 
ejercer sus facultades se excedan en sus atribuciones o violen este 
derecho fundamental, embargando bienes que son propiedad de 
terceros y, en algunos casos, del propio contribuyente, en tales ca­
sos, procede que el contribuyente afectado interponga medios de 
defensa contra los actos de autoridad que violen las disposiciones 
constitucionales y las de las leyes secundarias aplicables al caso 
concreto. 

2. FUNDAMENTO LEGAL 

De conformidad con el artículo 22 de nuestra Carta Magna, que­
dan prohibidas, entre otras, la multa excesiva, la confiscación de 
bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales. 

• Queda prohibida la multa excesiva, a continuación se cita una 
Tesis de Jurisprudencia aplicable: 

Epoca: Novena Epoca 
Registro: 162342 
Primera Sala 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo XXXIII, Abril de 2011 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: 1 a. LIV/2011 
Página: 311 

MULTA. EL ARTICULO 82, FRACCIO,N IV, DEL CODIGO 
FISCAL DE LA FEDERACION, AL SENALAR UN MONTO 
MINIMO Y UNO MAXIMO PARA SU IMPOSICION, NO 
VIOLA EL ARTICULO 22 DE LA CONSTITUCION POLI­
TICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (LEGIS­
LACION VIGENTE EN 2007). 
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El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha sostenido que las multas establecidas por el 
legislador en porcentajes determinados entre un mínimo y 
un máximo no son contrarias al artículo 22 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque con 
base en ese parámetro, la autoridad puede individualizar la 
sanción conforme a la gravedad de la infracción, la capa­
cidad económica del infractor, la reincidencia o cualquier 
elemento del que pueda inferirse la levedad o la gravedad 
del hecho infractor. En congruencia con lo anterior, se con­
cluye que el artículo 82, fracción IV, del Código Fiscal de la 
Federación no viola el citado artículo 22 constitucional, ya 
que la multa que establece no es excesiva en tanto señala 
un monto mínimo y uno máximo para su imposición a quien 
incurra en la infracción prevista en la fracción IV del artículo 
81 de dicho Código, consistente en no efectuar, en térmi­
nos de las disposiciones fiscales, los pagos provisionales 
de una contribución, por lo que la autoridad administrativa 
puede imponer la sanción correspondiente tomando en 
cuenta las indicadas circunstancias, así como cualquier 
elemento jurídicamente relevante para individualizarla. 

Amparo directo en revisión 246/2011. Agencia Aduana/ 
Mayer y Asociados, S.C. 9 de marzo de 2011. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Oiga Sánchez Cordero de García Villegas. Se­
cretario: Ricardo Manuel Martínez Estrada. 

• De la lectura a la Tesis de Jurisprudencia anterior, podemos 
decir que cuando la disposición legal que prevé la multa con­
sidere un monto mínimo y uno máximo, no será considerada 
violatoria del artículo 22 Constitucional por nuestro máximo 
Tribunal. 

• No se considerará confiscación la aplicación de bienes de una 
persona cuando sea decretada para el pago de multas o im­
puestos. En efecto, cuando las autoridades fiscales realicen 
un embargo de bienes, de cuentas bancarias, embargo pre­
cautorio y otros previstos por las leyes fiscales y éstos se ape­
guen a las disposiciones legales y procedimientos aplicables 
al caso, no serán considerados como confiscación de bienes. 

3. LA MULTA EXCESIVA 

La multa excesiva vulnera lo dispuesto por el artículo 22 de la 
Constitución Federal, el Máximo Tribunal de la República se ha pro­
nunciado en este tenor y tiene establecido el criterio jurisprudencia! 
número P./J.9/95, publicado en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y su Gaceta, de julio de 1995, con el rubro: 



EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCION 63 

"MULTA EXCESIVA. CONCEPTO DE." 

Tomando en consideración la Tesis de Jurisprudencia citada, ha­
cemos los siguientes análisis y comentarios: 

Para definir el concepto de multa excesiva, contenido en el artícu­
lo 22 constitucional, se pueden obtener los siguientes elementos: 

a) Una multa es excesiva cuando es desproporcionada a las 
posibilidades económicas del infractor en relación a la gra­
vedad del ilícito; 

b) Cuando se propasa, va más adelante de lo lícito y lo razona­
ble; y 

e) Una multa puede ser excesiva para unos, moderada para 
otros y leve para muchos, por lo tanto, para que una multa 
no sea contraria al texto constitucional, debe establecerse 
en la ley que la autoridad facultada para imponerla, tenga la 
posibilidad, en cada caso, de determinar su monto o cuantía, 
tomando en cuenta: 

• La gravedad de la infracción, 

• La capacidad económica del infractor, 

• La reincidencia, en su caso, 

• La gravedad o levedad del hecho infractor para así deter­
minar individualmente la multa que corresponda. 

En caso de incumplimiento a los requisitos anteriores, la autori­
dad estará excediendo sus facultades y sus actos serán considera­
dos con vicios de ilegalidad e inconstitucionalidad a que se refiere 
el criterio jurisprudencia! citado. 

En la práctica, los legisladores y las autoridades fiscales consi­
deran que son legales las multas que imponen cuando establecen 
una cantidad mínima y máxima. 

En nuestra opinión, es incorrecta esa interpretación, en razón de 
que la infracción y el monto que por ésta deba pagarse, continúan 
siendo una multa fija, porque las autoridades fiscales las imponen 
sin establecer las circunstancias particulares que, como se dijo, 
debieron consistir en la capacidad económica y la conducta del 
infractor, además de la reincidencia incurrida, en su caso; así como 
cualquier otro elemento del que pueda inferirse la gravedad o leve­
dad del hecho infractor. 

Cuando una multa es excesiva y el contribuyente interpone me­
dios de defensa e invoca la Tesis anterior y otras relacionadas con el 
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tema, el juzgador que conoce del asunto debe declarar la ilegalidad 
de la multa impuesta al demandante o quejoso, según se trate (de 
Juicio de Nulidad o de un Amparo), ya que cuando se invoca una 
jurisprudencia establecida por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, el juzgador está obligado a acatarla, según lo dispone el 
artículo 192 de la Ley de Amparo. 

Como ejemplo, podemos citar la multa máxima contemplada en 
el artículo 84, fracción IX, del Código Fiscal de la Federación, que 
se impone en los casos siguientes: 

"ARTICULO 84. A quien cometa las infracciones relaciona­
das con la obligación de llevar contabilidad a que se refiere 
el artículo 83, se impondrán las siguientes sanciones: 

( ... ) 

IX. De$ 13,490.00 a$ 134,840.00 a la comprendida en la 
fracción X. " 

El artículo 83, fracción X, dispone: 

"ARTICULO 83. Son infracciones relacionadas con la obli­
gación de llevar contabilidad, siempre que sean descubier­
tas en el ejercicio de las facultades de comprobación o de 
las facultades previstas en el artículo 22 de este Código, 
las siguientes: 

( ... ) 

X. No dictaminar sus estados financieros cuando de con­
formidad con lo previsto en el artículo 32-A de este Código, 
hubiera optado por hacerlo o no presentar dicho dictamen 
dentro del término previsto por las leyes fiscales. " 

En este ejemplo, si las autoridades fiscales imponen la multa 
máxima de $ 134,840.00 a un contribuyente que "optó" por dicta­
minar sus estados financieros y no los presentó dentro del plazo 
previsto, se considera que es excesiva, por haber aplicado el monto 
máximo y no el mínimo o uno intermedio o el monto que resulte de 
considerar lo siguiente: 

• La capacidad económica del contribuyente. 

• La gravedad o levedad de la infracción. 

• La reincidencia (en su caso). 

• Individualizar la sanción con base en las consideraciones an­
teriores. 
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Al respecto, es aplicable la Tesis de Jurisprudencia definida por 
el Poder Judicial de la Federación, criterio que puede ser consul­
tado en la revista oficial de ese órgano jurisdiccional número 122, 
correspondiente al mes de febrero de 1998, con el rubro: 

"MULTAS. SU NULIDAD POR INCONSTITUCIONALIDAD" 

Esta Tesis, en resumen, nos dice lo siguiente: 

1. Cuando se invoque una jurisprudencia establecida por la Su­
prema Corte de Justicia de la Nación en apoyo de uno de los 
conceptos de impugnación hechos valer en la demanda de 
nulidad, y ésta sea efectivamente aplicable al punto cuestio­
nado, el Tribunal Fiscal de la Federación está obligado a su 
acatamiento en los términos previstos por el artículo 192 de 
la Ley de Amparo. 

2. Cuando se alegue que los montos fijos en multas ya han sido 
declarados inconstitucionales por jurisprudencia firme del 
poder judicial procede declarar su nulidad. por tener ésta 
su sustento en preceptos legales estimados como inconstitu­
cionales por órgano competente, y en observancia a lo pre­
visto en la Ley de Amparo como norma adjetiva superior. 

COMENTARIO: 

Cuando las autoridades fiscales determinan e imponen una mul­
ta excesiva y ésta no cumple con los requisitos citados, debe ser 
considerada ilegal, desproporcional y, en consecuencia, inconsti­
tucional. 

Aunado a lo anterior, la Sala Superior del Tribunal Fiscal ha sos­
tenido la tesis publicada en la revista de ese tribunal, año IX, No. 92, 
agosto 1987, pág. 185, sobre los requisitos constitucionales que 
deben observarse para la imposición de multas, bajo el rubro: 

"MULTAS. REQUISITOS CONSTITUCIONALES QUE 
DEBEN CUMPLIR." 

Esta Tesis, en resumen, nos dice lo siguiente: 

"Para considerar que una multa impuesta a un particular 
cumple con lo establecido por los artículos 16 y 22 Cons­
titucionales, debe satisfacer ciertos requisitos; a juicio de 
esta Sala Superior se debe concluir que son los siguientes: 

l. Que la imposición de la multa esté debidamente fundada, 
es decir, que se exprese con precisión el precepto legal 
aplicable al caso. 
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11. Que la misma se encuentre debidamente motivada, se­
ñalando con precisión las circunstancias especiales, razo­
nes particulares o causas inmediatas que se hayan tenido 
en consideración para la imposición de la multa, debiendo 
existir adecuación entre los motivos aducidos y las normas 
aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure 
la hipótesis normativa. 

111. Que para evitar que la multa sea excesiva se tome en 
cuenta la gravedad de la infracción, esto es, el acto u omi­
sión que haya motivado la imposición de la multa, así como 
la gravedad de los perjuicios ocasionados a la colectivi­
dad, la reincidencia y la capacidad económica del sujeto 
sancionado. 

IV. Que tratándose de multas en las que la sanción puede 
variar entre un mínimo y un máximo, se invoquen las cir­
cunstancias y las razones por las que se considere aplica­
ble al caso concreto el mínimo, el máximo o cierto monto 
intermedio entre los dos.,, 

Como se desprende de las Tesis citadas, si las autoridades fis­
cales no fundan y motivan debidamente una multa, entendiendo 
como tal el hecho de no señalar con precisión las circunstancias 
especiales, razones particulares, o las causas que se hayan tenido 
en consideración para la imposición de la misma, así como la gra­
vedad de la infracción, la capacidad económica del contribuyente, 
entre otras, en esos casos, la multa deberá ser considerada excesi­
va, ruinosa, desproporciona! e inconstitucional. 

4. LA PROHIBICION DE CONFISCAR BIENES A LOS GOBER­
NADOS 

4.1. Fundamento Legal 

Los artículos 14, segundo párrafo, 16, primer párrafo y 22, pá­
rrafos 1 o. y 2o., de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, nos otorgan los derechos fundamentales siguientes: de 
audiencia, legalidad y seguridad jurídica, estableciendo la prohibi­
ción de privar de sus propiedades, posesiones o derechos, o con­
fiscar bienes a los gobernados, respectivamente, sino mediante 
previo juicio ante los tribunales, cumpliendo con las formalidades 
del procedimiento y conforme a las disposiciones legales vigentes, 
a continuación se reproducen dichos preceptos legales para su co­
nocimiento, análisis y comprensión: 

El segundo párrafo del artículo 14 Constitucional, establece que 
nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, pose­
siones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades 
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esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas 
con anterioridad al hecho. 

4.2. Casos en que No se Considera Confiscación 

De conformidad con lo ordenado por el artículo 22, primer pá­
rrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos (CPEUM), quedan prohibidas, entre otras, la multa excesiva, 
la confiscacion de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y 
trascendentales y establece, además, que toda pena deberá ser 
proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado. 

No obstante lo anterior, en el segundo párrafo del citado artículo 
22 de la CPEUM, se indica que no se considerará confiscación la 
aplicación de bienes de una persona cuando sea decretada para el 
pago de multas o impuestos, ni cuando la decrete la autoridad ju­
dicial para el pago de responsabilidad civil derivada de la comisión 
de un delito. Tampoco se considerará confiscación el decomiso que 
ordene la autoridad judicial de los bienes en caso de enriquecimien­
to ilícito en los términos del artículo 109, la aplicación a favor del Es­
tado de bienes asegurados que causen abandono en los términos 
de las disposiciones aplicables, ni de aquellos bienes cuyo dominio 
se declare extinto en sentencia. 

Ante la gravedad de lo que implica sufrir alguna de las causales 
citadas, tales como el decomiso de bienes del contribuyente o la 
extinción de dominio, procede el Juicio de Amparo Indirecto para la 
protección del patrimonio de los contribuyentes. 

4.3. Derechos Fundamentales 

El artículo 16 Constitucional impide molestias y privaciones a los 
gobernados, las cuales sólo pueden realizarse a través de man­
damiento escrito de autoridad competente, que funde y motive la 
causa legal del procedimiento, cumpliendo en todo momento con 
el principio de legalidad, que consiste en que las autoridades sólo 
pueden hacer lo que la ley les permite. 

Así, toda autoridad, cualquiera que ésta sea e independiente­
mente de su jerarquía, debe fundar y motivar adecuadamente el 
acto de autoridad que emite para que su actuar sea legal y se en­
cuentre dentro del marco jurídico de su competencia y brindar con 
ello seguridad jurídica al gobernado. 

En consecuencia, si un acto de molestia no cumple con ambos 
requisitos, dicho acto entonces deberá ser considerado como vio­
latorio de lo dispuesto por los artículos 38, fracciones II y IV del 
Código Fiscal de la Federación y 16 Constitucional. 
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Autoridad competente 

Es importante que los gobernados y los abogados que defien­
den los asuntos de los contribuyentes verifiquen que las autorida­
des que emitan un mandamiento escrito sean competentes, de lo 
contrario, se estará violando lo dispuesto por el citado artículo 38, 
fracción 11, del Código Fiscal de la Federación, en relación con lo 
ordenado por el artículo 16 de nuestra Constitución Federal. 

Un ejemplo claro de autoridad incompetente es cuando un oficio 
determinante de créditos fiscales está rubricado por "SUPLENCIA" 
de un Administrador, del cual se ignora a cuál Administración de la 
estructura orgánica del Servicio de Administración Tributaria per­
tenece, pues no obstante que señale en el Oficio que lo hace "en 
suplencia", no especifica a quién suple en sus funciones para emitir 
un acto administrativo. 

Para conocer cuáles funcionarios pueden firmar por "SUPLEN­
CIA'', se debe atender a lo dispuesto por el artículo 80. del Regla­
mento Interior del Servicio de Administración Tributaria. 

Si las autoridades fiscales no cumplen con las anteriores obliga­
ciones constitucionales, se violan los derechos fundamentales del 
gobernado. 

Para que la autoridad fiscal pueda afectar la esfera jurídica de 
los contribuyentes, debe realizarlo mediante mandamiento debida­
mente fundado y motivado, en el cual exponga las causas que dan 
origen al mismo, pues nadie puede ser molestado en su domicilio, 
propiedades, papeles o posesiones sino mediante juicio seguido 
ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan 
las formalidades esenciales del procedimiento conforme a las leyes 
expedidas con anterioridad al hecho, lo cual, en muchas ocasiones, 
no acontece en la práctica, toda vez que las autoridades fiscales 
ejercen sus facultades de cobro coactivo, sin reconocer, en la ma­
yoría de los casos, la capacidad contributiva de los gobernados. 

Para defender los derechos fundamentales, tutelados por nues­
tra Constitución Federal, los contribuyentes debemos impedir 
violaciones a las disposiciones legales, cuidando, entre otros, los 
siguientes aspectos: 

• Notificaciones o actos de autoridad ilegales. 

• Violación al domicilio y a sus bienes, papeles, propiedades, 
posesiones y derechos. 

• Exigir y hacer valer el derecho fundamental de audiencia. 

• Exigir y hacer valer el derecho fundamental de legalidad. 
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• Exigir y hacer valer el derecho fundamental de seguridad ju­
rídica. 

• Exigir y hacer valer el derecho fundamental de proporcionali­
dad. 

• Exigir y hacer valer el derecho fundamental de equidad. 

• Exigir y hacer valer el derecho fundamental a la no confisca­
ción de bienes. 
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@ CAPITULO VI 

FACULTADES DE LAS AUTORIDADES FISCALES 

1. DEFINICIONES 

A fin de lograr un mejor entendimiento acerca de las amplias 
facultades de las autoridades fiscales, iniciaremos definiendo los 
conceptos relacionados, como sigue: 

1.1. Facultad 

El Diccionario Jurídico Mexicano21, define al término facultad co-
• mo sigue: 

"l. (Del latín facultas-atis; capacidad, facilidad, poder; de 
facul y facile: fácilmente; de facilitas-atis: habilidad; de fá­
ciles-e: factible; de Facio-is-ere-factum: hacer.) Significa el 
poder o la habilidad para realizar una cosa. 

11. El concepto jurídico de facultad indica que alguien está 
investido jurídicamente (por una norma de derecho) para 
realizar un acto jurídico válido, para producir efectos jurí­
dicos previstos. 

( ... ) 

El concepto de facultad jurídica presupone la investidura o 
el facultamiento. " 

De la definición anterior, podemos entender que la facultad, en 
términos jurídicos, nos indica que una autoridad o poder del Estado 
puede realizar los actos que le confiere una norma, mismos que 
tienen efectos o consecuencias jurídicas. 

1.2. Autoridad 

El Diccionario Jurídico Mexicano22, define al término autoridad 
• 

como sigue: 

21 Instituto de Investigaciones Jurídicas. UNAM. Diccionario Jurídico 
Mexicano. Tomo l. 7a. Ed. Editorial Porrúa. México. 1994. 

22 ldem. 
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"l. La palabra "autoridad" (del latín auctoritas-atis: "pre­
sagio" "garantía" "ascendencia" "potestad"· de auctor· , , , , . 
"hacedor", "autor", "creador"; a su vez de augeo, ere: "rea­
lizar", "conducir") significa dentro del lenguaje ordinario: 
"estima, ascendencia, influencia, fuerza o poder de algo o 
de alguno", "prerrogativa", "potestad", "facultad". 

( ... ) 

111. Los juristas entienden por "autoridad": la posesión de 
quien se encuentra investido de facultades o funciones o la 
persona o cosa que goza (o se le atribuye) "fuerza, ascen­
dencia u obligatoriedad". 

El concepto jurídico de autoridad indica que alguien está 
facultado jur,dicamente para realizar un acto válido, presu­
pone la posesión de capacidad o potestad para modificar 
válidamente la situación jurídica de los demás". 

De la definición anterior, podemos entender que la autoridad, en 
términos jurídicos, nos indica que un poder del Estado o deter­
minado funcionario investido de ciertas facultades, puede realizar 
los actos que le confiere una norma, mismos que tienen efectos o 
consecuencias jurídicas hacia los demás. 

1.3. Fiscal 

Raúl Rodríguez Lobato, en su obra Derecho Fiscal, define al tér-
mino fiscal, como sigue: 

"Por fiscal debe entenderse lo perteneciente al Fisco; y Fis­
co significa, entre nosotros, la parte de la Hacienda Publica 
que se forma con las contribuciones, impuestos o dere­
chos, siendo autoridades fiscales las que tienen inteNen­
ción por mandato legal ... ".23 

1.4. Fisco 

El término fisco proviene de la palabra latina "fiscus", que en su 
acepción original significó "cesto de mimbre en el que se guardaba 
el dinero". Posteriormente, el vocablo se aplicó al tesoro del prínci­
pe, para distinguirlo del erario que era el tesoro público. 

En la España medieval, se llamó fisco o cámara del rey al tesoro 
o patrimonio de la casa real, y erario al tesoro público o del Estado; 
pero después se confundieron ambos, bajo el término fisco. Tam­
bién se le llamó fisco al erario del Estado, o sea la hacienda pública. 

23 Rodríguez Lobato, Raúl. Derecho Fiscal. 2a. Ed. Ediciones Harla. Méxi­
co. 1986. 
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Para Flores Zavala24 recibe el nombre de fisco el Estado con­
siderado como titular de la hacienda pública, y, por lo tanto, con 
derecho a exigir el cumplimiento de las obligaciones existentes a 
su favor y con la obligación de cubrir las que resulten a su cargo. 

El término fisco se usa en dos sentidos, para designar al Estado 
como titular de las finanzas públicas, esto es, de los ingresos y de 
los gastos públicos sistematizados en el presupuesto, y que tienen 
por objeto la realización de determinadas funciones. 

También se utiliza el vocablo para referirse en forma particular 
al Estado y a las autoridades hacendarias al recaudar los ingresos 
públicos, en particular los fiscales2s. 

De los conceptos anteriores, podemos decir que el vocablo fisco 
tiene diversas acepciones, actualmente se identifica como fisco al 
Estado considerado como titular de la hacienda pública, con dere­
cho a recaudar contribuciones y exigir el cumplimiento de las di­
versas disposiciones fiscales, así como pagar las que resulten a su 
cargo (contribuciones a favor del contribuyente). 

1.5. Autoridad Fiscal 

Entendemos por autoridad fiscal a las entidades públicas en­
cargadas de la determinación, liquidación, recaudacion de contri­
buciones, vigilancia del cumplimiento de las obligaciones fiscales 
por parte de los contribuyentes, requerimiento de cumplimiento de 
diversas obligaciones, requerimiento de pago de contribuciones, 
aplicación de sanciones y del ejercicio del procedimiento admi­
nistrativo de ejecución (PAE) para garantizar el pago de créditos 
fiscales. Entre estas autoridades fiscales se encuentran: La Secre­
taría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), el Servicio de Adminis­
tración Tributaria (SAT) organismo descentralizado de la SHCP, las 
Secretarías de Finanzas o Tesorerías de las entidades federativas y 
los organismos fiscales autónomos que son el Instituto Mexicano 
del Seguro Social (IMSS) y el Instituto Nacional de Vivienda de los 
Trabajadores (1 N FONAVIT). 

1.6. Contribuyente 

Es aquella persona física o moral que se encuentra obligada a 
contribuir para los gastos públicos conforme a las leyes fiscales 
respectivas, cuando se ubique en alguno de los supuestos jurídicos 
o de hecho. 

24 Flores Zavala, Ernesto. Elementos de Finanzas Públicas Mexicanas. Po­
rrúa. México. 

25 Instituto de Investigaciones Jurídicas. UNAM. Diccionario Jurídico 
Mexicano. Tomo 11. Op cit. P. 1455. 
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2. TIPOS DE AUTORIDAD 

2.1. Autoridades Administrativas 

Se puede hacer una distinción del poder de los individuos en 
base a la responsabilidad del cargo que ostentan o por la autori­
dad o mando que tienen; así, tenemos a quienes ordenan los actos 
administrativos y a quienes los ejecutan, quienes crean las leyes y 
quienes deben cumplirlas, quienes tienen facultades contenidas en 
los Reglamentos Interiores y los empleados comunes, lo anterior 
para determinar su competencia. 

2.2. Clasificación de Autoridades Fiscales 

A las autoridades que conocen de la materia fiscal las podemos 
clasificar en administradoras y recaudadoras. 

De conformidad con el artículo 2 del Reglamento del Código Fis­
cal de la Federación, se entiende por: 

Autoridades administradoras, las autoridades fiscales de la Se­
cretaría, de las entidades federativas coordinadas y de los organis­
mos descentralizados, competentes para conceder la autorización 
de que se trate. 

Autoridad recaudadora, las oficinas de aduanas y federales 
de hacienda y las autoridades fiscales de las entidades federativas 
coordinadas y de los organismos descentralizados, competentes 
para recaudar la contribución federal de que se trate y para llevar a 
cabo el procedimiento administrativo de ejecución. 

Cabe mencionar que en diversos artículos del Código Fiscal de 
la Federación se hace referencia al jefe de la oficina exactora, por lo 
que proponemos la siguiente aclaración: 

Autoridad exactora, este concepto se utiliza, de manera indis­
tinta, para hacer referencia a la autoridad ejecutora o al jefe de la 
oficina exactora, en resumen, es la autoridad fiscal facultada para 
realizar el Procedimiento Administrativo de Ejecución. 

3. DE LAS FACULTADES DE LAS AUTORIDADES FISCALES 

3.1. Definición 

Podemos entender a las facultades de las autoridades fiscales 
como: 

La potestad o investidura que tiene una autoridad fiscal por 
mandato de ley, para realizar los actos que le confiere una norma, 
mismos que tienen efectos o consecuencias jurídicas hacia los con­
tribuyentes. 
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3.2. Tipo de Facultades 

3.2.1. Facultad económico-coactiva 

El Diccionario de Términos Fiscales26 define a la facultad econó-
mico-coactiva como: 

''Atribución de la autoridad tributaria para cobrar, fuera de 
un procedimiento judicial, un crédito fiscal, aplicando in­
cluso embargo de bienes del deudor o de su negociación y 
rematándolos para aplicar el producto de la venta, al pago 
de la deuda. ,, 

De la definición anterior, tenemos que la autoridad tributaria tiene 
facultades para cobrar, fuera de un procedimiento judicial, un crédi­
to fiscal, es decir, puede requerir el pago de un crédito fiscal, de ma­
nera extrajudicial, aplicando incluso embargo de bienes del deudor 
o de su negociación y rematándolos para aplicar el producto de la 
venta, al pago de la deuda. Cabe hacer mención, que dentro de los 
bienes del deudor, se encuentran las cuentas de cheques, mismas 
que pueden ser intervenidas por las autoridades fiscales a fin de 
garantizar el interés fiscal. 

3.3. Facultades Conferidas por la Constitución Federal 

El Estado debe tutelar el derecho fundamental de Seguridad Jurí­
dica, para este fin, el artículo 13 de la Constitución Federal dispone 
que nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por tribunales 
especiales, esto significa que deben existir, previamente, tanto la 
ley que regula la conducta del gobernado como el Tribunal que se 
encargará de juzgar el asunto relacionado con una infracción o un 
ilícito fiscal. 

En este mismo sentido, el artículo 14 de nuestra Carta Magna 
nos otorga los derechos fundamentales de Seguridad Jurídica y de 
legalidad, al prohibir que se le dé un efecto retroactivo a la ley en 
perjuicio de persona alguna, por lo anterior, a contrario sensu (en 
sentido opuesto) si le beneficia, sí podrá darse efecto retroactivo a 
una ley en materia fiscal. 

El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone: nadie puede ser molestado en su persona, fa­
milia, domicilio, papeles o posesiones, sino en los casos en que 
exista un mandamiento escrito, emitido por autoridad competente, 
cuando funde y motive la causa legal del procedimiento. 

26 Reyes Altamirano, Rigoberto. Diccionario de Términos Fiscales. Tomo l. 
Taxxx Editores Unidos, S.A. de C.V. 3a. Ed. México. 
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De conformidad con lo ordenado por el artículo 71, fracción 1, de 
nuestra Constitución Federal , el derecho de iniciar leyes o decretos 
en materia fiscal compete al Presidente de la República. 

En concordancia con el numeral anterior, el artículo 89, fracción 
1 de nuestra Carta Magna, indica que las facultades y obligaciones 
del Presidente, son las siguientes: Promulgar y ejecutar las leyes 
que expida el Congreso de la Unión, proveyendo en la esfera admi­
nistrativa a su exacta observancia. 

En el tema que nos ocupa, estos dos numerales son aplicables 
a las leyes fiscales y, por tanto, el Poder Ejecutivo tiene facultades 
constitucionales para iniciar leyes o decretos en materia fiscal, y 
una vez aprobadas por el Congreso de la Unión, tiene amplias fa­
cultades para promulgarlas y ejecutarlas. 

En los términos del precepto constitucional mencionado, debe 
decirse que la fundamentación y la motivación consisten en los se­
ñalamientos que la autoridad pública debe hacer a los contribu­
yentes cuando se les invada o perturbe en sus esferas jurídicas 
personales, precisándoles los preceptos que les son aplicables en 
su contra e informándoles las causas y razones que se tuvieron en 
cuenta para proceder en su perjuicio, todo ello vinculando unos y 
otras, mediante razonamiento lógico jurídico. 

La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias 
para cerciorarse de lo siguiente: 

• Que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; 

• Que el contribuyente ha cumplido con las disposiciones fisca­
les; para tal fin, las autoridades fiscales podrán exigir la exhibi­
ción de los libros y papeles indispensables. 

Se hace el siguiente análisis: 

Nuestra Carta Magna dispone en su artículo 16, primer párrafo, 
que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 
papeles o posesiones, sólo en los casos en que exista mandamien­
to escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal del procedimiento. 

En el caso de una visita domiciliaria, el mandamiento escrito es el 
documento denominado "orden de visita''. 

En este sentido, nuestra Constitución dispone que la autoridad 
administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente pa­
ra cerciorarse de que un contribuyente determinado ha cumplido 
con sus obligaciones fiscales, requiriendo para tal fin la exhibición 
de los libros y papeles indispensables, así como proporcionar in­
formación relacionada con sus operaciones, sujetandose en estos 
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casos a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para 
los cateas, esto último, por tratarse de una visita en el domicilio del 
contribuyente. 

Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, ha señalado en las tesis de jurisprudencia números 112 
y 116, visibles en el Informe de 1982, Segunda Parte, páginas 31 y 
93, respectivamente, lo siguiente: 

"AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. ACTOS DE LAS, 
DEBEN APOYARSE EN LEY. 

Los actos de autoridades administrativas que no estén au­
torizados por ley alguna, importan violación de garantías. " 

"COMPETENCIA, ALCANCE DE LOS ARTICULOS 14 Y 
16 CONSTITUCIONALES EN RELACION CON LA. 

Las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas 
en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tiene el 
alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de 
molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse 
por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en 
el propio acto como formalidades esenciales que le den 
eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la com­
petencia de quien los emita y el carácter con que este úl­
timo actúe, ya que bien podría hacerlo por sí mismo, por 
ausencia del titular de la dependencia correspondiente o 
por delegación de facultades. " 

3.4. Facultades en el Reglamento Interior de la SHCP 

Las amplias facultades que tiene la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público para celebrar convenios de coordinación fiscal con 
los Estados y proponer el acuerdo relativo al Distrito Federal; ejer­
cer en materia de infracciones o delitos las atribuciones señaladas 
a la Secretaría en el Código Fiscal de la Federación y en las demás 
leyes, para practicar visitas domiciliarias, imponer las sanciones 
correspondientes por infracciones a las disposiciones fiscales, así 
como formular las denuncias y querellas correspondientes, decla­
raciones de perjuicio o posible perjuicio, o bien, la posibilidad de 
abstenerse de formular denuncias, querellas, declaraciones de per­
juicio, o posible perjuicio o peticiones cuando exista impedimento 
legal o material para ello y proponer la petición de sobreseimiento 
del proceso; así como otorgar el perdón en los casos que proceda, 
se encuentran fundamentadas, en los artículos 4o. y 1 O, fracciones 
IX, XVI, XIX, XXIII, XXVI, XXVII, XXVIII y XLIX del Reglamento Interior 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público27, preceptos legales 

27 Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
D.O.F. 21 de octubre de 2014. 
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que, en relación con la práctica de visitas domiciliarias y comproba­
ción de la comisión de delitos fiscales, disponen: 

De conformidad con el artículo 4o. del Reglamento Interior de la 
SHCP, la representación, trámite y resolución de los asuntos com­
petencia de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, correspon­
de originalmente al Secretario. 

COMENTARIO: 

De conformidad con los preceptos legales mencionados, el Se­
cretario tiene la facultad de delegar algunas de sus atribuciones al 
Procurador Fiscal de la Federación. 

Las facultades del Procurador Fiscal de la Federación se encuen­
tran fundamentadas en el artículo 1 O de este Reglamento y con­
sisten principalmente en representar al Secretario en los asuntos 
jurídicos, actos de fiscalización e investigación de delitos fiscales. 

De conformidad con el citado artículo 1 O del Reglamento, las fa­
cultades del Procurador Fiscal son las siguientes: 

• Proponer los criterios, interpretaciones administrativas y medi­
das para la correcta interpretación de las leyes y demás dispo­
siciones de carácter general en las materias competencia de 
la Secretaría. Esta disposición es relevante, ya que los contri­
buyentes, en su mayoría, desconocen los criterios y algunas 
interpretaciones de las leyes fiscales que toman en considera­
ción las autoridades fiscales en el ejercicio del Procedimiento 
Administrativo de Ejecución y en el cobro coactivo de créditos 
fiscales. 

• Resolver los recursos administrativos en materia fiscal que 
sean de su competencia. 

• Ejercer, en materia de infracciones o delitos, las atribuciones 
señaladas a la Secretaría en el Código Fiscal de la Federación 
y en las demás leyes e imponer las sanciones correspondien­
tes por infracciones a dichas leyes. 

• Coordinarse con las autoridades fiscales de las entidades fe­
derativas en las materias de su competencia. Esta disposición 
es muy importante, ya que, por ejemplo, la Secretaría de Fi­
nanzas de una entidad federativa puede ejercer el Procedi­
miento Administrativo de Ejecución (PAE) por créditos fiscales 
FEDERALES, es decir, determinados por el Servicio de Ad­
ministración Tributaria, lo anterior en términos de la Ley de 
Coordinación Fiscal. 

• Realizar, en el ámbito de su competencia, el seguimiento y 
control de los procesos originados por las querellas, declara-
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torias de perjuicio, denuncias y peticiones formuladas por la 
Secretaría. Esta disposición se refiere al seguimiento y control 
por parte de la Secretaría, de asuntos penales, por ejemplo, el 
más común, en materia del Procedimiento Administrativo de 
Ejecución (PAE), es el que comete EL DEPOSITARIO INFIEL, 
aquella persona que quedó designada como DEPOSITARIO 
DE LOS BIENES EMBARGADOS y no los entrega cuando lo 
requiere la Secretaría por conducto de su órgano desconcen­
trado: el Servicio de Administración Tributaria (SAT) . 

3.5. Facultades en la Ley del SAT28 

El artículo 2o. de la Ley del Servicio de Administración Tributaria 
establece que las autoridades fiscales tienen la responsabilidad de 
aplicar la legislación fiscal y aduanera con el fin de que las perso­
nas físicas y morales contribuyan proporcional y equitativamente 
al gasto público, para ese fin, esta ley les otorga facultades para 
fiscalizar a los contribuyentes, a fin de verificar el cumplimiento de 
las disposiciones tributarias y aduaneras, de facilitar e incentivar el 
cumplimiento voluntario de dichas disposiciones, y de generar y 
proporcionar la información necesaria para el diseño y la evalua­
ción de la política tributaria. 

3.6. Facultades Otorgadas por el Código Fiscal de la Fede-. , 
rac1on 

A continuación se mencionan las facultades conferidas por el 
Código Fiscal de la Federación a las autoridades fiscales: 

Son créditos fiscales los que tenga derecho a percibir el Estado 
o sus organismos descentralizados que provengan de contribucio­
nes, de sus accesorios o de aprovechamientos. 

Las autoridades podrán remitir créditos fiscales al Servicio de Ad­
ministración Tributaria para su cobro. 

Lo anterior con fundamento en el artículo 4o. del Código Fiscal 
de la Federación. 

Para una mejor comprensión, a continuación se hace un análisis 
del precepto legal mencionado anteriormente: 

• El Estado o sus organismos descentralizados tienen derecho 
a percibir créditos fiscales de los particulares, en su calidad de 
contribuyentes. 

• La recaudación de esos créditos fiscales se hará por la Secre­
taría de Hacienda y Crédito Público o por las oficinas que ésta 
autorice, entendiéndose conferida esta facultad al Servicio de 
Administración Tributaria. 

28 Ley del Servicio de Administración Tributaria, D.O.F. del 17 de diciem­
bre de 2015. 
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• Otras autoridades, organismos o instituciones gubernamen­
tales pueden remitir para su cobro créditos fiscales al Servi­
cio de Administración Tributaria cumpliendo con las reglas 
de carácter general correspondientes, tenemos por ejemplo, 
la Secretaría de la Defensa Nacional, que al sancionar a sus 
proveedores por incumplimiento en las fechas de entrega, im­
pone las sanciones contenidas en los contratos celebrados 
con los particulares y las envía al Servicio de Administración 
Tributaria para su cobro. 

El artículo 13 del Código Fiscal establece: 

• La práctica de diligencias por las autoridades fiscales debe 
efectuarse en días y horas hábiles, que son las comprendidas 
entre las 7:30 y las 18:00 horas. 

• Una diligencia de notificación puede ser iniciada en horas há­
biles y concluirse en horas inhábiles sin perder su validez. 

• Existen excepciones a la disposición anterior, cuando se trata 
de verificación de mercancías en transporte, caso en que las 
autoridades no tienen límites de días, tiempo u horario. 

• Otra excepción se da cuando se trata de asegurar la contabili­
dad o bienes del particular, en este caso se podrá continuar la 
diligencia en días u horas inhábiles, con el requisito de haberla 
iniciado en días y horas hábiles. 

El artículo 21 del citado Código dispone: 

• Cuando no se cubran las contribuciones o los aprovechamien­
tos en la fecha o dentro del plazo fijado por las disposiciones 
fiscales, su monto se actualizará desde el mes en que debió 
hacerse el pago y hasta que el mismo se efectúe. 

• Deberán pagarse recargos por concepto de indemnización al 
fisco federal por la falta de pago oportuno. 

Del precepto legal anterior se aprecian los siguientes puntos im­
portantes para la determinación de contribuciones y sus acceso-

• r1os: 

• En el caso de omisión de contribuciones o pago extemporá­
neo, se causarán, adicionalmente, actualización y recargos. 

• La actualización consiste en aplicar a las contribuciones los In­
dices Nacionales de Precios al Consumidor publicados por el 
Banco de México, tomando el correspondiente al mes en que 
debió hacerse el pago y el relativo al mes en que se realiza o, 
en su caso, el del mes anterior si el del mes actual aún no se 
ha publicado. 
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• Los recargos se causarán hasta por cinco años, salvo en los 
casos señalados por el artículo 67 del Código Fiscal de la Fe­
deración, es decir, cuando no estén extintas las facultades de 
comprobación, en este caso se deberán hasta que tal situa-. , 
c1on ocurra. 

• En el último párrafo del artículo 21 del Código Fiscal de la 
Federación, se señala que en ningún caso las autoridades fis­
cales podrán liberar a los contribuyentes de la actualización 
de las contribuciones o condonar total o parcialmente los re­
cargos correspondientes, no obstante lo anterior, hemos sido 
testigos que cuando inicia o concluye un sexenio, las autorida­
des fiscales, ya sean federales o locales, a fin de recuperar los 
créditos fiscales, ofrecen condonaciones, hasta por el 100% 
de actualización, recargos y multas. 

3. 7. Facultades para Exigir el Pago de Créditos Fiscales 

Las facultades otorgadas a las autoridades administrativas fede­
rales con competencia para el cobro de créditos fiscales tienen su 
fundamento legal en lo ordenado por los artículos 14, 16 y 31, frac­
ción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, y del Código Fiscal de la Federación, el artículo 4, en el cual se 
otorga a las autoridades el derecho de cobro de créditos fiscales; 
en el Capítulo Tercero de este Código se regula el Procedimiento 
Administrativo de Ejecución, el cual se encuentra dividido en cuatro 
secciones: la primera, denominada "Disposiciones Generales", se 
fundamenta en los artículos 145 al 150; la segunda, denominada 
"Del Embargo", se regula por los artículos 151 al 163; la tercera, 
denominada "De la Intervención", prevista por los artículos 164 al 
172; la cuarta, denominada "Del Remate", comprende los artículos 
173 al 196-B. 

En el capítulo VII de esta obra se realiza un análisis desde el 
punto de vista jurídico del Procedimiento Administrativo de Ejecu­
ción, con el fin de conocer cómo deben ejercer esta facultad las 
autoridades fiscales, el alcance, efectos y consecuencias jurídicas, 
la normatividad aplicable y la afectación a los derechos de los con­
tribuyentes. 

3.8. Facultad para Embargar Precautoriamente 

Esta facultad se encuentra regulada por el artículo 145, fracción 
1, del Código Fiscal de la Federación, cuando el contribuyente se 
ubique en alguno de los siguientes supuestos: 

a) Haya desocupado el domicilio fiscal sin haber presentado el 
aviso de cambio de domicilio, después de haberse emitido la 
determinación respectiva. 
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b) Se oponga a la práctica de la notificación de la determina­
ción de los créditos fiscales correspondientes. 

c) Tenga créditos fiscales que debieran estar garantizados y 
no lo estén o la garantía resulte insuficiente, excepto cuando 
haya declarado, bajo protesta de decir verdad, que son los 
únicos bienes que posee. 

3.9. Facultad para Embargar e Intervenir la Negociación 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 151 fracciones I y 11, del 
Código Fiscal de la Federación, las autoridades fiscales para hacer 
efectivo un crédito fiscal exigible y el importe de sus accesorios 
legales, requerirán de pago al deudor y, en caso de que éste no 
pruebe en el acto haberlo efectuado, procederán como sigue: 

• A embargar bienes suficientes para, en su caso, rematarlos, 
enajenarlos fuera de subasta o adjudicarlos en favor del fisco, 
o a embargar los depósitos o seguros, a fin de que se realicen 
las transferencias de fondos para satisfacer el crédito fiscal y 
sus accesorios legales. 

• A embargar negociaciones con todo lo que de hecho y por de­
recho les corresponda, a fin de obtener, mediante la interven­
ción de ellas, los ingresos necesarios que permitan satisfacer 
el crédito fiscal y los accesorios legales. 

3.1 O. Facultad para Nombrar o Remover al Depositario 

Esta facultad se encuentra regulada por el artículo 153, en su pri­
mer y último párrafos, del Código Fiscal de la Federación, precepto 
legal que dispone: 

Los jefes de las oficinas ejecutoras, bajo su responsabilidad, 
nombrarán y removerán libremente a los depositarios, quienes de­
sempeñarán su cargo conforme a las disposiciones legales. 

El depositario será designado por el ejecutor cuando no lo hubie­
re hecho el jefe de la oficina exactora, pudiendo recaer el nombra­
miento en el ejecutado. 

3.11. Facultad para Exigir la Entrega de los Bienes Embarga­
dos 

Esta facultad se encuentra prevista por el artículo 153, tercer pá-
rrafo, del citado Código Fiscal Federal, mismo que establece: 

"La responsabilidad de los depositarios cesará con la en­
trega de los bienes embargados a satisfacción de las auto­
ridades fiscales." 
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3.12. Facultad para Designar al Interventor de la Negociación 

Esta facultad se encuentra prevista por el artículo 164, primer 
párrafo, del Código Fiscal de la Federación, mismo que dispone: 

Cuando las autoridades fiscales embarguen negociaciones, el 
depositario designado tendrá el carácter de: 

a) 1 nterventor con cargo a la caja. 

b) De administrador. 
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@ CAPITULO VII 

EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

1. EL ACTO ADMINISTRATIVO 

El Diccionario Jurídico Mexicano29 define al acto administrativo 
como: 

"ACTO ADMINISTRATIVO. l. Es el acto que realiza la au­
toridad administrativa. Expresa la voluntad de la autoridad 
administrativa, creando situaciones jurídicas individuales, a 
través de las cuales se trata de satisfacer las necesidades 
de la colectividad o comunidad ... 

En sentido formal, acto administrativo es todo acto del Po­
der Ejecutivo, que es el órgano administrativo del Estado. 
En sentido material, es el acto del Estado, intrínsecamen­
te administrativo, sin importar que el órgano estatal que lo 
realice sea el legislativo, el judicial o el administrativo ... ". 

De la definición anterior, podemos decir que el acto administrati­
vo es realizado por el Poder Ejecutivo o por las autoridades coordi­
nadas en materia fiscal, con la finalidad de realizar los actos que las 
leyes fiscales les conceden o facultan, para recaudar contribucio­
nes a fin de cubrir el gasto público, obtener la garantía del crédito 
fiscal determinado a un contribuyente o embargarles bienes sufi­
cientes con el auxilio de la fuerza pública. 

Los autores Luis Humberto Delgadillo Gutiérrez y Manuel Lucero 
Espinosa en su obra: "Compendio de Derecho Administrativo"30, 
mencionan lo siguiente: 

El ejercicio de las funciones del Estado es realizado por sus ór­
ganos, mediante diversos actos que constituyen la expresión de la 
voluntad estatal. 

29 Instituto de Investigaciones Jurídicas. UNAM. Diccionario Jurídico 
Mexicano. Tomo l. 7a. Ed. Editorial Porrúa. México. 1994. P 77. 

30 Delgadillo Gutiérrez, Luis Humberto y Lucero Espinosa, Manuel. Com­
pendio de Derecho Administrativo. 8a. Ed. Editorial Porrúa. México. 
2008. Pp 223 y 224. 
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La función administrativa se manifiesta con la emisión de actos 
concretos que afectan la esfera jurídica de los particulares. La for­
mación de estos actos se realiza a través de procedimientos; en la 
materia que nos ocupa, son administrativos. 

De la simple lectura al primer párrafo del artículo 16 Constitucio­
nal, podemos advertir que la actuación de la autoridad administra­
tiva, que afecte la esfera jurídica del gobernado, debe sujetarse al 
procedimiento establecido en la ley, además de manifestar el funda­
mento legal y las razones de su actuación. 

Esta causa legal del procedimiento se traduce en un elemento 
importante para calificar la actuación de la autoridad, de tal forma 
que cuando el mismo no ha sido realizado de acuerdo con lo dis­
puesto en dicho derecho fundamental tutelado por nuestra Consti­
tución Federal, el acto puede ser nulificado por ilegal. 

2. EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

2.1. Definición 

En esta sección se indica la fuente de la definición de procedi­
miento administrativo. 

Procedimiento Administrativo. Conjunto de trámites y forma­
lidades jurídicas que preceden a todo acto administrativo, como 
su antecedente y fundamento, los cuales son necesarios para su 
perfeccionamiento, condicionan su validez y persiguen un interés 
general. 

El procedimiento administrativo constituye un instrumento for­
mal, necesario para la producción de los actos de la administra­
ción, puesto que él mismo es el que le va a dar la condición de 
validez a éstos, ya que de no seguirse el procedimiento previsto por 
el ordenamiento legal, el acto que se produzca estará afectado de 
ilegalidad por vicios de procedimiento. 

El procedimiento administrativo es de carácter bilateral, consti­
tuye un instrumento regulador de la relación jurídico-administrativa, 
en tanto que vincula a las partes que en él intervienen (autoridad-go­
bernado), a través del cual se establecen derechos, obligaciones y 
cargas, en las distintas fases cronológicas en las que se desenvuel­
ve hasta concluir con la decisión final.31 

Gabino Fraga, en su obra "Derecho Administrativo" define al Pro­
cedimiento Administrativo como el conjunto de formalidades y ac­
tos que preceden y preparan el acto administrativo. 

31 ldem. Pp 228 y 229. 
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2.2. Formalidades 

Las autoridades, al ejercer el procedimiento administrativo, de­
ben cumplir con lo establecido por las leyes. 

Asimismo, establece que en el procedimiento administrativo de­
be respetarse la garantía de audiencia, con fundamento en el artícu­
lo 14 Constitucional, la cual consiste en lo siguiente: 

• Que el afectado tenga conocimiento de la iniciación del proce­
dimiento, del contenido y consecuencias que se producirán. 

• Se le dé oportunidad al gobernado de interponer medios de 
defensa. 

• Que se analicen los argumentos del afectado y sus pruebas. 

• Que se concluya con una resolución apegada a derecho. 

2.3. Tesis de Jurisprudencia 

FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIEN­
TO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y 
OPORTUNA DEFENSA PREVIO AL ACTO PRIVATIVO. 

La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 
Constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportu­
nidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, 
libertad, propiedad, posesiones o derecho, y su debido 
respeto impone a las autoridades. entre otras obligaciones. 
la de que en el juicio que se siga "se cumplan las forma­
lidades esenciales del procedimiento". Estas son las que 
resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada 
antes del acto de privación y que, de manera genérica, se 
traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del 
inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La opor­
tunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se fin­
que la defensa; 3) La oportunidad de alegar y 4) El dictado 
de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De 
no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el 
fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión 
del afectado. 

Amparo directo en revisión 2961 /90. Opticas Devlin del 
Norte, S.A., 12 de marzo de 1992. Ponente: Mariano Azuela 
Güitrón. Secretaria: Ma. Estela Ferrer Mac Gregor Poisot. 

El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el miérco­
les veinte de mayo en curso, por unanimidad de diecinueve 
votos de los señores ministros presidentes Ulises Schmill 
Ordóñez, Carlos de Silva Nava, Ignacio Magaña Cárdenas, 
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José Trinidad Lanz Cárdenas, Samuel Alba Leyva, Noé 
Castañón León, Felipe López Contreras, Luis Fernández 
Doblado, José Antonio Llanos Duarte, Santiago Rodríguez 
Roldán, Ignacio Moisés Cal y Mayor Gutiérrez, Clementina 
Gil de Lester, Atanasia González Martínez, José Manuel Vi­
llagordoa Lozano, Fusta Moreno Flores, Carlos García Váz­
quez, Mariano Azuela Güitrón, Juan Díaz Romero y Sergio 
Hugo Chapital Gutiérrez; aprobó con el número LV/92, la 
tesis que antecede y determinó que la votación es idónea 
para integrar tesis de jurisprudencia. Ausente: Victoria Ada­
to Green. México, Distrito Federal, a veintidós de mayo de 
mil novecientos noventa y dos. 

Visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción número 53. Mayo de 1992. Pág. 34. 

2.4. Normatividad 

El Código Fiscal de la Federación, entre otros ordenamientos 
legales, establece una sistematización sobre las formalidades del 
procedimiento administrativo. 

Asimismo, existen diversas normas en materia de procedimiento 
administrativo, algunas de ellas especiales, como la protección de 
marcas registradas. 
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@ CAPITULO VIII 

EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE 
EJECUCION 

1. CONCEPTOS 

1.1. Ejecución 

La ejecución la entendemos como una obligación de hacer, una 
acción de las autoridades fiscales, el mandamiento y cumplimiento 
de una orden. 

1.2. Procedimiento Administrativo de Ejecución 

El Procedimiento Administrativo de Ejecución (PAE) lo entende­
mos como la facultad económico-coactiva que tienen las autorida­
des fiscales para exigir el pago de créditos fiscales que no hayan 
sido pagados o garantizados dentro del plazo señalado por la Ley. 

Lo anterior con fundamento en el artículo 145 del Código Fiscal 
de la Federación. 

Al respecto, debemos tener en consideración lo siguiente: 

• Los créditos fiscales, de conformidad con el artículo 4 del ci­
tado Código, son las cantidades que tiene derecho a recibir 
el Estado; éstos pueden ser determinados por el propio con­
tribuyente o por las autoridades fiscales en ejercicio de sus 
facultades de fiscalización. 

• En caso de no haber pagado o garantizado los créditos fis­
cales dentro de los plazos legales, las autoridades emiten 
un documento llamado "Mandamiento de Ejecución", con la 
respectiva orden de pago o embargo, en caso de no realizar 
el pago en el momento de la diligencia, el ejecutor solicitará 
al deudor que señale bienes suficientes para cubrir el crédito 
fiscal, en caso de negativa, el ejecutor procederá a señalar 
bienes suficientes y éstos serán embargados. 

• El Procedimiento Administrativo de Ejecución va desde el re­
querimiento de pago, embargo, avalúo de bienes, la publica-
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ción de convocatorias para el remate y el remate de los bienes 
embargados. 

2. ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJE­
CUCION 

El Procedimiento Administrativo de Ejecución (PAE), se realiza 
mediante diversos actos de autoridad: 

2.1. Acto Inicial 

Este acto se origina cuando el deudor del crédito fiscal no ha 
pagado o garantizado el crédito fiscal dentro de los plazos que se­
ñala la Ley, por tanto, las autoridades fiscales inician sus facultades 
económico-coactivas. 

En relación con el acto inicial, debemos tomar en consideración 
lo ordenado por los siguientes artículos del Código Fiscal de la Fe­
deración: 

• El artículo 4 establece que son créditos fiscales los que tenga 
derecho a percibir el Estado o sus organismos descentraliza­
dos que provengan de contribuciones, de sus accesorios o de 
aprovechamientos. 

• El artículo 65 dispone que las contribuciones omitidas que las 
autoridades fiscales determinen como consecuencia del ejer­
cicio de sus facultades de comprobación, así como los demás 
créditos fiscales, deberán pagarse o garantizarse, junto con 
sus accesorios, dentro de los treinta días si~uientes a aquél en 
que haya surtido efectos para su notificacion. 

• El artículo 142, fracción 1, nos otorga el derecho a garantizar 
el interés fiscal, cuando se solicite la suspensión del procedi­
miento administrativo de ejecución. 

• El artículo 144 ordena la no ejecución de los actos administra­
tivos cuando se garantice el interés fiscal, reuniendo los requi­
sitos legales. 

• El artículo 145 faculta a las autoridades fiscales para exigir el 
pago de los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos 
o garantizados dentro de los plazos señalados por la Ley, me­
diante el procedimiento administrativo de ejecución (PAE). 

2.2. El Mandamiento de Ejecución 

Una vez que las autoridades fiscales detectan que un contribu­
yente no ha cubierto un determinado crédito fiscal y éste se encuen­
tra firme, es decir, que han transcurrido los plazos legales señalados 
por la Ley, dichas autoridades emiten el Oficio denominado "Man-
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damiento de Ejecución", documento en el cual la autoridad exacto­
ra ordena al ejecutor el cobro coactivo de los créditos fiscales que 
no hayan sido pagados o garantizados por el contribuyente. 

Respecto al procedimiento para notificar el "Mandamiento de 
Ejecución", se reproduce la siguiente Tesis: 

REQUERIMIENTO DE PAGO Y EMBARGO. EL MAN­
DAMIENTO DE EJECUCION DEBE NOTIFICARSE AL 
CONTRIBUYENTE EN TERMINOS DEL ARTICULO 137 
DEL CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION. 

En la legislación fiscal no existe imperativo que exija la en­
trega del mandamiento de ejecucion en se haya designado 
al ejecutor y ordenado la práctica de la diligencia de reque­
rimiento de pago y embargo; empero, no sería correcto que 
la autoridad exactora acudiera al domicilio del contribuyen­
te, lo requiriera de pago y no hiciera de su conocimiento el 
mandamiento relativo. Ello es así porque, en esa hipótesis, 
el ejercicio de las facultades de las autoridades fiscales 
debe realizarse en estricto acatamiento de lo que estable­
ce el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como los artículos 151 y 152 del 
Código Fiscal de la Federación, por lo que necesariamente 
el mandamiento de ejecución o requerimiento de pago y 
embargo no sólo debe constar por escrito, estar firmado, 
ser emitido por autoridad competente y contener el nombre 
de la persona facultada para llevar a cabo las diligencias 
respectivas, sino que debe hacerse del conocimiento de la 
persona a la que se requerirá el pago, con las exigencias 
que prevé el artículo 137 del Código Fiscal de la Federa­
ción, a fin de que lo conozca y advierta fehacientemente 
si se han cumplido o no los requisitos constitucionales y 
legales citados, para que, en su caso, pueda impugnarlo, 
incluso, por vicios propios, dado que está de por medio la 
tutela a la garantía individual de seguridad jur,dica. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
SEPTIMO CIRCUITO. 

Revisión fiscal 139/2006. Administrador Local Jurídico de 
Xalapa, unidad administrativa encargada de la defensa jurí­
dica del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe 
del SeNicio de Administración Tributaria y de la autoridad 
demandada. 28 de noviembre de 2006. Unanimidad de vo­
tos. Ponente: Mario A. Flores García. Secretaria: María de 
Jesús Ruíz Marinero. 
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2.3. Requerimiento de Pago o Embargo 

2.3.1. El requerimiento de pago 

El primer párrafo del artículo 145 del Código Fiscal de la Fede­
ración, faculta a las autoridades fiscales para exigir el pago de los 
créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garantizados 
dentro de los plazos señalados por la Ley, mediante procedimiento 
administrativo de ejecución. 

Con fundamento en lo ordenado por el artículo 152 del Código 
Fiscal de la Federación, el ejecutor designado por el jefe de la ofi­
cina exactora se constituirá en el luQar donde se encuentren los 
bienes propiedad del deudor y debera identificarse ante la persona 
con quien se practicará la diligencia de requerimiento de pago y de 
embargo de bienes, con intervención de la negociación en su caso, 
cumpliendo las formalidades que se señalan para las notificaciones 
en este Código. 

De esta diligencia se levantará acta circunstanciada de la que 
se entregará copia a la persona con quien se entienda la misma, y 
se notificará al propietario de los bienes embargados a través del 
Buzón Tributario. 

En esta etapa del P.A.E., el contribuyente, al recibir la notificación 
del "Mandamiento de Ejecución" y el ejecutor realice la diligencia 
de requerimiento de pago de los créditos fiscales, dicho contribu­
yente debe demostrar que ha realizado el pago respectivo, garanti­
zar el crédito fiscal, o que ha impugnado los créditos fiscales y los 
ha garantizado. 

2.3.2. El embargo 

Esta etapa del P.A.E. se presenta cuando el ejecutor ha realizado 
la diligencia de requerimiento de pago de los créditos fiscales y 
el contribuyente no demostró que ha realizado el pago respectivo, 
tampoco demostró que ha garantizado el crédito fiscal o que ha im­
pugnado los créditos fiscales y los ha garantizado. En este supues­
to, el ejecutor procederá conforme a lo dispuesto por el artículo 151 
del Código Fiscal de la Federación en los términos siguientes: 

• A embargar bienes suficientes para, en su caso, rematarlos, 
enajenarlos fuera de subasta o adjudicarlos en favor del fis­
co, o a embargar los depósitos o seguros a que se refiere el 
artículo 155, fracción I del presente Código, a fin de que se 
realicen las transferencias de fondos para satisfacer el crédito 
fiscal y sus accesorios legales. 

• A embargar la negociación con todo lo que de hecho y por 
derecho le corresponda, a fin de obtener, mediante la interven-
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ción de ellas, los ingresos necesarios que permitan satisfacer 
el crédito fiscal y los accesorios legales. 

• El embargo de bienes raíces (bienes inmuebles), de derechos 
reales o de negociaciones de cualquier género se inscribirá en 
el registro público que corresponda en atención a la naturale­
za de los bienes o derechos de que se trate. 

Para una mejor comprensión del tema, analizaremos cada tipo 
de embargo: 

2.3.2.1. Embargo de bienes 

El embargo de bienes lo entendemos como el secuestro, bienes 
en depósito o extracción de bienes propiedad del contribuyente o 
de quien se encuentre en posesión de dichos bienes, con el fin de 
garantizar el pago de créditos fiscales y sus accesorios. 

-EL DERECHO A SENALAR BIENES 

El artículo 155 del Código Fiscal de la Federación otorga a la 
persona con quien se entienda la diligencia de embargo el derecho 
de señalar bienes, siempre que los mismos sean de fácil realización 
o venta, sujetándose al orden siguiente: 

• Dinero, metales preciosos, depósitos bancarios, componen­
tes de ahorro o inversión asociados a seguros de vida que no 
formen parte de la prima que haya de erogarse para el pago 
de dicho seguro, salvo los depósitos que una persona tenga 
en su cuenta individual de ahorro para el retiro hasta por un 
monto de 20 salarios mínimos elevados al año. En estos ca­
sos, el embargo será hasta por el importe del crédito fiscal 
actualizado y sus accesorios legales. 

• Acciones, bonos, cupones vencidos, valores mobiliarios y en 
general créditos de inmediato y fácil cobro a cargo de entida­
des o dependencias de la Federación, Estados y Municipios y 
de instituciones o empresas de reconocida solvencia. 

• Bienes muebles no comprendidos en las fracciones anterio­
res. 

• Bienes inmuebles. En este caso, el deudor o la persona con 
quien se entienda la diligencia deberá manifestar, bajo protes­
ta de decir verdad, si dichos bienes reportan cualquier grava­
men real, embargo anterior, se encuentran en copropiedad o 
pertenecen a sociedad conyugal alguna. 

La persona con quien se entienda la diligencia de embargo po­
drá designar dos testigos, y si no lo hiciere o al terminar la diligencia 
los testigos designados se negaren a firmar, así lo hará constar el 
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ejecutor en el acta, sin que tales circunstancias afecten la legalidad 
del embargo. 

-BIENES SENALADOS POR EL EJECUTOR 

Con fundamento en el artículo 156 del CFF, el ejecutor podrá se­
ñalar bienes sin sujetarse al orden establecido en el artículo anterior, 
cuando el deudor o la persona con quien se entienda la diligencia: 

• No señale bienes suficientes a juicio del ejecutor o no haya 
seguido dicho orden al hacer el señalamiento. 

• Cuando teniendo el deudor otros bienes susceptibles de em­
bargo, señale: 

a) Bienes ubicados fuera de la circunscripción de la oficina 
ejecutora. 

b) Bienes que ya reporten cualquier gravamen real o algún 
embargo anterior. 

e) Bienes de fácil descomposición o deterioro o materias in­
flamables. 

El ejecutor deberá señalar, invariablemente, bienes que sean de 
fácil realización o venta. 

DEPOSITARIO DE LOS BIENES 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 153 del Código 
Fiscal de la Federación, los bienes o negociaciones embargados 
se podrán dejar bajo la guarda del o de los depositarios que se 
hicieren necesarios. Cabe mencionar que los jefes de las oficinas 
ejecutoras, podrán nombrar y remover libremente a los deposita­
rios, quienes desempeñarán su cargo conforme a las disposiciones 
legales. 

COMENTARIO: 

La persona que quede como depositario de los bienes adquiere 
una gran responsabilidad sobre los bienes en depósito, ya que si se 
dañan, se pierden, los vende o los roban, debe responder por ellos 
ante las autoridades fiscales, quienes tienen la facultad de consi­
derarlo como "depositario infiel", en tal caso, será sancionado con 
penas privativas de la libertad. 

BIENES NO SUSCEPTIBLES DE EMBARGO 

Es importante mencionar que la autoridad exactora no puede 
embargar todos los bienes del contribuyente, con fundamento en lo 
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ordenado por el artículo 157 del Código Fiscal de la Federación, en 
el cual se señala que quedan exceptuados de embargo: 

• El lecho cotidiano y los vestidos del deudor y de sus familia­
res. 

• Los muebles de uso indispensable del deudor y de sus fami­
liares, no siendo de lujo a juicio del ejecutor. Esta disposición 
se considera un riesgo jurídicamente hablando, ya que queda 
a juicio del ejecutor qué bienes son de lujo, es decir, es una 
facultad discrecional, debiendo ser reglada para evitar abusos 
de autoridad. 

• Los libros, instrumentos, útiles y mobiliario indispensable para 
el ejercicio de la profesión, arte y oficio a que se dedique el 
deudor. 

• La maquinaria, enseres y semovientes de las negociaciones, 
en cuanto fueren necesarios para su actividad ordinaria a jui­
cio del ejecutor, pero podrán ser objeto de embargo con la 
negociación en su totalidad si a ella están destinados. Nueva­
mente, en esta disposición, queda a juicio del ejecutor si son 
necesarios para la actividad del deudor, otorgándole faculta­
des discrecionales en perjuicio del contribuyente. 

• Las armas, vehículos y caballos que los militares en servicio 
deban usar conforme a las leyes. 

• Los granos, mientras éstos no hayan sido cosechados, pero 
no los derechos sobre las siembras. 

• El derecho de usufructo, pero no los frutos de éste. 

• Los derechos de uso o de habitación. 

• El patrimonio de familia en los términos que establezcan las 
leyes, desde su inscripción en el Registro Público de la Pro­
piedad. 

• Los sueldos y salarios. 

• Las pensiones de cualquier tipo. 

• Los ejidos. 

• Los depósitos que una persona tenga en su cuenta individual 
de ahorro para el retiro, incluidas las aportaciones voluntarias 
y complementarias hasta por un monto de 20 salarios míni­
mos elevados al año. 
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2.3.2.2. Inmovilización de depósitos bancarios 

El artículo 156 Bis del CFF, establece que la autoridad fiscal pro­
cederá a la inmovilización de depósitos bancarios, seguros o cual­
quier otro depósito en moneda nacional o extranjera que se realice 
en cualquier tipo de cuenta que tenga a su nombre el contribu­
yente, a excepción de los depósitos que una persona tenga en su 
cuenta individual de ahorro para el retiro, hasta por el monto de las 
aportaciones efectuadas conforme a la ley de la materia, de acuer­
do con lo siguiente: 

• Cuando los créditos fiscales se encuentren firmes. 

• Tratándose de créditos fiscales que se encuentren impugna­
dos y no estén debidamente garantizados, procederá la inmo­
vilización en los siguientes supuestos: 

a) Cuando el contribuyente no se encuentre localizado en su 
domicilio o desocupe el local donde tenga su domicilio fis­
cal sin presentar el aviso de cambio de domicilio al registro 
federal de contribuyentes. 

b) Cuando no esté debidamente asegurado el interés fiscal 
por resultar insuficiente la garantía ofrecida. 

c) Cuando la garantía ofrecida sea insuficiente y el contribu­
yente no haya efectuado la ampliación requerida por la au­
toridad. 

d) Cuando se hubiera realizado el embargo de bienes cuyo 
valor sea insuficiente para satisfacer el interés fiscal o se 
desconozca el valor de éstos. 

Sólo procederá la inmovilización hasta por el importe del crédito 
fiscal y sus accesorios o cuando la garantía ofrecida no alcance a 
cubrir los mismos a la fecha en que se lleve a cabo la inmovilización. 

Para este fin, la autoridad fiscal ordenará mediante oficio dirigi­
do a la unidad administrativa competente de la Comisión Nacio­
nal Bancaria y de Valores, de la Comisión Nacional de Seguros y 
Fianzas o de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el 
Retiro, según proceda, o bien a la entidad financiera o sociedad 
cooperativa de ahorro y préstamo a la que corresponda la cuenta, 
a efecto de que estas últimas realicen la inmovilización y conserven 
los fondos depositados. 

En los casos en que el contribuyente, la entidad financiera, so­
ciedades de ahorro y préstamo o de inversiones y valores, haga del 
conocimiento de la autoridad fiscal que la inmovilización se realizó 
en una o más cuentas del contribuyente por un importe mayor al 
señalado en el segundo párrafo de este artículo, ésta deberá orde-
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nar a más tardar dentro de los tres días siguientes a aquél en que 
hubiere tenido conocimiento de la inmovilización en exceso, que se 
libere la cantidad correspondiente. 

COMENTARIO: 

No procederá el embargo de bienes respecto de aquellos crédi­
tos fiscales que hayan sido pagados o garantizados, o si fueron im­
pugnados por la v1a administrativa o jurisdiccional y se encuentren 
garantizados en términos de lo establecido en las disposiciones 
legales aplicables. 

2.3.2.3. De la intervención de la negociación 

El artículo 164 del CFF, establece que cuando las autoridades 
fiscales embarguen negociaciones, el depositario designado tendrá 
el carácter de interventor con cargo a la caja o de administrador. 

INTERVENTOR CON CARGO A LA CAJA 

El artículo 165 del CFF, establece que el interventor con cargo a 
la caja después de separar las cantidades que correspondan por 
concepto de salarios y demás créditos preferentes a que se refiere 
este Código, así como los costos y gastos indispensables para la 
operación de la negociación y deberá retener hasta el 10% de los 
ingresos percibidos por ésta y enterarlos en la caja de la oficina 
ejecutora diariamente o a medida que se efectúe la recaudación. 

Cuando el interventor tenga conocimiento de irregularidades en 
el manejo de la negociación o de operaciones que pongan en peli­
gro los intereses del fisco federal, dictará las medidas provisionales 
urgentes que estime necesarias para proteger dichos intereses y 
dará cuenta a la oficina ejecutora, la que podrá ratificarlas o modi­
ficarlas. 

Si las medidas a que se refiere el párrafo anterior no fueren aca­
tadas, la oficina ejecutora ordenará que cese la intervención con 
cargo a la caja y se convierta en administración, o bien se procede­
rá a enajenar la negociación, conforme a este Código y las demás 
disposiciones legales aplicables o, en su caso, procederá a solicitar 
ante la autoridad competente el inicio del concurso mercantil. 

INTERVENTOR ADMINISTRADOR 

FACULTADES 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 166 del CFF, el interventor 
administrador tendrá todas las facultades que normalmente corres­
pondan a la administración de la sociedad y plenos poderes con las 
facultades que requieran cláusula especial conforme a la ley, para 
ejercer actos de dominio y de administración, para pleitos y co-
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branzas, otorgar o suscribir títulos de crédito, presentar denuncias 
y querellas y desistir de estas últimas, previo acuerdo de la oficina 
ejecutora, así como para otorgar los poderes generales o especia­
les que juzgue conveniente, revocar los otorgados por la sociedad 
intervenida y los que él mismo hubiere conferido. 

Tratándose de negociaciones que no constituyan una sociedad, 
el interventor administrador tendrá todas las facultades de dueño 
para la conservación y buena marcha del negocio. 

OBLIGACIONES DEL INTERVENTOR ADMINISTRADOR 

Las obligaciones del interventor administrador, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 167 del CFF, son las siguientes: 

• Rendir cuentas mensuales comprobadas a la oficina ejecuto­
ra. 

• Recaudar el 10% de las ventas o ingresos diarios en la nego­
ciación intervenida, después de separar las cantidades que 
correspondan por concepto de salarios y demás créditos pre­
ferentes a que se refiere el Código, y enterar su importe al 
fisco federal en la medida que se efectúe la recaudación. 

• El interventor administrador no podrá enajenar los bienes del 
activo fijo. Cuando se den los supuestos de enajenación de 
la negociación intervenida a que se refiere el artículo 172 del 
Código, se procederá al remate. 

2.3.2.4. Del remate de bienes embargados 

El remate es un acto jurídico que tiene como fin vender los bie­
nes embargados al deudor del fisco para cubrir el crédito fiscal más 
accesorios, mismos que no fueron pagados ni garantizados por el 
contribuyente dentro de los plazos legales. 

El remate de bienes embargados se encuentra regulado por di­
versos artículos del CFF, mismos que establecen lo siguiente: 

PROCEDENCIA DE LA ENAJENACION 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 173 del CFF, la 
enajenación de bienes embargados, procederá: 

• A partir del día siguiente a aquél en que se hubiese fijado la 
base. 

• En los casos de embargo precautorio a que se refiere el artícu­
lo 145 de este Código, cuando los créditos se hagan exigibles 
y no se paguen al momento del requerimiento. 



EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCION 99 

• Cuando el embargado no proponga comprador dentro del 
plazo a que se refiere la fracción I del artículo 192 de este 
Código. 

• Al quedar firme la resolución confirmatoria del acto impugna­
do, recaído en los medios de defensa fiscal que se hubieren 
hecho valer. 

SUBASTA PUBLICA EN MEDIOS ELECTRONICOS 

La enajenación de los bienes embargados se hará en subasta 
pública que se llevará a cabo a través de medios electrónicos, con 
fundamento en el artículo 17 4 del CFF. 

BASE PARA ENAJENAR BIENES INMUEBLES EMBARGADOS 

La base para enajenación de los bienes inmuebles embargados 
será el de avalúo y para negociaciones, el avalúo pericial, ambos 
conforme a las reglas que establezca el reglamento de este Códi­
go. La autoridad notificará personalmente o por medio del Buzón 
Tributario el avalúo practicado. Lo anterior, con fundamento en el 
artículo 175 del CFF. 

INCONFORMIDAD CON EL AVALUO DE LOS BIENES 

El embargado o terceros acreedores que no estén conformes 
con la valuación hecha, podrán hacer valer el recurso de revocación 
a que se refiere la fracción 11, inciso b) del artículo 117, en relación 
con el 127 de este Código, debiendo designar en el mismo como 
perito de su parte a cualquiera de los valuadores señalados en el 
Reglamento de este Código o alguna empresa o institución dedica­
da a la compraventa y subasta de bienes, en caso de no hacerlo, 
se considerará aceptado el avalúo de la autoridad fiscal. Lo anterior 
con fundamento en el artículo 175 del CFF. 

CONVOCATORIA DE REMATE 

El remate deberá ser convocado al día siguiente de haberse 
efectuado la notificación del avalúo, para que tenga verificativo den­
tro de los veinte días siguientes, de conformidad con lo ordenado 
por el artículo 176 del CFF. 

PUBLICACION DE LA CONVOCATORIA 

La convocatoria se publicará en la página electrónica de las auto­
ridades fiscales, en la cual se darán a conocer los bienes objeto del 
remate, el valor que servirá de base para su enajenación, así como 
los requisitos que deberán cumplir los postores para concurrir al 
mismo, de conformidad con lo ordenado por el artículo 176 del CFF. 
Para tal fin, los interesados deberán ingresar a la página de Internet 
del SAT, eligiendo la opción: "SubastaSat". 
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REQUISITOS QUE DEBEN CUMPLIR LOS INTERESADOS 

Para los efectos del artículo 105 del Reglamento del CFF los inte­
resados en participar en el remate deberán cumplir con lo siguiente: 

l. Contar con la Clave de Identificación de Usuario (ID) a que 
se refiere el artículo 105, fracción I del Reglamento del CFF, la 
cual se obtendrá proporcionando los siguientes datos: 

Tratándose de personas físicas: 

a) Clave en el RFC a diez posiciones. 

b) Nombre. 

e) Nacionalidad. 

d) Dirección de correo electrónico. 

e) Domicilio para oír y recibir notificaciones. 

f) Teléfono particular o de oficina. 

g) Contraseña que designe el interesado. 

Tratándose de personas morales: 

a) Clave en el RFC. 

b) Denominación o razón social. 

e) Fecha de constitución. 

d) Dirección de correo electrónico. 

e) Domicilio para oír y recibir notificaciones. 

f) Teléfono de oficina. 

g) Contraseña que designe el interesado. 

11. Realizar el pago que por concepto de comisión bancaria se­
ñalen las instituciones de crédito. 

111. Efectuar el pago equivalente cuando menos al 10% del valor 
fijado a los bienes en la convocatoria. 

IV. Enviar la postura ofrecida a que se refiere el artículo 105, frac­
ción II del Reglamento del CFF, a través de la página de Inter­
net del SAT. 
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PLAZO Y REQUISITOS PARA SOLICITAR LOS EXCEDENTES 
DEL PRODUCTO DEL REMATE O ADJUDICACION 

En el caso de que existan excedentes en la adjudicación, des­
pués de haberse cubierto el crédito fiscal y sus accesorios, se entre­
garán al deudor o al tercero gue éste designe por escrito, hasta que 
se lleve a cabo la enajenacion del bien de que se trate, salvo que 
medie orden de autoridad competente. En el caso de que la ena­
jenación no se verifique dentro de los 24 meses siguientes a aquél 
en el que se firmó el acta de adjudicación correspondiente, los ex­
cedentes de los bienes, descontadas las erogaciones o gastos que 
se hubieren tenido que realizar por pasivos o cargas adquiridas con 
anterioridad a la adjudicación, se entregarán al deudor o al tercero 
que éste designe por escrito hasta el último mes del plazo antes ci­
tado. La entrega de conformidad con lo dispuesto por los artículos: 
196 del Código Fiscal de la Federación y 113 de su Reglamento, se 
realizará en los términos que establezca el Servicio de Administra­
ción Tributaria mediante reglas de carácter general. 

El embargado deberá solicitar la entrega del excedente del rema­
te del bien subastado, en un plazo de seis meses contado a partir 
del día siguiente a aquél en que surta efectos la notificación de la 
aplicación del producto obtenido al pago de los créditos fiscales, 
conforme a lo siguiente: 

El propietario del bien o su representante legal, presentará soli­
citud mediante escrito libre ante la ALR que corresponda a su do­
micilio fiscal, o a través de Buzón Tributario, cumpliendo con los 
requisitos que establecen los artículos 18, 18-A y 19 del CFF. 

A la solicitud deberá adjuntar la siguiente documentación: 

a) Documento con el que acredite la propiedad del bien subas­
tado. 

b) Original y copia para cotejo del contrato de apertura de la 
cuenta bancaria abierta a nombre del propietario del bien 
subastado, que señale para el depósito del excedente. 

e) Copia del estado de cuenta bancaria, no mayor a dos meses 
de su expedición, que contenga el número de clabe inter­
bancaria. 

d) Original y copia de identificación oficial, del embargado y en 
su caso, del representante legal. 

e) Original y copia del documento que acredite la representa­
ción legal, en su caso. 

Adicionalmente, en su escrito deberá manifestar bajo protesta de 
decir verdad que no le han sido revocadas dichas facultades. 



102 EDICIONES FISCALES ISEF 

La autoridad entregará la cantidad respectiva en un plazo de tres 
meses contado a partir del día siguiente a aquél en que se presente 
la solicitud, con los requisitos anteriormente señalados. 

ABANDONO A FAVOR DEL FISCO FEDERAL 

De conformidad con el tercer párrafo de la fracción IV del ar­
tículo 196-A del CFF, cuando los bienes hubieran causado abando­
no, las autoridades fiscales notificarán personalmente, por medio 
del Buzón Tributario o por correo certificado con acuse de recibo 
a los propietarios de los mismos, que ha transcurrido el plazo de 
abandono y que como consecuencia pasan a propiedad del fisco 
federal. En los casos en que no se hubiera señalado domicilio o el 
señalado no corresponda a la persona, la notificación se efectuará 
a través del Buzón Tributario. 

3. REQUISITOS DE LA NOTIFICACION 

De conformidad con lo dispuesto por la fracción 1, del artículo 
134 del citado Código Fiscal, las notificaciones de los actos admi­
nistrativos se harán: 

a) Personalmente. 

b) Por correo certificado. 

c) Por medio de mensaje de datos con acuse de recibo en el 
Buzón Tributario. 

Lo anterior, cuando se trate de citatorios, requerimientos, soli­
citudes de informes o documentos y de actos administrativos que 
puedan ser recurridos. 

Para el caso sujeto a estudio, se incluyen en estos supuestos: el 
citatorio, el requerimiento de pago y los actos administrativos que 
realice el ejecutor. 

Por otra parte, el ejecutor designado por el jefe de la oficina exac­
tora, debe cumplir con los requisitos de la notificación previstos por 
el artículo 137 del Código Fiscal de la Federación, en los términos 
siguientes: 

3.1. Notificación Personal 

Cuando la notificación se efectúe personalmente y el notificador 
no encuentre a quien deba notificar, le dejará citatorio en el domi­
cilio, para que el contribuyente o su representante lo espere a una 
hora fija del día hábil posterior o para que acuda a notificarse a las 
oficinas de las autoridades fiscales dentro del plazo de seis días 
contado a partir de aquél en que fue dejado el citatorio. 
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El citatorio tendrá por objeto la espera del notificador y, si la per­
sona citada o su representante legal no esperaren, se practicará la 
diligencia con quien se encuentre en el domicilio o en su defecto 
con un vecino. En caso de que estos últimos se negasen a recibir la 
notificación, ésta se hará por medio del Buzón Tributario. 

3.2. Notificación Vía Buzón Tributario 

En caso de que el requerimiento de pago a que hace referen­
cia el artículo 151 del Código, no pueda realizarse personalmente 
porque la persona a quien deba notificarse no sea localizada en 
el domicilio fiscal, se ignore su domicilio o el de su representante, 
desaparezca, se oponga a la diligencia de notificación o se coloque 
en el supuesto previsto en la fracción V del artículo 11 O del citado 
Código, la notificación del requerimiento de pago y la diligencia de 
embargo se realizarán a través del Buzón Tributario. 

Para utilizar el Buzón Tributario se requiere contar con el Registro 
Federal de Contribuyentes, contraseña o e.firma (antes FIEL, firma 
electrónica). 

Para enviar información que deba ser firmada, se debe utilizar la 
e.firma. 

Para habilitar el Buzón Tributario es necesario registrar uno o va­
rios correos electrónicos, así, se podrán recibir las notificaciones 
del Servicio de Administración Tributaria (SAT). 

El Buzón Tributario es una herramienta que facilita la comunica­
ción directa con las autoridades fiscales, para estar en posibilidad 
de cumplir determinadas obligaciones fiscales sin necesidad de 
acudir a las oficinas de las citadas autoridades fiscales. 

4. EL PAGO DE CONTRIBUCIONES Y SUS ACCESORIOS 

El contribuyente tiene la posibilidad de evitar el embargo de sus 
bienes, ofreciendo al ejecutor el pago de las contribuciones y sus 
accesorios en el transcurso de la diligencia. El ejecutor levantará 
Acta Circunstanciada de ese hecho, asentando que realizó el cobro 
coactivo o que el contribuyente comprobó el pago de los créditos 
fiscales y sus accesorios. 

5. GARANTIA DEL INTERES FISCAL 

5.1. Definición 

Por garantía del interés fiscal entendemos el ofrecimiento que 
hace el contribuyente a favor de las autoridades fiscales de bienes 
suficientes que cubran los créditos fiscales a su cargo, o con una 
fianza, con lo cual cumple con su obligación sustantiva, que consis­
te en el pago de las contribuciones y sus accesorios. 
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5.2. Fundamento Legal 

La garantía del interés fiscal se encuentra regulada por los artícu­
los 141 al 144 del Código Fiscal de la Federación y por los artículos 
60 al 71 de su Reglamento. 

5.3. Tipos de Garantía 

A) Genérica. Puede recaer sobre cualquier bien del contribu­
yente. 

B) Específica. Cuando el contribuyente señala los bienes sufi­
cientes para cubrir el crédito fiscal, en caso de no hacerlo, el 
ejecutor los señalará. 

5.4. Beneficios 

La garantía del interés fiscal es necesaria para evitar el embargo 
de bienes, el embargo o inmovilización de cuentas bancarias o la 
intervención de la negociación del contribuyente, no procede ofre­
cerla si los créditos fiscales han sido pagados. 

También procede ofrecer la garantía del interés fiscal si los crédi­
tos fiscales fueron impugnados por la vía administrativa o jurisdic­
cional, cumpliendo con las disposiciones legales aplicables. 

Una vez pagado en su totalidad o en parcialidades, o bien, se 
haya garantizado el crédito fiscal, el contribuyente puede solicitar la 
suspensión del Procedimiento Administrativo de Ejecución, ya sea 
directamente a la autoridad fiscal, o en el caso de haber interpues­
to medios de defensa, a la instancia competente que conozca del 
asunto. 

5.5. Autoridades a Quienes se Ofrece la Garantía 

La garantía del interés fiscal debe ofrecerse a favor de quien 
corresponda el derecho de cobro de los créditos fiscales, siendo 
las siguientes: 

a) La Tesorería de la Federación. Cuando se trate de contribu­
ciones federales. 

b) El Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS). 

c) El Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Traba­
jadores (1 nfonavit). 

5.6. Monto a Garantizar 

El monto a garantizar es por el importe del crédito fiscal actuali­
zado, más recargos de los doce meses siguientes a la aceptación 
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de la garantía por parte de las autoridades fiscales. Al terminar este 
período y en tanto no se cubra el crédito, deberá actualizarse su 
importe cada año y ampliarse la garantía para que cubra el crédito 
actualizado y el importe de los recargos, incluso los correspondien­
tes a los doce meses siguientes. Lo anterior en términos del artículo 
141 del Código Fiscal de la Federación. 

5.7. Plazo 

La garantía del interés fiscal debe mantenerse vigente, hasta que 
proceda su cancelación, ya sea porque se obtuvo sentencia favo­
rable al contribuyente o éste pague a las autoridades fiscales el 
crédito fiscal. 

5.8. Formas de Garantizar el Interés Fiscal 

El artículo 141 del Código Fiscal de la Federación establece las 
formas de garantizar el interés fiscal, en los términos siguientes: 

Los contribuyentes podrán garantizar el interés fiscal en alguna 
de las formas siguientes: 

• Depósito en dinero, carta de crédito u otras formas de ga­
rantía financiera equivalentes. Estas últimas serán las que 
establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público me­
diante reglas de carácter general. 

• Prenda o hipoteca. La prenda consiste en determinados bie­
nes muebles aceptados por la autoridad mediante avalúo. La 
hipoteca es una garantía real, con fundamento en el artículo 
2893 del Código Civil Federal, en este caso, el bien ofrecido 
queda inscrito en el Registro Público de la Propiedad y el Co­
mercio (R.P.P.C.) en tanto no se extinga la obligación fiscal. 

• Fianza otorgada por institución autorizada. El contrato de 
Fianza y sus formas de cumplimiento, se encuentra regulado 
por los artículos 2794, 2814, 2815 y 2816 del Código Civil Fe­
deral. 

• Obligación solidaria asumida por tercero. El tercero intere­
sado en garantizar el pago de los créditos fiscales del principal 
obligado, deberá comprobar su idoneidad y solvencia. 

• Embargo en la vía administrativa. Es una medida cautelar 
que ejercen las autoridades fiscales para garantizar el pago 
de creditos fiscales previo pago de los gastos de ejecución y 
mediante señalamiento de bienes por parte del contribuyente, 
dichos bienes quedan bajo la custodia de un depositario. 
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• Títulos valor o cartera de créditos del propio contribuyen­
te. Quedan comprendidos en esta forma de garantía, los che­
ques, pagarés, facturas por cobrar y otros derechos a favor 
del contribuyente. 

5.9. Momentos en que Debe Ofrecerse la Garantía 

• Con fundamento en lo ordenado por el artículo 141 del Código 
Fiscal de la Federación, la garantía deberá constituirse dentro 
de los 30 días siguientes a aquél en que surta efectos la noti­
ficación efectuada por la autoridad fiscal correspondiente de 
la resolución sobre la cual se deba garantizar el interés fiscal, 
salvo en los casos en que se indique un plazo diferente en 
otros preceptos del CFF. 

• Conforme al artículo 135 de la Ley de Amparo, tratándose de 
los juicios de amparo que se pidan contra el cobro de las con­
tribuciones y aprovechamientos, por los causantes obligados 
directamente a su pago, el interes fiscal se deberá asegurar 
mediante el depósito de las cantidades que correspondan 
ante la Tesorería de la Federación o la Entidad Federativa o 
Municipio que corresponda. 

5.1 O. Excepciones 

El artículo 141 del citado Código Fiscal de la Federación conside­
ra excepciones a la obligación de garantizar el interés fiscal, éstas 
se darán cuando el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administra­
tiva considere lo siguiente: 

a) Que se trata del cobro de sumas que, a juicio del Magistrado 
o Sala que deba conocer de la suspensión, excedan la posi­
bilidad del solicitante de la misma, es decir, que los créditos 
fiscales determinados por la autoridad fiscal exceden la ca­
pacidad contributiva del contribuyente. 

b) Que previamente se otorgó alguna garantía a la autoridad 
exactora. 

c) Que se trata de personas distintas de los causantes obliga­
dos directamente al pago. 

6. LOS GASTOS DE EJECUCION 

El artículo 150 del CFF, establece que cuando sea necesario 
emplear el procedimiento administrativo de ejecución para hacer 
efectivo un crédito fiscal, las personas físicas y las morales estarán 
obligadas a pagar el 2% del crédito fiscal por concepto de gastos 
de ejecución, por cada una de las diligencias que a continuación 
se indican: 
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• Por el requerimiento señalado en el primer párrafo del artículo 
151 de este Código. 

• Por la de embargo, incluyendo los señalados en los artículos 
41, fracción II y 141, fracción V del Código. 

• Por la de remate, enajenación fuera de remate o adjudicación 
al fisco federal. 

MONTO MINIMO 

Cuando el 2% del crédito sea inferior a$ 430.00, se cobrará esta 
cantidad en vez del 2% del crédito. 

MONTO MAXIMO 

En ningún caso los gastos de ejecución, por cada una de las 
diligencias podrán exceder de$ 67,040.00. 

EXCEPCION 

Los gastos de ejecución se determinarán por la autoridad ejecu­
tora, debiendo pagarse junto con los demás créditos fiscales, salvo 
que se interponga el recurso de revocación. 

7. PRELACION DE LOS CREDITOS FISCALES 

La prelación de los créditos fiscales se encuentra regulada por 
el artículo 20 del CFF, el cual, en su parte relativa, establece lo si­
guiente: 

Los pagos que se hagan se aplicarán a los créditos más anti-
guos, en el siguiente orden: 

• Gastos de ejecución. 

• Recargos. 

• Multas. 

• La indemnización a que se refiere el séptimo párrafo del artícu­
lo 21 del CFF. 

Excepción: 

Cuando el contribuyente interponga algún medio de defensa 
legal impugnando alguno de los conceptos señalados, el orden 
anterior no será aplicable respecto del concepto impugnado y ga­
rantizado. 
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8. ILEGALIDAD DEL PAE 

En este sentido, se transcribe el siguiente criterio emitido por la 
Sala Superior del entonces Tribunal Fiscal de la Federación, en los 
términos siguientes: 

JURISPRUDENCIA: 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCION. 
ES ILEGAL SI PREVIAMENTE NO SE DESGLOSA EL IM­
PORTE DE LA CANTIDAD REQUERIDA. 

En los términos del artículo 6, 66 y 151 del Código Fiscal 
de la Federación, corresponde en principio, a los propios 
contribuyentes la "autodeterminación" de las contribucio­
nes a su cargo, salvo disposición expresa en contrario; 
asimismo, las autoridades fiscales, a petición de los contri­
buyentes, podrán autorizar el pago a plazos, ya sea diferido 
o en parcialidades, de dichas contribuciones, pudiéndose 
revocar esta autorización cuando el contribuyente deje de 
pagar tres parcialidades sucesivas; supuesto que actualiza 
que el crédito se vuelva exigible, por lo que la autoridad 
puede iniciar el procedimiento administrativo de ejecución; 
Sin embargo, previo al inicio de dicho procedimiento, la 
autoridad está obligada a desr;losar el monto de la canti­
dad exigida, especificando cuanto corresponde a la suerte 
principal, cuánto por concepto de actualización y recargos, 
así como también disminuyendo el importe de las parcia­
lidades cubiertas, si las hubiere; pues de lo contrario, se 
deja en estado de indefensión al particular, dado que no se 
encuentra en aptitud de comprobar si el monto que se le 
exige es el correcto. 

Juicio No. 4680/98-11-10-2/99-S2-07-04. Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Fiscal de 
la Federación, en sesión de 22 de marzo de 1999, por ma­
yoría de 2 votos a favor y 2 más con los puntos resolutivos. 
Magistrada Ponente: Silvia Eugenia Díaz Vega. Secretaria: 
Lic. María Luisa de Alba Alcántara. (Tesis aprobada en se­
sión del 22 de marzo de 1999). 

R. IF.F., Año 11, Cuarta Epoca, No. 14, Septiembre de 1999, 
p. 69, Criterio Aislado. 

Como se aprecia del criterio anterior, cuando la autoridad admi­
nistrativa incumple con la obligación de pormenorizar y desglosar 
las cantidades a cargo del contribuyente, así como especificar las 
causas, motivos y fundamentos que dieron origen al requerimiento 
de pago y no obstante lo anterior, pretenda hacerlo efectivo en con­
tra de algún contribuyente, viola la garantía de seguridad jurídica 
que tutela el estado de derecho que nos rige. 
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En aquellos casos en los que se considere que las autoridades 
fiscales violan los derechos de los contribuyentes, procede interpo­
ner los medios fiscales que estime convenientes, mismos que se 
tratan en el siguiente capítulo. 
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@ CAPITULO IX 

MEDIOS DE DEFENSA 

Los contribuyentes tienen derecho a interponer medios de de­
fensa fiscal cuando sus intereses se consideren vulnerados por las 
autoridades fiscales; en el tema que nos ocupa, cuando las auto­
ridades fiscales se excedan al ejercer sus facultades en el Proce­
dimiento Administrativo de Ejecución. Los medios de defensa que 
puede elegir el deudor o afectado, son los siguientes: 

1. EL RECURSO DE REVOCACION 

1.1. Concepto 

El recurso lo podemos entender como todo medio de impugna­
ción que tiene derecho a interponer toda persona que considere 
que están siendo afectados sus intereses, el recurso tiene por obje­
to que la autoridad competente declarar la revocación, la nulidad o 
se modifique la resolución correspondiente. 

1.2. Procedencia del Recurso de Revocación 

El Código Fiscal de la Federación contiene diversas disposicio­
nes relativas al Recurso de Revocación, a continuación se analizan 
y comentan para su conocimiento y aplicación: 

1.2.1. Combate a los actos administrativos 

Contra los actos administrativos dictados en materia fiscal fede­
ral, se podrá interponer el recurso de revocación, con fundamento 
en el artículo 116 del CFF. 

1.2.2. Procedencia 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 117 del CFF, el 
recurso de revocación procederá contra las resoluciones definitivas 
dictadas por autoridades fiscales federales que: 

• Determinen contribuciones, accesorios o aprovechamientos y 
dicha determinación vulnere los derechos del contribuyente 
revisado. 
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• Nieguen al contribuyente la devolución de contribuciones a 
favor o pago de lo indebido, siempre que le corresponda ese 
derecho conforme a la ley. 

• Dicten las autoridades aduaneras y causen un perjuicio al 
contribuyente o poseedor de las mercancías. 

• Cualquier otra resolución de carácter definitivo que cause 
agravio al particular en materia fiscal, salvo aquéllas a que se 
refieren los artículos 33-A, 36 y 7 4 del CFF. 

Los actos de autoridades fiscales federales que: 

• Exijan el pago de créditos fiscales, cuando el contribuyente 
alegue que éstos se han extinguido de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 67 del CFF, o cuando el contribuyente 
estime que el crédito fiscal es inferior al exigido, siempre que 
el cobro en exceso sea imputable a la autoridad ejecutora o se 
refiera a recargos, gastos de ejecución o a la indemnización 
a que se refiere el artículo 21 del citado ordenamiento legal. 

• Se dicten en el procedimiento administrativo de ejecución, 
cuando se alegue que éste no se ha ajustado a la Ley. 

• Afecten el interés jurídico de terceros, en los casos a que se 
refiere el artículo 128 del citado Código. 

• Determinen un valor a los bienes embargados a que se refiere 
el artículo 175 del citado Código y el contribuyente estime que 
es inferior a su valor comercial o de mercado. 

1.3. Opción para Interponer el Recurso de Revocación 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 120 del CFF, la interposi­
ción del recurso de revocación será optativa para el interesado an­
tes de acudir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

La opción establecida por el artículo 125 del CFF, consiste en que 
el interesado podrá elegir por impugnar un acto a través del recurso 
de revocación o promover, directamente contra dicho acto, juicio de 
nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

1.4. Autoridad Competente 

El escrito de interposición del recurso deberá presentarse ante 
la autoridad competente en razón del domicilio del contribuyente 
o ante la que emitió o ejecutó el acto impugnado. Lo anterior con 
fundamento en el artículo 121 del CFF. 
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1.5. Plazo para Interponerlo 

El escrito de interposición del recurso deberá presentarse ante 
la autoridad competente en razón del domicilio del contribuyente 
o ante la que emitió o ejecutó el acto impugnado, dentro de los 45 
días siguientes a aquél en que haya surtido efecto su notificación 
excepto lo dispuesto en el artículo 127 del Código, en que el escrito 
debe presentarse en los plazos que en los mismos se señala. Lo 
anterior con fundamento en el artículo 121 del CFF. 

1.6. Requisitos del Recurso 

El artículo 122 del CFF, establece que el escrito de interposición 
del recurso deberá satisfacer los requisitos del artículo 18 del pro­
pio Código y señalar además: 

• La resolución o el acto que se impugna. 

• Los agravios. 

• Las pruebas y los hechos controvertidos. 

1. 7. Documentación que Deberá Acompañarse 

En términos de lo dispuesto por el artículo 123 del CFF, el promo­
vente deberá acompañar al escrito en que se interponga el recurso: 

• El documento que acredite su personalidad cuando actúe a 
nombre de otro o de una persona moral, mencionando si es 
Apoderado, en su caso. 

• El documento original o copia certificada en el que conste el 
acto impugnado. 

• La constancia de notificación del acto impugnado, excepto 
cuando el promovente declare bajo protesta de decir verdad 
que no recibió la notificación. 

• Las pruebas documentales que ofrezca y el dictamen pericial, 
en su caso. En la práctica, el dictamen pericial es de suma 
importancia, porque aporta a la autoridad fiscal que conoce 
del asunto, elementos técnicos y cálculos; adicionalmente, el 
Perito en materia de contabilidad menciona en su dictamen 
las bases que tomó en consideración el contribuyente para 
reconocer los ingresos acumulables o el valor de los actos o 
actividades realizados, las deducciones autorizadas y la deter­
minación del resultado fiscal o pérdida en un ejercicio. 

Cuando no se acompañe alguno de los documentos menciona­
dos, la autoridad fiscal requerirá al promovente para que los pre­
sente dentro del término de cinco días. Si el promovente no los 
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presenta dentro de dicho término y se trata de los documentos a 
que se refieren las fracciones I a 111 del artículo 123 del CFF, se ten­
drá por no interpuesto el recurso; si se trata de las pruebas a que se 
refiere la fraccion IV del citado ordenamiento legal, dichas pruebas 
se tendrán por no ofrecidas. 

1.8. Improcedencia del Recurso 

De conformidad con el artículo 124 del CFF, es improcedente el 
recurso cuando se haga valer contra actos administrativos: 

• Que no afecten el interés jurídico del recurrente. 

• Que sean resoluciones dictadas en recurso administrativo o 
en cumplimiento de sentencias. 

• Que hayan sido impugnados ante el Tribunal Federal de Justi­
cia Fiscal y Administrativa. 

• Que se hayan consentido, entendiéndose por consentimien­
to el de aquéllos contra los que no se promovió el recurso en 
el plazo señalado al efecto. 

• Que sean conexos a otro que haya sido impugnado por medio 
de algún recurso o medio de defensa diferente. 

• En caso de que no se amplíe el recurso administrativo o si en 
la ampliación no se expresa agravio alguno, tratándose de lo 
previsto por la fracción II del artículo 129 del CFF. 

• Si son revocados los actos por la autoridad. 

• Que hayan sido dictados por la autoridad administrativa en un 
procedimiento de resolución de controversias previsto en un 
tratado para evitar la doble tributación, si dicho procedimiento 
se inicio con posterioridad a la resolución que resuelve un re­
curso de revocación o después de la conclusión de un juicio 
ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

• Que sean resoluciones dictadas por autoridades extranjeras 
que determinen impuestos y sus accesorios cuyo cobro y re­
caudación hayan sido solicitados a las autoridades fiscales 
mexicanas, de conformidad con lo dispuesto en los tratados 
internacionales sobre asistencia mutua en el cobro de los que 
México sea parte. 

En términos del artículo 126 del CFF: "El recurso de revocación 
no procederá contra actos que tengan por objeto hacer efectivas 
fianzas otorgadas en garantía de obligaciones fiscales a cargo de 
terceros. " 
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1.9. Causales de Sobreseimiento 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 124-A del CFF, procede el 
sobreseimiento en los casos siguientes: 

• Cuando el promovente se desista expresamente de su recur­
so. 

• Cuando durante el procedimiento en que se substancie el 
recurso administrativo sobrevenga alguna de las causas de 
improcedencia a que se refiere el artículo 124 de este Código. 

• Cuando de las constancias que obran en el expediente admi­
nistrativo quede demostrado que no existe el acto o resolu­
ción impugnada. 

• Cuando hayan cesado los efectos del acto o resolución im­
pugnada. 

1.1 O. De las Resoluciones 

Con fundamento en el artículo 133 del CFF, la resolución que 
ponga fin al recurso podrá: 

• Desecharlo por improcedente, tenerlo por no interpuesto o so­
breseerlo, en su caso. 

• Confirmar el acto impugnado. 

• Mandar reponer el procedimiento administrativo o que se emi­
ta una nueva resolución. 

• Dejar sin efectos el acto impugnado. 

• Modificar el acto impugnado o dictar uno nuevo que lo susti­
tuya, cuando el recurso interpuesto sea total o parcialmente 
resuelto a favor del recurrente. 

Cuando se deje sin efectos el acto impugnado por la incompe­
tencia de la autoridad que emitió el acto, la resolución correspon­
diente declarará la nulidad lisa y llana. 

2. EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

2.1. Concepto 

El Maestro en Derecho Fiscal, Luis Raúl Díaz González en su obra 
"Medios de Defensa Fiscal"32 define al Juicio de Nulidad como: 

32 Díaz González, Luis Raúl. Medios de Defensa Fiscal. 3a. Ed. Gasea 
Sicco. México. 2001. P 33. 
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"La resolución de una controversia legítima, por violación 
o desconocimiento de un derecho, entre los particulares y 
las autoridades hacendarías o de un carácter administra­
tivo distinto, ante un órgano de naturaleza jurisdiccional, 
el cual determinará a quién le asiste la razón y el derecho, 
mediante la acción que marcan las leyes." 

Al respecto, cabe mencionar que al Juicio de Nulidad se le cono­
ce también como Juicio Contencioso Administrativo. 

2.2. Procedencia del Juicio Contencioso Administrativo 

El Código Fiscal de la Federación en su artículo 125 dispone que 
el interesado podrá optar por impugnar un acto a través del recurso 
de revocación o promover, directamente contra dicho acto, juicio 
ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. El Juicio 
interpuesto ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrati­
va es conocido como Juicio Contencioso Administrativo. 

2.3. Competencia del Tribunal 

En materia fiscal, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Adminis­
trativa conocerá de los juicios que se promuevan contra las resolu­
ciones definitivas que se indican a continuación: 

• Las dictadas por autoridades fiscales federales y organismos 
fiscales autónomos, en que se determine la existencia de una 
obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases 
para su liquidación. 

• Las que nieguen la devolución de un ingreso, de los regulados 
por el Código Fiscal de la Federación, indebidamente percibi­
do por el Estado o cuya devolución proceda de conformidad 
con las leyes fiscales. 

• Las que impongan multas por infracción a las normas admi­
nistrativas federales. 

• Las que causen un agravio en materia fiscal distinto a los ca­
sos citados. 

• Las que requieran el pago de garantías a favor de la Federa­
ción, el Distrito Federal , los Estados y los Municipios, así como 
sus organismos descentralizados. 

• Las que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la 
Ley de Comercio Exterior. 

• Las que impongan sanciones administrativas a los servidores 
públicos en los términos de la Ley Federal de Responsabilida­
des de los Servidores Públicos. 
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• Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan 
fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o re­
suelvan un expediente, en los términos de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. 

• Las que decidan los recursos administrativos en contra de las 
resoluciones que se impugnen. 

• Las señaladas en las demás leyes como competencia del Tri­
bunal. 

Las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan 
recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea opta­
tiva. 

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá 
de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anu­
ladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, 
siempre que dichas resoluciones sean de las materias señaladas 
en las fracciones anteriores como de su competencia. 

También conocerá de los juicios que se promuevan contra una 
resolución negativa ficta configurada, en las materias señaladas en 
este artículo, por el transcurso del plazo que señalen las disposicio­
nes aplicables o, en su defecto, por la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. Asimismo, conocerá de los juicios que se promue­
van en contra de la negativa de la autoridad a expedir la constancia 
de haberse configurado la resolución positiva ficta, cuando ésta se 
encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias. 

2.4. Plazo para Interponer la Demanda 

La Ley que regula el procedimiento de este Juicio es la Ley Fede­
ral de Procedimiento Contencioso Administrativo, que en su artículo 
13, dispone que la demanda se presentará por escrito directamente 
ante la sala regional competente, dentro de los plazos que a conti­
nuación se indican: 

a) Dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a aquél en el 
que se dé alguno de los supuestos siguientes: 

• Que haya surtido efectos la notificación de la resolución 
impugnada o surta efectos el primer acto de aplicación. 

• Inicie la vigencia del decreto, acuerdo, acto o resolución 
administrativa de carácter general cuando sea auto apli­
cativa. 

b) Dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a aquél en el 
que surta efectos la notificación de la resolución de la Sala 
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o Sección que haya conocido una queja y decida que es 
improcedente. 

c) De cinco años cuando las autoridades demanden la modifi­
cación o nulidad de una resolución favorable a un particular. 

2.5. Requisitos del Escrito de Demanda 

Al respecto, la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi­
nistrativo, en su artículo 14, dispone que la demanda deberá indicar: 

• El nombre del demandante y su domicilio para recibir notifica­
ciones en cualquier parte del territorio nacional, salvo cuando 
tenga su domicilio dentro de la jurisdicción de la Sala Regional 
competente. 

• La resolución que se impugna. En el caso de que se contro­
vierta un decreto, acuerdo, acto o resolución de carácter ge­
neral, precisará la fecha de su publicación. 

• La autoridad o autoridades demandadas o el nombre y domi­
cilio del particular demandado cuando el juicio sea promovido 
por la autoridad administrativa. 

• Los hechos que den motivo a la demanda. 

• Las pruebas que ofrezca. 

En caso de que se ofrezca prueba pericial o testimonial se 
precisarán los hechos sobre los que deban versar y señalarán 
los nombres y domicilios del perito o de los testigos. 

En caso de que ofrezca pruebas documentales, podrá ofrecer 
también el expediente administrativo en que se haya dictado 
la resolución impugnada. 

• Los conceptos de impugnación. 

• El nombre y domicilio del tercero interesado, cuando lo haya. 

2.6. Documentación que Deberá Acompañarse 

Al respecto, la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi­
nistrativo, en su artículo 15, dispone lo siguiente: 

El demandante deberá adjuntar a su demanda: 

• Una copia de la misma y de los documentos anexos para cada 
una de las partes. 
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• El documento que acredite su personalidad o en el que cons­
te que le fue reconocida por la autoridad demandada, o bien 
señalar los datos de registro del documento con la que esté 
acreditada ante el Tribunal, cuando no gestione en nombre 

• 

propio. 

• El documento en que conste la resolución impugnada. 

• En el supuesto de que se impugne una resolución negativa 
ficta, deberá acompañar una copia en la que obre el sello de 
recepción de la instancia no resuelta expresamente por la au­
toridad. 

• La constancia de la notificación de la resolución impugnada. 

• El cuestionario que debe desahogar el perito, el cual deberá ir 
firmado por el demandante. 

• En el caso de ofrecer la prueba testimonial, el demandante 
deberá exhibir el pliego de preguntas para su desahogo. 

• Las pruebas documentales que ofrezca. 

En aquellos casos en los que el promovente ofrezca alguna prue­
ba y no la exhiba, el Magistrado Instructor lo requerirá para que la 
presente dentro del plazo de cinco días. Cuando no la presente 
dentro de dicho plazo se tendrá por no ofrecida. 

2.7. Causales de Improcedencia 

Al respecto, la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi­
nistrativo, en su artículo 80., dispone: 

Es improcedente el juicio ante el Tribunal en los casos, por las 
causales y contra los actos siguientes: 

• Que no afecten los intereses jurídicos del demandante. 

• Que no le competa conocer a dicho Tribunal. 

• Que hayan sido materia de sentencia pronunciada por el Tri­
bunal, siempre que hubiera identidad de partes y se trate del 
mismo acto impugnado, aunque las violaciones alegadas 
sean diversas. 

• Cuando hubiere consentimiento, es decir, cuando no se pro­
movió algún medio de defensa dentro del plazo que establece 
la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo y en tér­
minos del Código Fiscal de la Federación si se trata del Recur­
so de Revocación. 
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• Que sean materia de un recurso o juicio que se encuentre 
pendiente de resolución ante una autoridad administrativa o 
ante el propio Tribunal. 

• Que puedan impugnarse por medio de algún recurso o medio 
de defensa, con excepción de aquellos cuya interposición sea 
optativa. 

• Conexos a otro que haya sido impugnado por medio de algún 
recurso o medio de defensa diferente, cuando la ley disponga 
que debe agotarse la misma vía. 

Se entiende que hay conexidad siempre gue concurran las 
causas de acumulación previstas por el articulo 31 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

• Que hayan sido impugnados en un procedimiento judicial. 

• Contra reglamentos. 

• Cuando no se hagan valer conceptos de impugnación. 

• Cuando de las constancias de autos apareciere claramente 
que no existe la resolución o acto impugnados. 

• Que puedan impugnarse en los términos del artículo 97 de 
la Ley de Comercio Exterior, cuando no haya transcurrido el 
plazo para el ejercicio de la opción o cuando la opción ya haya 
sido ejercida. 

• Que hayan sido dictados por la autoridad administrativa en un 
procedimiento de resolución de controversias previsto en un 
tratado para evitar la doble tributación. 

• Que sean resoluciones dictadas por autoridades extranjeras 
que determinen impuestos y sus accesorios cuyo cobro y re­
caudación hayan sido solicitados a las autoridades fiscales 
mexicanas, de conformidad con lo dispuesto en los tratados 
internacionales sobre asistencia mutua en el cobro de los que 
México sea parte. 

• En los demás casos de improcedencia previstos por la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo o por el 
Código Fiscal de la Federación. 

La procedencia del juicio será examinada, aun de oficio. 

2.8. Causales de Sobreseimiento 

Al respecto, la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi­
nistrativo, en su artículo 9o., establece: 
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Procede el sobreseimiento: 

• Por desistimiento del demandante. 

• Cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las 
causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior. 

• En el caso de que el demandante muera durante el juicio si su 
pretensión es intransmisible o, si su muerte, deja sin materia 
el proceso. 

• Si la autoridad demandada deja sin efecto la resolución o acto 
impugnados, siempre y cuando se satisfaga la pretensión del 
demandante. 

• Si el juicio queda sin materia. 

• En los demás casos en que por disposición legal haya impedi-
mento para emitir resolución en cuanto al fondo. 

El sobreseimiento del juicio podrá ser total o parcial. 

2.9. De la Sentencia 

En cuanto a la sentencia, la Ley Federal de Procedimiento Con-
tencioso Administrativo, en su artículo 52, establece: 

La sentencia definitiva podrá: 

• Reconocer la validez de la resolución impugnada. 

• Declarar la nulidad de la resolución impugnada. 

• Declarar la nulidad de la resolución impugnada para determi­
nados efectos, debiendo precisar con claridad la forma y tér­
minos en que la autoridad debe cumplirla, debiendo reponer 
el procedimiento, en su caso, desde el momento en que se 
cometió la violación. 

• Siempre que se esté en alguno de los supuestos previstos en 
las fracciones II y 111, del artículo 51 de la Ley Federal de Pro­
cedimiento Contencioso Administrativo, el Tribunal declarará 
la nulidad para el efecto de que se reponga el procedimien­
to o se emita nueva resolución; en los demás casos, cuando 
corresponda a la pretensión deducida, también podrá indicar 
los términos conforme a los cuales deberá dictar su resolución 
la autoridad administrativa. 

En los casos en que la sentencia implique una modificación a 
la cuantía de la resolución administrativa impugnada, la Sala 
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Regional competente deberá precisar, el monto, el alcance y 
los términos de la misma para su cumplimiento. 

Tratándose de sanciones, cuando dicho Tribunal aprecie que 
la sanción es excesiva porque no se motivó adecuadamente 
o no se dieron los hechos a~ravantes de la sanción, deberá 
reducir el importe de la sancion apreciando libremente las cir­
cunstancias que dieron lugar a la misma. 

• Declarar la nulidad de la resolución impugnada y además: 

a) Reconocer al actor la existencia de un derecho subjetivo y 
condenar al cumplimiento de la obligación correlativa. 

b) Otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos afec­
tados. 

e) Declarar la nulidad del acto o resolución administrativa, 
caso en que cesarán los efectos de los actos de ejecu­
ción que afectan al demandante, inclusive el primer acto 
de aplicación que hubiese impugnado. 

EFECTOS DE LA SENTENCIA 

Si la sentencia obliga a la autoridad a realizar un determinado 
acto o iniciar un procedimiento, conforme a lo dispuesto en las frac­
ciones 111 y IV, deberá cumplirse en un plazo de cuatro meses con­
tados a partir de que la sentencia quede firme. 

Dentro del mismo término deberá emitir la resolución definitiva, 
aun cuando, tratándose de asuntos fiscales, hayan transcurrido los 
plazos señalados en los artículos 46-A y 67 del Código Fiscal de la 
Federación. 

Si el cumplimiento de la sentencia entraña el ejercicio o el goce 
de un derecho por parte del demandante, transcurrido el plazo se­
ñalado en el párrafo anterior sin que la autoridad hubiere cumplido 
con la sentencia, el beneficiario del fallo tendrá derecho a una in­
demnización que la Sala que haya conocido del asunto determina­
rá, atendiendo el tiempo transcurrido hasta el total cumplimiento del 
fallo y los perjuicios que la omisión hubiere ocasionado, sin menos­
cabo de lo establecido en el artículo 58 de esta Ley. El ejercicio de 
dicho derecho se tramitará vía incidental. 

Cuando para el cumplimiento de la sentencia, sea necesario soli­
citar información o realizar algún acto de la autoridad administrativa 
en el extranjero, se suspenderá el plazo a que se refiere el párrafo 
anterior, entre el momento en que se pida la información o en que 
se solicite realizar el acto correspondiente y la fecha en que se pro­
porcione dicha información o se realice el acto. 
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Transcurrido el plazo establecido en este precepto, sin que se 
haya dictado la resolución definitiva, precluirá el derecho de la au­
toridad para emitirla salvo en los casos en que el particular, con 
motivo de la sentencia, ten~a derecho a una resolución definitiva 
que le confiera una prestacion, le reconozca un derecho o le abra la 
posibilidad de obtenerlo. 

3. JUICIO DE AMPARO 

3.1. Concepto 

El juicio de amparo lo entendemos como el medio procesal cons­
titucional para proteger los derechos fundamentales de una perso­
na y para resolver delimitar los actos de las autoridades públicas o 
sus resoluciones, en este último caso, para revocarlos, modificarlos 
o ratificarlos. 

3.2. Objeto del Amparo 

De conformidad con los artículos 103 Constitucional y 1 o. de la 
Ley de Amparo, el objeto del amparo es proteger al agraviado con­
tra: 

• Leyes o actos de autoridad que violen sus derechos funda­
mentales. 

De conformidad con el artículo 60. de la Ley de Amparo: 

El juicio de amparo puede promoverse por la persona física o 
moral a quien afecte la norma general o el acto reclamado en térmi­
nos de la fracción I del artículo So. de la L.A. A quien promueve este 
juicio se le denomina quejoso, y deberá acreditar ser titular de un 
derecho subjetivo o de un interés legítimo, debe demostrar también 
que la norma o el acto reclamado viola sus derechos fundamen­
tales tutelados por el artículo 1 o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y por el artículo 1 o. de la L.A. 

Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales 
judiciales, administrativos, agrarios o del trabajo, el quejoso deberá 
aducir ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera 
personal y directa, de conformidad con lo dispuesto por el citado 
artículo So. de la L.A. 

La víctima u ofendido del delito podrán tener el carácter de que­
josos en los términos del invocado artículo So. de la L.A. 

3.3. Competencia 

De conformidad con el artículo 33 de la Ley de Amparo (L.A.), 
son competentes para conocer del juicio de amparo: 
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• La Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

• Los tribunales colegiados de circuito; 

• Los tribunales unitarios de circuito; 

• Los juzgados de distrito; y 

• Los órganos jurisdiccionales de los poderes judiciales de los 
Estados y del Distrito Federal, en los casos previstos por esta 
Ley. 

3.4. Improcedencia del Amparo 

El artículo 61 de la Ley de Amparo establece que el juicio de am­
paro, en materia fiscal, es improcedente: 

• Contra adiciones o reformas a la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 

• Contra actos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

• Contra actos del Consejo de la Judicatura Federal; 

• Contra resoluciones de los tribunales colegiados de circuito; 

• Contra resoluciones dictadas en los juicios de amparo o en 
ejecución de las mismas; 

• Contra normas generales o actos que sean materia de otro 
juicio de amparo pendiente de resolución promovido por el 
mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio 
acto reclamado. 

• Contra actos que no afecten los intereses jurídicos o le~ítimos 
del quejoso, en los términos establecidos en la fraccion I del 
artículo 5o. de la presente Ley, y contra normas generales que 
requieran de un acto de aplicación posterior al inicio de su 

• • 

v1genc1a; 

• Contra actos consentidos expresamente o por manifestacio­
nes de voluntad que entrañen ese consentimiento, enten­
diéndose por tales aquéllos contra los que no se promueva el 
juicio de amparo dentro de los plazos previstos. 

• Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún re­
curso o medio de defensa legal por virtud del cual pueda ser 
modificado, revocado o nulificado, será optativo para el intere­
sado hacerlo valer o impugnar desde luego la norma general 
en juicio de amparo. 

• Contra actos consumados de modo irreparable; 
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• Contra actos emanados de un procedimiento judicial o de 
un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, 
cuando por virtud del cambio de situación jurídica en el mis­
mo deban considerarse consumadas irreparablemente las 
violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por 
no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva 
situación jurídica. 

• Contra las resoluciones de tribunales judiciales, adminis­
trativos o del trabajo, respecto de las cuales conceda la ley 
ordinaria algún recurso o medio de defensa, dentro del proce­
dimiento, por virtud del cual puedan ser modificadas, revoca­
das o nulificadas. 

Se exceptúa de lo anterior: 

a) Cuando sean actos que importen peligro de privación de 
la libertad personal fuera de procedimiento o alguno de los 
prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 

b) Cuando el acto reclamado consista en órdenes de apre­
hensión o reaprehensión, autos de vinculación a proceso, 
resolución que niegue la libertad bajo caución o que esta­
blezca los requisitos para su disfrute, resolución que deci­
da sobre el incidente de desvanecimiento de datos, orden 
de arresto o cualquier otro que afecte la libertad personal 
del quejoso, siempre que no se trate de sentencia definiti­
va en el proceso penal; 

e) Cuando se trate de persona extraña al procedimiento. 

• Cuando se esté tramitando ante los tribunales ordinarios al­
gún recurso o medio de defensa legal propuesto por el quejo­
so que pueda tener por efecto modificar, revocar o nulificar el 
acto reclamado; 

• Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado. 

3.5. Plazos para Interponer la Demanda de Amparo 

Con fundamento en el artículo 17 de la L.A., el plazo para presen­
tar la demanda de amparo en el tema que nos ocupa, es de quince 
días, salvo: 

• Cuando se reclame una norma general autoaplicativa, o el 
procedimiento de extradición, en que será de treinta días; 

• Cuando se reclame la sentencia definitiva condenatoria en un 
proceso penal, que imponga pena de prisión, podrá interpo­
nerse en un plazo de hasta ocho años. 
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Los plazos a que se refiere el artículo anterior se computarán a 
partir del día siguiente a aquél en que surta efectos, conforme a 
la ley del acto, la notificación al quejoso del acto o resolución que 
reclame o a aquél en que haya tenido conocimiento o se ostente 
sabedor del acto reclamado o de su ejecución, salvo el caso de la 
fracción I del artículo anterior en el que se computará a partir del día 
de su entrada en vigor (artículo 18 L.A.). 

Los plazos se contarán por días hábiles, comenzarán a correr a 
partir del día siguiente al en que surta sus efectos la notificación y 
se incluirá en ellos el del vencimiento, salvo en materia penal, en 
donde se computarán de momento a momento, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 22 de la L.A. 

3.6. El Sobreseimiento 

De conformidad con el artículo 63 de la L.A., el sobreseimiento 
en el juicio de amparo procede cuando: 

• El quejoso desista de la demanda o no la ratifique en los casos 
en que la ley establezca requerimiento. 

• El quejoso no acredite sin causa razonable a juicio del órgano 
jurisdiccional de amparo haber entregado los edictos para su 
publicación en términos del artículo 27 de esta Ley una vez 
que se compruebe que se hizo el requerimiento al órgano que 
los decretó; 

• El quejoso muera durante el juicio, si el acto reclamado sólo 
afecta a su persona; 

• De las constancias de autos apareciere claramente demostra­
do que no existe el acto reclamado, o cuando no se probare 
su existencia en la audiencia constitucional; y 

• Durante el juicio se advierta o sobrevenga alguna de las cau-
sales de improcedencia. 

3.7. El Amparo Indirecto 

3. 7 .1. Procedencia 

En esta sección se hace referencia al fundamento legal de la pro­
cedencia del Amparo Indirecto (artículo 107 de la Ley de Amparo). 

• Contra normas generales que por su sola entrada en vigor o 
con motivo del primer acto de su aplicación causen perjuicio 
al quejoso. 

Para los efectos de esta Ley, se entiende por normas genera­
les, entre otras, las siguientes: 
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* Los tratados internacionales aprobados en los términos pre­
vistos en el artículo 133 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; salvo aquellas disposiciones en 
que tales tratados reconozcan derechos humanos; 

* Las leyes federales; 

* Las constituciones de los Estados y el Estatuto de Gobierno 
del Distrito Federal (actualmente Ciudad de México); 

* Las leyes de los Estados y del Distrito Federal (actualmente 
Ciudad de México); 

* Los reglamentos federales; 

* Los reglamentos locales; y 

* Los decretos, acuerdos y todo tipo de resoluciones de ob­
servancia general; 

• Contra actos, omisiones o resoluciones provenientes de un 
procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, 
siempre que se trate de: 

* La resolución definitiva por violaciones cometidas en la mis­
ma resolución o durante el procedimiento si por virtud de 
estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso, tras­
cendiendo al resultado de la resolución; y 

* Actos en el procedimiento que sean de imposible repara­
ción, entendiéndose por ellos los que afecten materialmen­
te derechos sustantivos tutelados en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados interna­
cionales de los que el Estado Mexicano sea parte; 

• Contra actos de tribunales judiciales, administrativos, agrarios 
o del trabajo realizados fuera de juicio o después de conclui­
do. 

En los procedimientos de remate la última resolución es aque­
lla que en forma definitiva ordena el otorgamiento de la escri­
tura de adjudicación y la entrega de los bienes rematados, en 
cuyo caso se harán valer las violaciones cometidas durante 
ese procedimiento; 

• Contra las omisiones del Ministerio Público en la investigación 
de los delitos fiscales, así como las resoluciones de reserva, 
no ejercicio, desistimiento de la acción penal, o por suspen­
sión de procedimiento cuando no esté satisfecha la repara­
ción del daño; 
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• Contra actos de autoridad que determinen inhibir o declinar la 
competencia o el conocimiento de un asunto. 

3. 7 .2. Requisitos de la demanda 

El artículo 108 de la L.A., establece que la demanda de amparo 
indirecto deberá formularse por escrito o por medios electrónicos 
en los casos que la ley lo autorice, en la que se expresará: 

• El nombre y domicilio del quejoso y del que promueve en su 
nombre, quien deberá acreditar su representación; 

• El nombre y domicilio del tercero interesado, y si no los cono­
ce, manifestarlo así bajo protesta de decir verdad; 

• La autoridad o autoridades responsables. En caso de que se 
impugnen normas generales, el quejoso deberá señalar a los 
titulares de los órganos de Estado a los que la ley encomiende 
su promulgación. En el caso de las autoridades que hubie­
ren intervenido en el refrendo del decreto promulgatorio de 
la ley o en su publicación, el quejoso deberá señalarlas con 
el carácter de autoridades responsables, únicamente cuando 
impugne sus actos por vicios propios; 

• La norma general, acto u omisión que de cada autoridad se 
reclame; 

• Bajo protesta de decir verdad, los hechos o abstenciones que 
constituyan los antecedentes del acto reclamado o que sirvan 
de fundamento a los conceptos de violación; 

• Los preceptos que, conforme al artículo 1 o. de esta Ley, con­
tengan los derechos humanos y las garantías cuya violación 
se reclame; 

• Los conceptos de violación. 

3. 7 .3. Documentación que deberá acompañarse 

Con la demanda se exhibirán copias para cada una de las partes 
y dos para el incidente de suspensión, siempre que se pidiere y no 
tuviere que concederse de oficio. Esta exigencia no será necesaria 
en los casos que la demanda se presente en forma electrónica. Lo 
anterior con fundamento en el articulo 11 O de la L.A. 

3. 7 .4. Organo jurisdiccional competente 

Los juzgados de distrito y los tribunales unitarios de circuito son 
competentes para conocer del juicio de amparo indirecto, con fun­
damento en el artículo 35 de la L.A. 
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3.8. El Amparo Directo 

3.8.1. Procedencia 

El artículo 170 de la L.A., dispone que el juicio de amparo directo 
procede: 

• Contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pon­
gan fin al juicio, dictadas por tribunales judiciales, administra­
tivos, agrarios o del trabajo, ya sea que la violación se cometa 
en ellos, o que cometida durante el procedimiento, afecte las 
defensas del quejoso trascendiendo al resultado del fallo. 

Se entenderá por sentencias definitivas o laudos, los que deci­
dan el juicio en lo principal; por resoluciones que pongan fin al 
juicio, las que sin decidirlo en lo principal lo den por concluido. 
En materia penal, las sentencias absolutorias y los autos que 
se refieran a la libertad del imputado podrán ser impugnadas 
por la víctima u ofendido del delito en los casos establecidos 
por el artículo 173 de esta Ley. 

Para la procedencia del juicio deberán agotarse previamente 
los recursos ordinarios que se establezcan en la ley de lama­
teria, por virtud de los cuales aquellas sentencias definitivas o 
laudos y resoluciones puedan ser modificados o revocados, 
salvo el caso en que la ley permita la renuncia de los recursos. 
La condición de agotar previamente los recursos ordinarios, 
es lo que se conoce como: principio de definitividad. 

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones sobre constitucio­
nalidad de normas generales que sean de reparación posible 
por no afectar derechos sustantivos ni constituir violaciones 
procesales relevantes, sólo podrán hacerse valer en el ampa­
ro directo que proceda contra la resolución definitiva. 

Para efectos de esta Ley, el juicio se inicia con la presentación 
de la demanda y, en materia penal, con el auto de vinculación 
a proceso ante el órgano jurisdiccional; 

• Contra sentencias definitivas y resoluciones que pongan fin al 
juicio dictadas por tribunales de lo contencioso administrativo 
cuando éstas sean favorables al quejoso, para el único efecto 
de hacer valer conceptos de violación en contra de las normas 
generales aplicadas. 

3.8.2. Requisitos de la demanda 

En términos del artículo 175 de la L.A., la demanda de amparo 
directo deberá formularse por escrito, en el que se expresarán: 
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• El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueve en su 
nombre; 

• El nombre y domicilio del tercero interesado; 

• La autoridad responsable; 

• El acto reclamado. 

• La fecha en que se haya notificado el acto reclamado al quejo­
so o aquélla en que hubiese tenido conocimiento del mismo; 

• Los preceptos que, conforme a la fracción I del artículo 1 o. de 
esta Ley, contengan los derechos humanos cuya violación se 
reclame; y 

• Los conceptos de violación. 

3.8.3. Documentación que deberá acompañarse 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 176 de la L.A., la deman­
da de amparo deberá presentarse por conducto de la autoridad 
responsable, con copia para cada una de las partes. 

3.8.4. Organo jurisdiccional competente 

Los tribunales colegiados de circuito son competentes para co­
nocer del juicio de amparo directo, con fundamento en el artículo 
34 de la L.A. 

4. SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO 

La suspensión del acto reclamado se solicita con la finalidad de 
que el quejoso obtenga la protección de la justicia en tanto se re­
suelve el fondo del asunto en el Amparo, consistente en la suspen­
sión temporal de la ejecución de la sentencia respectiva. 

La suspensión del acto reclamado se decretará de oficio o a peti­
ción del quejoso, de conformidad con el artículo 125 de la L.A. 

De conformidad con el artículo 190 de la L.A., la autoridad res­
ponsable decidirá, en el plazo de veinticuatro horas a partir de la 
solicitud, sobre la suspensión del acto reclamado y los requisitos 
para su efectividad. 

5. EL RECURSO DE INCONFORMIDAD 

Con base en lo dispuesto por el artículo 201 de la L.A., el Recur­
so de Inconformidad procede contra la resolución que: 

• Tenga por cumplida la ejecutoria de amparo. 
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• Declare que existe imposibilidad material o jurídica para cum­
plir la misma u ordene el archivo definitivo del asunto; 

• Declare sin materia o infundada la denuncia de repetición del 
acto reclamado; o 

• Declare infundada o improcedente la denuncia por incumpli­
miento de la declaratoria general de inconstitucionalidad. 

El recurso de inconformidad podrá interponerse por el quejoso, 
el tercero interesado o el promovente, mediante escrito presentado 
por conducto del órgano judicial que haya dictado la resolución 
impugnada, dentro del plazo de quince días contados a partir del 
siguiente al en que surta efectos la notificación. Lo anterior con fun­
damento en el artículo 202 de la L.A. 

6. SUPLENCIA DE LA QUEJA 

La suplencia de la queja es una figura jurídica cuya virtud radica 
en otorgar facultades especiales a una autoridad jurisdiccional para 
que ésta pueda corregir, cuando la ley lo autorice, las deficiencias 
o errores que presente el Amparo en materia penal, en lo que se 
refiere a los conceptos de violación, beneficiando así al reclamante, 
lo anterior se fundamenta en el artículo 76 de la Ley de Amparo, en 
los términos siguientes: 

• En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en 
leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la 
Suprema Corte de Justicia. 

• En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de 
conceptos de violación del reo. 

7. IMPROCEDENCIA DEL AMPARO 

La improcedencia del amparo se encuentra fundamentada en el 
artículo 61 de la Ley de Amparo, en los siguientes casos: 

• Contra resoluciones dictadas por la Suprema Corte de Justi-
• 

Cia. 

• Contra resoluciones dictadas en juicios de amparo. 

• Contra leyes y actos que sean materia de otro juicio de ampa­
ro que se encuentre pendiente de resolución. 

• Contra leyes o actos que hayan causado ejecutoria otro juicio 
de amparo. 

• Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejo­
so. 
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• Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de 
un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, 
cuando deban considerarse consumadas irreparablemente 
las violaciones reclamadas, cuando exista una nueva etapa 
del proceso y cambios en la situación jurídica, dando fin a las 
anteriores. 

8. EL SOBRESEIMIENTO 

El artículo 63 de la L.A. nos dice que procede el sobreseimiento: 

• Cuando el agraviado desista expresamente de la demanda; 

• Cuando el agraviado muera durante el juicio, si la garantía re­
clamada sólo afecta a su persona; 

• Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniese alguna de 
las causas de improcedencia. 

• Cuando de las constancias de autos apareciere claramente 
demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no se 
probare su existencia en la audiencia constitucional. 

• Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado o cuan­
do hayan ocurrido causas notorias de sobreseimiento. 

• En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren 
en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclama­
do proceda de autoridades civiles o administrativas y siempre 
que no esté reclamada la inconstitucionalidad de una ley, si 
cualguiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado 
ningun acto procesal durante el termino de trescientos días, 
incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese 
mismo lapso. 

• En los amparos en revisión, la inactividad procesal o la falta de 
promoción del recurrente durante el término indicado, produ­
cirá la caducidad de la instancia. 

• En los amparos en materia de trabajo, operará el sobresei­
miento por inactividad procesal o la caducidad de la instancia 
en los términos antes señalados, cuando el quejoso o recu­
rrente, según el caso, sea el patrón. 

9. DE LAS SENTENCIAS 

En cuanto a las sentencias, encuentran su fundamento en los 
artículos 76, 77 y 78 de la Ley de Amparo, que ordenan: 

• Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo 
sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las per-
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sonas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, 
limitándose a ampararlos y protegerlos, artículo 76 de la L.A. 

Con fundamento en el artículo 77 de la L.A., las sentencias que 
se dicten en los juicios de amparo deben contener: 

• La fijación clara y precisa del acto o actos reclamados, y la 
apreciación de las pruebas conducentes para tenerlos o no 
por demostrados; 

• Los fundamentos legales en que se apoyen para sobreseer en 
el juicio, o bien para declarar la constitucionalidad o inconsti­
tucionalidad del acto reclamado; 

• Los puntos resolutivos con que deben terminar, concretándo­
se en ellos, con claridad y precisión, el acto o actos por los 
que sobresea, conceda o niegue el amparo. 

En las sentencias que se dicten en los juicios de amparo, el acto 
reclamado se apreciará tal como aparezca probado ante la autori­
dad responsable, y no se admitirán ni se tomarán en consideración 
las pruebas que no se hubiesen rendido ante dicha autoridad, con 
fundamento en el artículo 78 de la L.A. 
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@ CAPITULO X 

CASO PRACTICO 

Para una mayor claridad sobre el tema sujeto a estudio, a con­
tinuación presentamos un ejemplo de la aplicación del PROCEDI­
MIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCION: 

Gobierno del Estado de México 

Número de mandamiento EC-A-105-000001 /2016 

Lugar y fecha de expedición Ecatepec de Morelos, Méxi-
co, 16 de marzo de 2019. 

MANDAMIENTO DE EJECUCION DE CREDITO FISCAL 
FEDERAL 

1. IDENTIFICACION DEL CONTRIBUYENTE 

Nombre o denominación social Comercializadora X, S.A. 

R.F.C. COX130521A80 

Domicilio: 

Calle Avenida Vía Morelos 

Número exterior 520 

Número interior 

Colonia Xalostoc 

Código postal 55330 

Municipio Ecatepec 

Entidad Federativa México 

2. IDENTIFICACION DEL CREDITO 

Se determinó a cargo del contribuyente deudor arriba citado el 
crédito fiscal que se describe a continuación: 
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Documento determinante 52/16/2019 

Fecha de notificación del docu- 29/01 /2019 
mento determinante 

Autoridad determinante Dirección General de Fiscali-. , 
zac1on 

Importe determinado $ 21 '890,628.00 



DETALLE DE LOS CONCEPTOS QUE INTEGRAN EL CREDITO FISCAL 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 

Período de causación del adeudo Importe determinado 

Núm. Mes y año Fecha de Importe Actualiz. Recargos Multas de 
• histórico fondo venc1m. 

1 Oct-2018 17-nov-2018 7'120,270 35,601 161,723 3'916, 148 

2 Nov-2018 17-dic-2018 3'550,036 14,200 80,552 1 '952,520 

3 Dic-2018 18-ene-2019 3'240,619 o 36,619 1 '782,340 

TOTAL 13'910,925 49,801 278,894 7'651,008 

Total 
determinado 

11 '233,742 

5'597,308 

5'059,578 

21 '890,628 
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Dicho crédito debió pagarse o garantizarse dentro del plazo a 
que se refiere el artículo 65 del Código Fiscal de la Federación, es 
decir, dentro de los 30 días hábiles siguientes al en que surtió efec­
tos la notificación. El crédito le fue legalmente notificado al contri­
buyente y venció en las fechas que a continuación se mencionan: 

Fecha de notificación 29/01 /2019 

Fecha de vencimiento del plazo 15/03/2019 

En consecuencia, desde el día hábil siguiente al vencimiento del 
plazo señalado, el adeudo tiene el carácter de exigible y por tal 
motivo, es aplicable el Procedimiento Administrativo de Ejecución. 

Por lo anterior, esta autoridad fiscal, con fundamento en los ar­
tículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero y 31 , fracción IV de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1 O, 13, 14 
y 15 de la Ley de Coordinación Fiscal; Cláusula PRIMERA del Con­
venio de Adhesión al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal que 
celebran la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Gobierno 
del Estado de México, publicado en el Diario Oficial de la Federa­
ción el 28 de diciembre de 1979 y en el Periódico Oficial "Gaceta del 
Gobierno" el 19 de enero de 1982; 153 y 155 del Código Fiscal de 
la Federación; 27, fracción 11 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de México; 1, 3, 15, 19, fracción 111, 23 y 24, frac­
ciones 11, 111, IV y VIII párrafos penúltimo y último de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública del Estado de México; 1, 7, 13, párrafo 
primero y 16 del Código Financiero del Estado de México y Munici­
pios; 1, 2, 3, fracciones 1, VI y XXII , 4 , fracción V, 6, 11, fracción 1, 12 
y 13, fracción I del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, 
publicado en el Periódico Oficial "Gaceta del Gobierno" del Estado 
de México de fecha 5 de julio de 2006; así como lo dispuesto en el 
punto DECIMO PRIMERO numerales 22, 23 y 36 del Acuerdo por el 
que se delegan facultades a favor de diversos servidores públicos 
de la Dirección General de Recaudación, publicado en el Periódico 
Oficial "Gaceta del Gobierno" de fecha 22 de abril de 2014, vigente 
a partir de la fecha de su publicación. 

ORDENA: 

PRIMERO 

Requiérase al contribuyente antes citado, el pago del crédito fis­
cal a su cargo que ha quedado precisado y el cual se encuentra 
actualizado a la fecha de la determinación del crédito fiscal, aper­
cibiéndolo que en términos del artículo 151 del Código Fiscal de la 
Federación, de no probar al momento de practicarse la diligencia 
de requerimiento de pago, haberlo efectuado, se procederá de in­
mediato al embargo de bienes suficientes para obtener el importe 
de los créditos y sus accesorios a través del remate de los mismos 
y, de ser necesario el embargo de la negociación con todo lo que 
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de hecho y por derecho le corresponde, a fin de obtener mediante 
la intervención de la misma, los ingresos necesarios que permitan 
cubrir los créditos fiscales pendientes de pago y los accesorios, 
conforme a la liquidación del adeudo ya señalado. 

SEGUNDO 

GASTOS DE EJECUCION 

Con fundamento en el artículo 150, primer párrafo del Código 
Fiscal de la Federación, en relación con el artículo 95, párrafos se­
gundo y tercero de su Reglamento, por la práctica de la diligencia 
de requerimiento de pago y embargo que aquí se ordena realizar 
dentro del PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCION, 
el contribuyente deudor está obligado a pagar el 2% sobre el total 
del adeudo debidamente actualizado y recargado, por concepto de 
gastos de ejecución. El importe de gastos de ejecución no es me­
nor al importe mínimo de gastos de ejecución a que se refiere el se­
gundo párrafo del artículo 150 citado, ni superior al monto máximo 
establecido en el párrafo tercero del artículo citado. La cuantía mí­
nima vigente es de$ 380.00 y el monto máximo es de$ 67,040.00. 
En el entendido que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 95, 
párrafos segundo y tercero del Reglamento del Código Fiscal de la 
Federación, como la práctica del requerimiento de pago y embargo 
que aquí se ordena, se debe realizar en un mismo acto, el contribu­
yente sólo está obligado a pagar un 2% por ambas diligencias por 
concepto de gastos de ejecución. 

Importe Porcentaje Resultado de Importe a 
actualizado de Gastos de la operación pagar por 
y recargado Ejecución Gastos de 

a la fecha (%) Ejecución 
de emisión (máximo) 

del presente 
Mandamiento 

$ 21 '890,628.00 2 $437,813.00 $67,040.00 

TERCERO 

Se designan como notificadores ejecutores adscritos a esta dele­
gación fiscal, a los ciudadanos que más adelante se detallan, para 
que de manera conjunta o separada lleven a cabo la diligencia de 
requerimiento de pago o embargo, en atención al presente man­
damiento de ejecución, debiendo identificarse al momento de la 
diligencia en terminos del artículo 152 del Código Fiscal de la Fe­
deración. 
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Nombre del Número de Oficio de Número de 
Notificador Ejecutor habilitación control 
Sara Gutiérrez López 203113011/7150/2018 CF-EC-01-2018 
Carlos Torres Pérez 203113011/7151/2018 CF-EC-02-2018 
Guadalupe Espinoza 203113011/7152/2018 CF-EC-03-2018 
León 

Juan Rodríguez Váz- 203113011/7153/2018 CF-EC-04-2018 
quez 

CUARTO 

En el caso de que el deudor o cualquier otra persona impidie­
ra materialmente al(los) Notificador(es) Ejecutor(es) designado(s), 
el acceso al domicilio del deudor o al lugar en que se encuentren 
los bienes, para llevar a cabo la diligencia antes indicada, con fun­
damento en el artículo 162 del Código Fiscal de la Federación, se 
autoriza el uso de la policía o de otra fuerza pública. 

QUINTO 

En el caso de que la persona con quien se entienda la diligencia 
antes señalada, no abriera las puertas de las instalaciones, cons­
trucciones, edificios, fábrica, bodega(s) o casas señaladas para la 
traba o en los que se presuma que existen bienes muebles embar­
gables, con fundamento en el artículo 163 del Código Fiscal de la 
Federación, se autoriza el rompimiento de cerraduras para llevar 
adelante la diligencia, debiendo el (los) notificador (es) Ejecutor(es) 
designado(s), hacer que ante dos testigos sean rotas las cerraduras 

• que sean necesarias. 

SEXTO 

Se hace de su conocimiento que podrá optar por impugnar el 
presente acto administrativo a través del recurso de revocación, de 
conformidad con lo que se establece en el artículo 116 del Código 
Fiscal de la Federación, el cual puede presentarse ante la oficina 
que ocupa esta autoridad fiscal dentro del plazo de treinta días há­
biles siguientes a aquél en que haya surtido efectos la notificación 
de las diligencias que se ordenan practicar, según lo previsto en el 
artículo 121 del mismo ordenamiento, o, en términos del artículo 
125 del citado ordenamiento, promover directamente ante la Sala 
Regional competente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi­
nistrativa, Juicio Contencioso Administrativo Federal, en la vía tra­
dicional o Sistema de Justicia en Línea, dentro del plazo de treinta 
días hábiles siguientes a aquél en que haya surtido efectos la notifi­
cación de este mandamiento. 

ATENTAMENTE 

EL DELEGADO FISCAL 
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COMENTARIOS Y RECOMENDACIONES SOBRE EL CASO 
PRACTICO 

Del mandamiento de ejecución y del requerimiento de pago o 
embargo anterior, hacemos un breve análisis y, con base en él, pro­
ceden los siguientes comentarios y recomendaciones: 

1. El contribuyente visitado o la persona que atiende la diligencia, 
debe cerciorarse que el(los) Notificador(es) Ejecutor(es) cumplió 
(cumplieron) con todas las formalidades relativas a la notificación 
del Mandamiento de Ejecución y la diligencia de requerimiento de 
pago o embargo, desde el inicio hasta su conclusión. 

2. Una vez realizada la diligencia, el contribuyente cuenta con 30 
días para interponer medios de defensa, ya sea mediante el Recur­
so de Revocación o del Juicio Contencioso Administrativo, en los 
casos que estime que los actos de autoridad han vulnerado sus 
derechos como contribuyente, para este caso, se deberá consultar 
a un abogado con experiencia en defensa fiscal para que analice to­
do el procedimiento, desde la Notificación del Mandamiento de Eje­
cución y la diligencia de requerimiento de pago o embargo, desde 
su inicio hasta su conclusión, así como la posible violación de ga­
rantías constitucionales por parte de las autoridades fiscales y, con 
base en ese análisis, interponer el medio de defensa conveniente. 

3. Dentro de los agravios que puede hacer valer el contribuyente 
en los medios de defensa, se tienen los siguientes: 

a) Demostrar que los cálculos realizados por la autoridad fis­
cal son incorrectos y que por la resolución obtenida en el 
Recurso de Revocación la propia autoridad los corrija o, el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en el caso 
de interponer Juicio de Nulidad ordene su corrección. 

b) Demostrar en el Recurso de Revocación o en el Juicio de 
Nulidad que los actos realizados por las autoridades fiscales 
son violatorios de los derechos del contribuyente. 

e) Demostrar en el Recurso de Revocación o en el Juicio de Nu­
lidad que las autoridades fiscales violaron diversas garantías 
constitucionales o disposiciones que contienen los derechos 
del contribuyente, tanto de forma como de fondo. 

d) Demostrar en el Juicio de Amparo que la notificación del 
Mandamiento de Ejecución o de la diligencia de requerimien­
to de pago, o el embargo trabado, viola diversas garantías 
constitucionales o disposiciones que contienen los derechos 
del contribuyente, tanto de forma como de fondo. 

e) Demostrar en el Juicio de Amparo que la sentencia dictada 
por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa vio-
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la diversas garantías constitucionales en perjuicio del contri­
buyente. 

f) Si las autoridades fiscales ordenaron la inmovilización de 
cuentas bancarias, el contribuyente o gobernado afectado, 
puede interponer un Amparo Indirecto y solicitar la suspen­
sión de ese acto, porque impide la operación normal de las 
actividades, el pago a proveedores, a empleados, etcétera. 

DEL DERECHO DE PETICION 

El contribuyente o gobernado afectado, tiene derecho a realizar 
lo siguiente: 

• Demostrar que el crédito fiscal fue garantizado y, por tanto, 
solicitar la Suspensión del Procedimiento Administrativo de 
Ejecución. 

• Demostrar que el crédito fiscal fue garantizado y, por tanto, 
procede solicitar la devolución de bienes embargados. 

• Si se estima conveniente, también se puede solicitar la sus­
titución de bienes embargados, ofreciendo otros bienes en , 
garant1a. 
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1. CONCLUSIONES 

@ CAPITULO XI 

CONCLUSIONES Y PROPUESTAS 

1.1. Conocimiento de las Disposiciones Fiscales 

Es indispensable que los contribuyentes conozcan las disposi­
ciones fiscales para estar en posibilidad de cumplir con las obliga­
ciones que les sean aplicables de acuerdo con su Régimen Fiscal; 
en el tema que nos ocupa, deben conocer las disposiciones rela­
tivas al Procedimiento Administrativo de Ejecución (PAE), con ello 
evitarán: 

a) Actos de molestia. Estos pueden consistir en: visita domi­
ciliaria, revisión de gabinete, fiscalización electrónica, y una 
vez determinados los créditos fiscales a cargo del contribu­
yente el Procedimiento Administrativo de Ejecución, el cual 
inicia con el documento denominado "Mandamiento de Eje­
cución", con la respectiva Orden de Cobro o Embargo. Den­
tro del embargo, se incluyen bienes, muebles e inmuebles, 
cuentas bancarias y la negociación. Todo lo anterior, ocasio­
na graves perjuicios al contribuyente cuando las autoridades 
fiscales ejercen sus facultades de comprobación, y poste­
riormente, el Procedimiento Administrativo de Ejecucion. 

b) Dificultad para garantizar el crédito fiscal. Puede suceder 
que el contribuyente tenga problemas para que las autori­
dades fiscales le acepten la garantía; en la práctica, las au­
toridades fiscales de algunas Entidades Federativas buscan 
que se les pague el 80% del crédito fiscal para liberar los 
bienes embargados. En este caso, si el contribuyente decide 
pagar ese 80%, después tendrá dificultades para recuperar 
el PAGO DE LO INDEBIDO si gana en alguno de los medios 
de defensa fiscal. 

c) Discrecionalidad de las autoridades fiscales. En ocasio­
nes, el contribuyente sufre la discrecionalidad de las auto­
ridades fiscales; en concordancia con lo manifestado en el 
inciso anterior, puede suceder que las autoridades fiscales, a 
su arbitrio, acepten o no una garantía, o no acepten sustituir­
la, o no acepten que es propiedad de terceros, como en el 
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caso de las empresas de transporte; si la empresa muestra la 
Carta Porte o el contrato de prestación de servicios de trans­
portación, embarga las mercancías propiedad de un tercero, 
lo anterior, para obligar al sujeto directo al pago del 80% del 
crédito fiscal para liberar las mercancías del tercero. 

1.2. Asesoría Fiscal Adecuada 

Es importante que aquellos contribuyentes a quienes les deter­
minaron créditos fiscales, cuenten con un Asesor Fiscal, quien les 
apoyará y asesorará para que interpongan los medios de defensa 
procedentes, evitando así diversas injusticias en cuanto al procedi­
miento y el fondo del asunto y para asistirlos en el caso de que las 
autoridades fiscales les apliquen el Procedimiento Administrativo 
de Ejecución, desde el inicio hasta el remate de bienes, en su caso. 

1.3. Vicios en el Procedimiento 

Es frecuente que las autoridades fiscales, al ejercer sus facul­
tades en el Procedimiento Administrativo de Ejecución, lo realicen 
violando los procedimientos a los que deben sujetarse. Cabe re­
cordar la máxima que dice: las autoridades sólo pueden hacer lo 
que las leyes les permiten, por tanto, deben apegarse a los proce­
dimientos establecidos por las leyes de la materia y evitar hacerlo 
de manera discrecional o excediéndose en sus facultades. Cuando 
existan vicios en el Procedimiento, es decir, en el actuar de las au­
toridades fiscales, los contribuyentes o personas afectadas pueden 
hacer valer sus derechos interponiendo los medios de defensa apli­
cables al caso concreto. 

1.4. Medios de Defensa Fiscal 

En los casos en que las autoridades fiscales cometan actos ile­
gales al realizar la diligencia de Requerimiento de Pa~o o Embargo 
o actos discrecionales al ofrecer la garantía de los creditos fiscales, 
los contribuyentes tienen la oportunidad de hacer valer sus dere­
chos interponiendo los medios de defensa fiscal que resulten con­
venientes a cada caso concreto, en esta obra se menciona cada 
uno de ellos, a fin de que los particulares los conozcan y, en caso 
de ser necesario, los promuevan en defensa de sus derechos fun­
damentales cuando se consideren vulnerados. 

Los agravios que puede hacer valer el contribuyente en los me­
dios de defensa, se tienen los siguientes: 

a) Demostrar que los cálculos realizados por la autoridad fis­
cal son incorrectos y que por la resolución obtenida en el 
Recurso de Revocación la propia autoridad los corrija o, el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en el caso 
de interponer Juicio de Nulidad ordene su corrección. 
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b) Demostrar en el Recurso de Revocación o en el Juicio de 
Nulidad que los actos realizados por las autoridades fiscales 
son violatorios de los derechos del contribuyente. 

e) Demostrar en el Recurso de Revocación o en el Juicio de Nu­
lidad que las autoridades fiscales violaron diversas garantías 
constitucionales o disposiciones que contienen los derechos 
del contribuyente, tanto de forma como de fondo. 

d) Demostrar en el Juicio de Amparo que la notificación del 
Mandamiento de Ejecución o de la diligencia de requerimien­
to de pago, o el embargo trabado, viola diversas garantías 
constitucionales o disposiciones que contienen los derechos 
del contribuyente, tanto de forma como de fondo. 

e) Demostrar en el Juicio de Amparo que la sentencia dictada 
por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa vio­
la diversas garantías constitucionales en perjuicio del contri­
buyente. 

f) Si las autoridades fiscales ordenaron la inmovilización de 
cuentas bancarias, el contribuyente o gobernado afectado, 
puede interponer un Amparo Indirecto y solicitar la suspen­
sión de ese acto, porque impide la operación normal de las 
actividades, el pago a proveedores, a empleados, etcétera. 

1.5. Remate de Bienes Embargados 

Los contribuyentes que hayan sufrido el embargo de sus bie­
nes, corren el riesgo de perderlos con un valor bajo, dependiendo 
del avalúo que practiquen las autoridades fiscales, en este caso, el 
afectado puede ofrecer un avalúo que le beneficie, el cual debe ser 
considerado por las autoridades fiscales, evitando así disminuir una 
parte del crédito fiscal; lo que se debe buscar es que los bienes cu­
bran la mayor parte o la totalidad del crédito fiscal, sacrificando los 
bienes a un valor justo, a cambio de cancelar los adeudos fiscales. 

En su caso, el embargado o terceros acreedores que no estén 
conformes con la valuación hecha por las autoridades fiscales, po­
drán hacer valer el recurso de revocación a que se refiere la fracción 
11, inciso b) del artículo 117, en relación con el 127 del Código Fiscal 
de la Federación, debiendo designar en el mismo como perito de 
su parte a cualquiera de los valuadores señalados en el Reglamen­
to del citado Código o alguna empresa o institución dedicada a la 
compraventa y subasta de bienes, en caso de no hacerlo, se con­
siderará aceptado el avalúo de la autoridad fiscal. Lo anterior con 
fundamento en el artículo 175 del CFF. 
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1.6. Notificación Vía Buzón Tributario 

En caso de que el requerimiento de pago a que hace referencia 
el artículo 151 del CFF, no pueda realizarse personalmente, porque 
la persona a quien deba notificarse no sea localizada en el domicilio 
fiscal, se ignore su domicilio o el de su representante, desaparezca, 
se oponga a la diligencia de notificación o se coloque en el supues­
to previsto en la fracción V del artículo 11 O del citado Código, la 
notificación del requerimiento de pago y la diligencia de embargo 
se realizarán a través del Buzón Tributario. 

Esta situación es delicada, porque, en principio, muchos contri­
buyentes no tienen activado y registrado el Buzón Tributario para 
recibir notificaciones. En los casos en que se encuentre activo el 
Buzón Tributario y las autoridades fiscales presuman la notificación 
al contribuyente por dicho medio, inician los efectos legales de la 
citada notificación. Para la defensa del contribuyente en estos ca­
sos, se encuentra la impugnación de las notificaciones. 

1.7. La Garantía del Interés Fiscal 

La garantía del interés fiscal es necesaria para evitar el embargo 
de bienes, el embargo o inmovilización de cuentas bancarias o la 
intervención de la negociación del contribuyente y para solicitar la 
SUSPENSION DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJE­
CUCION. 

También procede ofrecer la garantía del interés fiscal si los crédi­
tos fiscales son impugnados por la vía administrativa o jurisdiccio­
nal, cumpliendo con las disposiciones legales aplicables. 

Una vez pagado en su totalidad (una sola exhibición) o firmado el 
convenio de pago en parcialidades, el contribuyente puede solicitar 
la cancelación de la garantía ofrecida, ya sea directamente a la au­
toridad fiscal o, en el caso de haber interpuesto medios de defensa, 
a la instancia competente que conozca del asunto. 

1.8. Del Estado de Indefensión 

En el caso práctico (capítulo VIII) se presentan una serie de abu­
sos de autoridad, actos discrecionales, arbitrariedades cometidas 
por la autoridad fiscal, en específico por la autoridad recaudadora, 
cuyo propósito es obtener EL PAGO DEL 80% del crédito fiscal, sin 
importarle: 

a) La actividad del contribuyente. Al embargarle mercancías y 
los camiones de carga, deja en estado de indefensión al con­
tribuyente, porque le quita los medios para seguir operando 
y obtener recursos para el pago del crédito fiscal, corriendo 
el riesgo del CIERRE DE LA EMPRESA por imposibilidad de 
cumplir con su objeto social. 
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b) El Derecho de Petición. No obstante las diversas solicitudes 
de manera personal y por escrito del contribuyente afecta­
do, las autoridades SOLO ACEPTAN LIBERAR LAS MER­
CANCIAS Y CAMIONES DE CARGA SI PAGAN EL 80% DEL 
CREDITO FISCAL, sin aceptarle la garantía mediante FIAN­
ZA, argumentando que tienen un plazo MUY AMPLIO PARA 
RESOLVER SI ACEPTAN O NO EL OFRECIMIENTO DE LA 
GARANTIA, violando así el Derecho de Petición consagrado 
por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos. 

c) Que las mercancías son propiedad de un tercero. Las au­
toridades fiscales, en aras de recaudar a toda costa, no reco­
nocen la propiedad de las mercancías de un tercero con la 
CARTA PORTE ni el contrato de servicios de transportación 
celebrado con el contribuyente embargado, cuando en este 
caso, NO EXISTE FACTURA DE LAS MERCANCIAS, porque 
se pretendía, únicamente, que las trasladara el contribuyente 
embargado de la fábrica a uno de sus centros de distribu­
ción, situación que deja EN TOTAL ESTADO DE INDEFEN­
SION tanto al contribuyente embargado como al propietario 
de las mercancías, porque ninguno de los dos logra la LIBE­
RACION DE LAS MERCANCIAS, mismas que pueden ser: 

• De fácil descomposición (perecederos). 

• Frágiles. 

• Con fecha de caducidad. 

• De entrega urgente. 

• Materias Primas, necesarias para la producción del terce­
ro. 

Con estos actos arbitrarios, discrecionales e ilegales, las autori­
dades fiscales no sólo AFECTAN al contribuyente embargado, sino 
al tercero, propietario de las mercancías embargadas, quien sólo 
contrato UN SERVICIO de traslado. 

Con tales actos, se deja en TOTAL Y MANIFIESTO ESTADO DE 
INDEFENSION TANTO AL CONTRIBUYENTE EMBARGADO COMO 
AL TERCERO, PROPIETARIO DE LAS MERCANCIAS, teniendo el 
derecho a interponer MEDIOS DE DEFENSA FISCAL, para la ade­
cuada defensa de sus intereses por VIOLACIONES cometidas por 
TODAS las autoridades fiscales que intervinieron es esos actos ile­
gales, solicitando también que se les finquen responsabilidades a 
los servidores públicos. 



148 EDICIONES FISCALES ISEF 

2. PROPUESTAS 

2.1. Evitar la Discrecionalidad de los Actos de Autoridad 

Es conveniente que tanto el Poder Ejecutivo, quien envía las ini­
ciativas de Reforma a las Leyes Fiscales a los Legisladores, y estos 
últimos al momento de votar y aprobar las disposiciones fiscales, 
limiten la discrecionalidad de los actos de las autoridades fiscales, 
con ello, se fomentaría la SEGURIDAD JURIDICA de los goberna­
dos, prote~iendo los Derechos Fundamentales consagrados por la 
Constitucion Política de los Estados Unidos Mexicanos. La discre­
cionalidad debe ser una FACULTAD REGLADA otorgando la máxi­
ma certeza jurídica a los contribuyentes. 

2.2. Respetar el Derecho de Petición 

Los gobernados tenemos el Derecho Fundamental de Petición, 
las autoridades fiscales deben respetarlo y apoyar a aquellos con­
tribuyentes que lo hagan valer, atendiendo las solicitudes de acep­
tación o sustitución de garantías, respetando las mercancías de 
terceros, dar prioridad a la liberación de bienes embargados cuan­
do sean perecederos, dar apoyo al contribuyente cuando tenga la 
disposición de pagar o cumplir. Todo ello, de manera pronta, para 
que el afectado: 

a) No pierda clientes ni ventas por el tiempo invertido en liberar 
las mercancías no propias. 

b) No tenga problemas legales por incumplimiento de contrato 
cuando las mercancías que transporta o vende no sean pro­
pias y éstas le sean embargadas por las autoridades fiscales. 

c) No sufra daños en las mercancías embargadas por mal ma­
nejo de las mismas. 

d) No sufra pérdida o robo de las mercancías embargadas. 

e) No se incremente el monto del crédito fiscal por el tiempo 
transcurrido durante el proceso de liberación de las mercan­
cías y, por tanto, se tenga que incrementar el valor de la ga-, 
rant1a. 

2.3. Respetar los Principios Constitucionales 

Es deber de las autoridades fiscales promover y respetar los 
Principios Constitucionales en materia fiscal, a fin de evitar arbitra­
riedades, discrecionalidad, exceso al determinar créditos fiscales, 
actos ilegales al ejercer el Procedimiento Administrativo de Ejecu­
ción, entre otros. De esta manera, se incrementaría el cumplimiento 
de obligaciones por parte de los gobernados y se disminuirían: 
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a) Las quejas de los contribuyentes por actos ilegales cometi­
dos por las autoridades fiscales. 

b) Las quejas de los sujetos pasivos por créditos fiscales exce­
sivos determinados por las autoridades fiscales. 

e) Las excesivas demandas o medios de defensa interpuestos 
por los contribuyentes, quienes consideran violados sus de­
rechos fundamentales. 

d) Las quejas de los contribuyentes por el excesivo tiempo 
transcurrido entre la solicitud de liberación de mercancías y 
la fecha en que se reciben. 

e) Las quejas de los contribuyentes directos y los terceros afec­
tados por las barreras que ponen las autoridades fiscales 
para liberar las mercancías propiedad de terceros. 

f) Las quejas de los contribuyentes directos y de los terceros 
afectados por el daño de la mercancía embargada al mo­
mento de la liberación. 

g) Las quejas de los contribuyentes por la pérdida de clientes, 
derivada del embargo de mercancías y la dificultad para que 
sean liberadas a favor de los terceros. 

h) Las demandas a los contribuyentes directos por el incumpli­
miento de contrato cuando los terceros, propietarios de las 
mercancías, no reciben en sus almacenes sus mercancías 
en los servicios de transportación o no reciben el importe de 
las mismas al ser embargadas por las autoridades fiscales. 

i) Las quejas de los contribuyentes cuando las autoridades fis­
cales les ponen barreras y no les aceptan las garantías ofre­
cidas para liberar las mercancías embargadas. 

En esta obra se relacionan y comentan los Principios Constitu­
cionales en materia fiscal, para conocimiento y beneficio de los con­
tribuyentes. 

2.4. Reglamentar los Derechos del Contribuyente 

Las autoridades fiscales y los Legisladores deben regular y otor­
gar derechos al contribuyente, al ejercer el Procedimiento Admi­
nistrativo de Ejecución (PAE). También se propone que, una vez 
publicados, deberán difundirlos y respetarlos, otorgando al contri­
buyente las mayores facilidades de pago y facilitándole los trámites 
para ofrecer o sustituir la garantía del interés fiscal, facilitando tam­
bién la liberación de las mercancías, sobre todo cuando se trate de 
productos perecederos o sean propiedad de terceros. Otra forma 
de apoyar al contribuyente es resolver las solicitudes que realice el 
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mismo en el menor tiempo posible, garantizando con ello el Dere­
cho de Petición. 

Entre los Derechos del Contribuyente en el P.A.E., SE PROPO­
NEN los siguientes: 

• Ser informado y asistido por las autoridades fiscales en el 
cumplimiento de sus obligaciones tributarias, en el caso suje­
to a estudio; durante la diligencia de Requerimiento de Pago 
o embargo, tiene derecho el contribuyente a conocer el pro­
cedimiento y alcance de cada acto de autoridad, así como los 
efectos y consecuencias. 

• Ser tratado con respeto y consideración por los ejecutores. 

• Conocer el estado de tramitación de los procedimientos en 
que sea parte el contribuyente. 

• Conocer el estado de avance del ofrecimiento de garantías o 
sustitución de las mismas, informándole, en su caso, las ra­
zones y fundamentos por los cuales no son aceptadas por la 
autoridad fiscal. 

• Dar facilidades a los contribuyentes que han sufrido el embar­
go de sus bienes o negociación, para el pago de los créditos 
fiscales. 

• Dar facilidades a los contribuyentes que han sufrido el em­
bargo de sus bienes para ofrecer otra garantía y liberar las 
mercancías embargadas, propias o de terceros, esto permitirá 
continuar con la operación normal del ne~ocio del contribu­
yente y generar recursos para pagar los creditos fiscales. 

• Dar facilidades a los contribuyentes para el Pago en Parciali­
dades de los créditos fiscales y liberar sus bienes embarga­
dos para continuar con la operación normal del negocio. 

• Dar a conocer a los contribuyentes los medios de defensa que 
pueden promover para defensa de sus intereses y para evitar 
irregularidades en las diligencias o actos de las autoridades 
fiscales. 

• Las autoridades fiscales deberán abstenerse de manifestar 
presunciones infundadas en perjuicio del contribuyente. 

• Las autoridades fiscales deberán abstenerse de realizar actos 
discrecionales en perjuicio del contribuyente. 

• Los Ejecutores deberán identificarse plenamente ante quien 
atienda la diligencia. 
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• Aceptar la designación de los Testigos propuestos por el con­
tribuyente. 

• Las autoridades fiscales deberán aceptar el señalamiento de 
bienes propuesto por el contribuyente, quedando en depósito 
del propio contribuyente o persona de su confianza, es decir, 
de manera administrativa, sin llevarse los bienes, otorgando 
un plazo razonable para el pago de los créditos fiscales o es­
perar la resolución de los medios de defensa. 

• Las autoridades fiscales deberán fundar y motivar la proce­
dencia del embargo precautorio de bienes, mercancías o de 
la negociación del contribuyente. 

• Las autoridades fiscales deberán procurar, en todo momento, 
el cierre de empresas o negocios, otorgando las mayores faci­
lidades de pago, para ofrecer garantías y liberación de bienes, 
mercancías o dejar de intervenir negociaciones, buscando al­
ternativas de solución a favor del contribuyente. 

• Las autoridades fiscales deberán sancionar al Ejecutor o ser­
vidor público que: 

a) Intimide al contribuyente o a la persona que atiende la dili-
• 

genc1a. 

b) Solicite dádivas, gratificaciones, pago de honorarios, pago 
con mercancías, bienes o servicios al contribuyente. 

e) Impida, de alguna forma, la autorización de ofrecimiento 
de pago o garantías al contribuyente. 

d) Impida, de alguna forma, la liberación de las mercancías 
cuando el contribuyente haya pagado o garantizado el 
crédito fiscal o cuando obtenga resolución favorable de 
algún medio de defensa. 

e) Impida, de alguna forma, la liberación de las mercancías 
cuando el contribuyente haya obtenido la SUSPENSION 
PROVISIONAL, otorgada por el Tribunal Federal de Jus­
ticia Fiscal y Administrativa o por el Poder Judicial de la 
Federación. Lo anterior porque en algunos casos, las au­
toridades fiscales no toman en consideración la SUSPEN­
SION PROVISIONAL otorgada por el Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, obligando al contribuyente 
a interponer el Amparo y esperar a que sea reconocido 
este derecho o a que el funcionario responsable de la re­
caudación, decida liberar las mercancías y suspender el 
Procedimiento Administrativo de Ejecución, dejando en 
estado de indefensión al contribuyente durante mucho 
tiempo. 
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2.5. Respetar la No Confiscación de Bienes 

Este derecho constitucional es muy importante en el presente 
tema. Es frecuente que las autoridades al ejercer sus facultades 
se excedan en sus atribuciones o violan este derecho fundamental 
consagrado en el artículo 22 de la Constitución Política de los Esta­
dos Unidos Mexicanos, embargando bienes que son propiedad de 
terceros y, en algunos casos, del propio contribuyente, en tales ca­
sos, procede que el contribuyente afectado interponga medios de 
defensa contra los actos de autoridad que violen las disposiciones 
constitucionales y las de las leyes secundarias aplicables al caso 
concreto. 

Este precepto legal también dispone que no se considerará con­
fiscación la aplicación de bienes de una persona cuando sea decre­
tada para el pago de multas e impuestos. 

No obstante lo anterior, el contribuyente o afectado puede inter­
poner medios de defensa fiscal cuando: 

a) El crédito fiscal determinado por las autoridades fiscales es 
• • 

excesivo y ruinoso. 

b) Los bienes embargados son propiedad de un tercero. 

c) Los bienes sean considerados inembargables por el artículo 
157 del Código Fiscal de la Federación y aún así, sean sus­
traídos por las autoridades fiscales. 

d) Las autoridades fiscales embarguen las cuentas bancarias 
del contribuyente, impidiendo su normal operación. 

e) El contribuyente ha ofrecido una garantía y la autoridad fiscal 
no se la acepta, argumentando que requiere el pago del 80% 
del crédito fiscal, de manera ILEGAL y ARBITRARIA. 

2.6. Definir Quién Puede Ser Depositario de los Bienes 

Es indispensable que tanto las autoridades fiscales y los Legis­
ladores definan quién puede ser depositario de los bienes embar­
gados, ya que en muchas ocasiones, designan a quien atiende la 
diligencia, siendo éste un empleado o una persona que se encon­
traba en el domicilio, sin tener una relación laboral con el contribu­
yente o con el propietario de los bienes embargados. Lo anterior 
implica que el depositario pueda ser sujeto de una demanda por 
parte del dueño de los bienes o, peor aún, denunciado por las au­
toridades fiscales al considerarlo "DEPOSITARIO INFIEL:', porque 
en algunos casos, deja de trabajar para el contribuyente o respon­
sable directo, o bien, no tiene el control de los bienes embargados 
y, cuando la autoridad requiere "LA ENTREGA DE LOS BIENES" y 



EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCION 153 

el depositario NO LOS TIENE O NO LOS ENTREGA, es denunciado 
PENALMENTE. 

Por lo anterior, se propone que únicamente puedan ser deposi-
tarios: 

a) El contribuyente como sujeto directo. 

b) El propietario de los bienes, cuando así lo acredite. 

c) La autoridad fiscal que realiza el embargo. 

Sólo así se protegerá a personas inocentes que tuvieron ne­
cesidad, por conservar su trabajo, de atender la diligencia, o por 
hacer un favor al contribuyente directo atendiendo la diligencia, SIN 
TENER LA POSIBILIDAD REAL DE RESGUARDAR LOS BIENES 
HASTA QUE LAS AUTORIDADES FISCALES LOS REQUIERAN, 
además de que desconocen la responsabilidad PENAL en la 
que incurren. 
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